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INTRODUCCIÓN
En la actualidad, son muchas y variadas las formas de efectuar las nue-
vas contrataciones de las empresas tanto desde el ámbito de las relaciones 
comerciales entre estas, así como las relaciones laborales con los trabajado-
res, en donde muchas veces a estos últimos con la implementación de for-
mas contractuales atípicas son objeto desdibujado que deja sin efectos  los 
elementos característicos de la relación de trabajo, finalmente eludiendo la 
aplicación de las disposiciones laborales vigentes que pueden afectar la se-
guridad social integral.
Teniendo en cuenta estos presupuestos surge la necesidad de reexami-
nar los diferentes elementos típicos de las relaciones de trabajo y de los con-
tratos de trabajo, por cuanto, estando en conocimiento de los empleadores la 
forma de interpretar dichos elementos es fácil desvirtuarlos, y dada su posi-
ción de poder condicionar la relación de trabajo, conduce siempre a que en la 
realidad y dada la actividad del empresario – empleador, consecuentemente 
lo lleva a  considerar que la inexistencia del contrato de trabajo es posible si 
existe la participación de terceros en la contratación. 
Por lo tanto se hace necesario identificar que dentro del mundo de las 
actividades económicas sea cual fuere el proceso que realice una empre-
sa, ya sea de producción, de venta de bienes y servicios; inevitablemente 
requiere para la realización de ciertas tareas a la persona física; elemento 
humano indispensable, a las que dentro del ámbito legal se califican como 
subordinado o autónomo dada la multiplicidad de situaciones que plantea 
la realidad laboral, y por lo tanto en una u otra situación de dependencia o 
autonomía determinan la inclusión o exclusión de la protección por parte 
del ordenamiento jurídico laboral, con efectos algunos medibles a corto 
plazo y otros que solo los observaremos a largo plazo como la seguridad 
social en pensiones.
Desde estas consideraciones nos adentramos a establecer que la génesis 
de la problemática no está dada en la simple relación laboral establecida en-
tre un empleador y un trabajador, al contrario la relación laboral repercute 
en otras esferas, cuyos efectos son medibles solo después de llegar a la edad 
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de retiro de un trabajador, aspiración que se puede ver menguada al estar 
expuesto a formas irregulares de contratación o con la utilización de figuras 
como la tercerización laboral. 
En atención a que no solo se deben de abordar aspectos relativos a las 
disposiciones comunes que regulan la materia laboral tanto desde el ámbito 
internacional, como de la legislación interna, y debido a cómo el proceso 
evolutivo de las sociedades no se encuentran enmarcado dentro de las dispo-
siciones que surgen para regular una u otra materia, sino que al contrario, las 
realidades sociales y sus momentos históricos han contribuido al surgimien-
to de estas normas de derecho, las cuales como veremos no se establecieron 
por capricho de la clase dirigente y política sino por las luchas generadas 
como compromiso de una clase trabajadora frente a la indiferente actitud 
de las necesidades económicas de los empresarios del sector  del cultivo y 
procesamiento de la caña de azúcar,  es que se hace imperioso y necesario 
un breve esbozo del surgimiento de la clase trabajadora del corte de la caña 
de azúcar.
Pese a la disposición de una amplia bibliografía referente a la llegada 
del cultivo de la caña de azúcar al Valle del Cauca, y el no ser parte de este 
estudio la tenencia y propiedad de la tierra y sus formas de adquirirlas, ni 
de los mercaderes, responsables estos últimos del proceso de comercializa-
ción; si es resaltable que el centro y el desarrollo de esta investigación es 
fijar la atención en el personal que interviene directamente en el corte y la 
extracción de la materia prima como elemento principal en la producción 
de azúcar.
Este aparte introductorio primeramente no solo nos permitirá conocer 
que la labor del corte de la caña es una actividad propia de este sector em-
presarial agroindustrial del azúcar desde el punto de vista económico, sino 
que además nos permitirá comprender aspectos sociales que inciden en de-
terminado momento en el desarrollo socio-económico de la región del Valle 
del Cauca y de Colombia. 
Como segundo se abordaran de forma específica los diferentes tipos de 
tercerización, estableciéndose un deslinde conceptual para cada una de las 
figuras identificadas, además de  considerarlos como medios efectivos en la 
triangulación de las relaciones laborales, que impiden la vinculación directa 
entre trabajador y empresa, cuyos efectos no solo implican la contratación 
a través de empresas o asociaciones cuya regulación para casos puntuales 
como las Cooperativas de Trabajo Asociado y los Contratos Sindicales, es 
evidente la marginación de toda prerrogativa de derecho laboral consagrada 
a favor de los trabajadores, sino que además como instrumento minimiza el 
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ejercicio de derechos que en nuestro medio colombiano se encuentran cons-
titucionalmente establecidos como derechos fundamentales, entre los que se 
pueden resaltar la asociación sindical junto a otros derechos que se derivan 
de este, donde además se establece el drama, o mejor la difícil situación de 
vulnerabilidad, especialmente en su seguridad social de esa inmensa masa 
laboral que está siendo objeto de tercerización.
Se evidencia además que en la practica la tercerización no solo tiene 
efectos sobre la vinculación contractual directa de trabajador –empresa, sino 
que las repercusiones rebasan los límites de la contratación adentrándose en 
la esfera de la deslaboralizacion, con efectos marginantes de los beneficios 
prestacionales que comporta el sistema de seguridad social, al circunscri-
bir la relaciones de trabajo en un ámbito netamente civil o comercial con la 
utilización de los tipos tercerizadores, sin la posibilidad de acceder a futuro 
a los beneficios del sistema. La expansión de las medidas en el ámbito del 
trabajo con la flexibilidad y deslaboralizacion de las relaciones de trabajo, ha 
socavado los principios del derecho de trabajo dependiente, difuminando 
su esencia, enmascarando las relaciones propiamente laborales bajo el man-
to de contratos civiles o comerciales, en detrimento de la clase trabajadora 
y menguando el desarrollo social para un sector de trabajadores histórica-
mente incidente en el desarrollo de la agroindustria azucarera y socialmente 
estancado en un letargo de vulnerabilidad.
Finalmente, se relaciona la tercerización laboral en el sector de los 
corteros y sus efectos sobre las pensiones, donde efectivamente una vez 
realizada la descripción del trabajo de campo (encuesta), se hacen eviden-
tes aspectos que son determinantes en el acceso a una de las prestaciones 
económicas que regula el sistema general de seguridad social en pensiones, 
al precisarse que hay periodos donde no aparecen cotizaciones, acentuán-
dose tal situación de evasión en unos años de forma específica, aspecto re-
presentativo para un trabajador quien debe dentro del esquema de contri-
bución en el que se erige el sistema, ser responsable también de sus aportes 
a quien le resulta desfavorable la utilización de la triangulación de la rela-
ción laboral, al presentarse por un lado la indeterminación del verdadero 
empleador y de la obligación de realizar los respectivos aportes al fondo 
elegido, lo que a largo plazo no solo afecta al trabajador individualmente, 
sino que además afecta de manera global a todo el sistema al liquidarse la 
asociación o sociedad creada para tal fin tercerizador, sin que exista para 
el respectivo fondo la oportunidad posterior de recuperar las cotizaciones 
omitidas, o para el trabajador la oportunidad de reclamar la realización 
de sus aportes de forma individual, por cuanto la figura creada estaba 
dada para la temporalidad misma de su existencia sin un patrimonio como 
respaldo para el cumplimiento de sus obligaciones. No obstante, dentro de 
cada régimen pensional como el de vejez, riesgos laborales y de sobrevi-
vientes, se hace evidente que los porcentajes de incrementos por el número 
de semanas es otro factor que incidiría en los derechos de los trabajadores 
frente al sistema de pensiones.
1.1 Antecedentes de una clase obrera y de la Agroindustria de 
la Caña de Azúcar
En toda Latinoamérica la gran expansión de la caña azúcar se puede 
explicar no solo por los factores geográficos y climatológicos favorables, 
sino desde el punto de vista del impacto económico de los productores y 
los dueños de los medios de producción quienes han estado estrechamente 
ligados a las fuerzas económicas mundiales, también trae consigo un lastre 
de historia, mano de obra, tecnología, organización productiva, de figuras 
como la esclavitud y otras formas que confluyen a la par con los cambios 
que ha generado el mundo económico.
Sobre la planta de la caña de azúcar, las referencias se remontan a casi 
cinco mil años y su origen según estudios se dio en Nueva Guinea, África, 
siendo los habitantes de la India los primeros asiáticos en deleitarse con 
el sabor del azúcar, y desde la India se extiende el cultivo de la caña de 
azúcar a China y al cercano Oriente alrededor del año 4.500 a.c. (Martin & 
Malpica: 1992).
La descendencia del nombre de la planta proviene del latín medieval 
canna mellis o cannamella (Ramos: 2005). La Real Academia de la Lengua 
Española define la caña de azúcar como planta gramínea de tallo leñoso, de 
aproximadamente dos metros de altura, de hojas largas, y de flores en for-
ma de panoja piramidal, cuyo tallo está lleno de un tejido esponjoso y dulce.
1. LOS ORÍGENES DE LAS MODALIDADES LABORALES DEL 
CORTERO DE CAÑA EN LA AGROINDUSTRIA DE LA CAÑA DE 
AZÚCAR EN EL VALLE DEL CAUCA.
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Figura 1: El mediterráneo escenario de expansión del azúcar en época medieval. Mapa 
manuscrito por Joan Martínez en el 1587. 
Fuente: http://www.conazucar.com/origen_azucar.php 
Hacia el año 510 a.C., el azúcar llega a Persia, su desembarco en la Euro-
pa oriental se produce en el siglo IV a.C., a raíz de los viajes y las conquistas 
de Alejandro Magno en su expansión por toda Asia (Asocaña: 2012).
Los griegos dejan el azúcar como herencia al Imperio Romano, aprecia-
da enormemente por su alto valor y escasez. Al ser conocida el azúcar por 
los árabes y propagada por el Oriente, son ellos los encargados de cultivar 
la caña y el consumo del azúcar. En el siglo VII d.C. los musulmanes hacen 
contacto con el azúcar al invadir las regiones del Tigris y el Éufrates (Martin 
& Malpica: 1992). 
Se extiende incluso hasta Palestina y Egipto, hasta llegar al Mediterrá-
neo, donde es introducida por las condiciones climáticas, y se populariza en 
Siria, Egipto, Chipre, Rodas y Magreb (Asocaña: 2012).
Tercerización Laboral de los Corteros de Caña en el Sector Agroindustrial del Valle del Cauca 17
Figura 2: El mediterráneo escenario de expansión del azúcar en época medieval. Mapa 
manuscrito por Joan Martínez  en el 1587.
Fuente: http://www.conazucar.com/origen_azucar.php 
En sus incursiones en tierras islámicas los Cruzados conocen el azúcar, 
y con el florecimiento de comerciantes venecianos, genoveses y pisanos, ha-
cen que el cultivo de la caña y del comercio del azúcar se expanda por toda la 
cuenca del Mediterráneo y en las Islas como Chipre, Creta y Sicilia (Asocaña: 
2012) como se representa en la siguiente imagen:
Figura 3: Las cruzadas.
Fuente: http://www.conazucar.com/origen_azucarII.php 
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Poco después del descubrimiento del continente americano, consumada 
la conquista de los nuevos territorios entre 1.521 y 1.541, la ocupación acuña 
la adopción del término del Reino de Indias como una prolongación del Rei-
no Peninsular, aspecto que sin duda es incidente en la política colonizadora 
en la que el azúcar ocupa un papel importante (Martin & Malpica; 1990)
Figura 4: Origen del azúcar.
Fuente: http://www.conazucar.com/origen_azucar.php
Pero pese a que son los españoles los primeros en llegar al nuevo mundo 
no fueron quienes cultivaron la caña de azúcar con propósitos de expan-
sión; Martin y Malpica (1.990) indican que se debe a los portugueses la im-
plantación de la caña cuyo sistema colonial era muy diferente al español, por 
cuanto se adaptó a una economía especulativa de una inmediata ganancia, 
organizando en principio una producción agrícola de exportación, mientras 
que el español se dedicó a la explotación del recurso minero, la agricultura y 
a la satisfacción de las necesidades locales.
De este modo se puede inferir que la llegada de la caña de azúcar a la 
región del Valle del Cauca tiene una incidencia para los conquistadores y 
colonos, que según el referente histórico de Patiño (1976), es el año de 1538 
como fecha de entrada de la caña de azúcar a través del Puerto de Cartagena, 
y para el año de 1540 posteriormente, ingresa por Buenaventura al Valle del 
Rio Cauca. 
Hacia el año de 1560 ya en regiones como Cali, Cartagena, Gachetá y 
Arma, cañamiel; sembríos que se esparcían rápidamente a la par con el creci-
miento poblacional. El también usado de cañaduz se afincó en el viejo huerto 
lingüístico, abreviación de caña dulce, voces éstas que se arraigaron en el 
trópico para distinguirla de la cañagorda o guadua (Ramos, 2005).
Ramos (2005) refiere además sobre la expansión de la caña en el Rei-
no de Nueva Granada en la segunda mitad del siglo XVI, época donde se 
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producía mucha miel, y al entrar el siglo XVII la caña dulce en el Nuevo 
Reino de Granada se había extendido por las diversas comarcas, planicies, 
valles, y ascendido a laderas de colinas.
Es de anotar que dada la popularidad del aguardiente, conlleva al rey 
para el año de 1736, a decretar el estanco mediante el arrendamiento en las 
provincias, el fisco interviene en el entramado cañamelero, centralizando la 
administración, permitiendo más recaudo rentístico y control sobre la estruc-
tura social (Ramos, 2005). 
A finales del siglo XVIII, se habían consolidado las Reales Fábricas de 
Aguardiente bajo el control de la Real Hacienda, predominando la caña criolla 
en las plantaciones, particularmente en Cali la destilación era continua a tra-
vés del año, en un clima donde siempre crecían cañas en sazón (Ramos, 2005).
Para entonces no sólo se había consolidado en el país la cultura del cul-
tivo de la caña de azúcar, sino que también junto al desarrollo cañero se en-
tretejía también un sustrato étnico y social.
A comienzos del siglo XIX, el cultivo de caña se expandió por todo el 
departamento del Valle del Cauca, donde los campesinos en número limita-
do tenían trapiches de tipo artesanal, quienes se beneficiaron de las rentas al 
igual que los hacendados por la producción cañera, siendo este cultivo uno 
de los más importantes renglones rentísticos del Estado, por medio del co-
bro del diezmo sobre la miel y el establecimiento del estanco de aguardiente 
(Ramos: 2005).
Figura 5: Extracción de jugo de la caña, Siglo XVI.
Fuente: http://www.valleonline.org/tikiindex.php?page=El+desarrollo+agropecuario+y+la+ca%C
3%B1a+de+az%C3%BAcar+en+el+Valle+del+Cauca 
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En lo que respecta a los trapiches, Fray Juan de Santa Gertrudis (1994) 
en su obra “Maravillas de la naturaleza”, los describe como: 
“(…) el ingenio de moler caña dulce, para hacer azúcar, que consta de tres palos 
parados redondos a punta de compás, de vara y media de alto, engarzados uno 
con otro con sus dientes al modo de rueda de la matraca;  el de en medio tiene 
su espiga, y con ella engarza la hembra de un timón como en una noria, de los 
cuales tiran caballos o bueyes, y cuanta caña se mete entre los tres, metida por 
este y sacada por el otro, la estruja de tal suerte que sale hecha una hiesca. El 
caldo cae abajo en una canal, y va a dar a una poza donde se recoge. De allí los 
pasan a los fondos de la hornasa, en donde con la candela se cuaja la miel”(p.53). 
Figura 6: Trapiche indígena de la caña de azúcar (acuarela de Edwar Marck, 1844) 
Boletín cultural bibliográfico, Vol. 30, núm. 32, 1993.
Fuente:  https://publicaciones.banrepcultural.org/index.php/boletin_cultural/index
Es resaltable el que para la época, en la Nueva Granada se producía 
mucha miel, la cual tenía uso en los hogares, y gran cantidad de ella se des-
tinaba a la elaboración de la chicha de maíz en regiones con densa población 
indígena, otro que se derivaba de las espumas extraídas a la melaza en her-
vor, del sustraído del  trapiche había una canoa donde se guardaba, y algo 
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se fermentaba a disposición tanto de los peones que cortaban la gramínea 
y atendían las tareas industriales, constituía en ocasiones una porción de la 
paga (Ramos, 2005). 
Estos renglones precedentes, brindan la oportunidad de conocer en el 
espacio del tiempo el surgimiento y el origen del cultivo de caña y de su pro-
ceso lento pero paulatino de desarrollo acentuado en una región del país, y 
además el de identificar la satisfacción de las necesidades originadas en una 
época con un régimen normativo incipiente, que se encaminaba a regular el 
establecimiento de impuestos y tributos que el establecer el régimen de unas 
relaciones sociales que subyacían fruto de ese entramado que se construía, el 
cual tenía en primer orden el poder sobre la tierra y en segundo la subyuga-
ción y el dominio de la fuerza de trabajo. 
Cabe destacar que los términos relativos al cultivo y cosecha de la caña 
de azúcar, como los señala Corrales y Dolores (2012), tiene seis acepciones 
que dependiendo del país donde  se cultive, varia su nombre dado a quien 
realiza la actividad del corte de la caña. 
Las denominaciones cañero, cortero, machaquero, pailero, machetero y 
zafrero, según el diccionario de la Real Lengua Española están reunidos con 
el mismo sentido refiriéndose al cortador de caña.
Figura 7:
Fuente: http://www.trabajoxmitierra.com/blog/  
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Así mismo, dentro del desarrollo de esta actividad, los elementos de 
trabajo utilizados por los obreros del corte de la caña, necesitan de pacoras, 
denominación dada a una especie de machete de un solo filo, pero al cual “le 
rompen filo por el lomo o morro”, para que quede con dos: uno muy fino 
para quitar las hojas y el cogollo, y otro menos fino para cortar la caña (Ins-
tituto Caro y Cuervo, 1963).
El corte manual que desarrollan estos trabajadores es una labor dispen-
diosa que se utiliza todavía en Colombia, por brindar el correcto beneficio 
de la plantación empezando por el corte del tallo a una altura mínima del 
suelo, el descogolle de las hojas verdes y maduras, facilitando la selección 
inicial del material molinable desechando los tallos secos y podridos, para 
finalmente colocar de forma ordenada los tallos para el alce mecanizado y su 
transporte (Giraldo: 2007).
Se puede observar que el inicio del cortador de caña, cuya denomina-
ción se establece como una forma del desarrollo de la actividad a la que se 
dedica, es dado a que el mismo proceso agroindustrial de la caña de azúcar 
requiere la extracción de la planta, donde interviene  una persona con un ele-
mento cortante que permite su extracción desde la tierra, para luego entrar 
en el proceso de alce, posteriormente transportarla, y finalmente llevarla a la 
planta de procesamiento; donde no termina la cadena productiva, dada los 
diversos usos que tiene el producto de esta gramínea. 
Con esta breve reseña histórica, se puede inferir desde la posición como 
producto primario, y sin lugar a especulaciones, que la caña de azúcar es la 
base de esta industria azucarera, por lo tanto para efectos de su procesamien-
to y de las relaciones de trabajo que se gestan en este sector de la producción, 
que parte desde su siembra hasta la cosecha, el cortero de caña juega un 
papel importante dado a que la caña para su procesamiento mismo requiere 
de su extracción desde su área de cultivo, y su posterior proceso de indus-
trialización, procedimiento en el cual tiene una gran  incidencia la mano de 
obra de esta clase de trabajador, al ser la caña el insumo base.
En cuanto al espacio cultivable, la industria de la caña de azúcar se de-
sarrolla a lo largo del Valle del Cauca, por ser esta una región que brinda 
una ventaja geográfica sobre cualquier otro territorio, con una extensión de 
429.000 hectáreas planas, a 1.000 metros sobre el nivel del mar en promedio, 
con una temperatura de 25 grados centígrados con oscilaciones de 12 grados 
entre el día y la noche,  el brillo solar es superior a las seis horas diarias, 
con humedad relativa de 75.6%, y precipitaciones promedio al año de 1.000 
mililitros, catalogada como una de las pocas áreas junto con Hawai, Perú y 
las Islas Mauricio, donde se cultiva caña durante todo el año (CEPAL:2002).
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Esas ventajas brindadas naturalmente por la posición geográfica pri-
vilegiada del Valle Cauca, si bien sirvieron de base para el desarrollo de la 
agroindustria de la caña, con un modelo productivo no desarrollado bajo es-
quemas de la tecnificación, sigue incidiendo de forma tangencial por cuanto 
la mecanización de muchos procesos, hacen que el aumento de la producti-
vidad actualmente sea aún más efectivo.
Sin embargo ese proceso de desarrollo también tiene como óbice una 
clase trabajadora que entrego su fuerza de trabajo para un posterior posicio-
namiento en una actividad que por demás artesanal, prospera, que ocupa un 
renglón importante dentro de la economía nacional.
1.1.1 Los inicios de las relaciones laborales en el sector de la agroindustria de la 
caña de azúcar.
Los anteriores apartes nos conducen a establecer de forma específica ese 
dinamismo económico y social enmarcado en un periodo que necesariamente 
se supeditaba a la voluntad colonizadora de la corona Española, la que dentro 
de ese contexto histórico juega un papel importante; no obstante  paralelo a 
estas circunstancias se erigen otras instituciones que dan origen a las relacio-
nes laborales, donde se puede sustraer con significativa importancia el rol 
que ha jugado durante toda la historia del Valle del Cauca y de Colombia, la 
clase trabajadora, y en lo particular los cortadores y/o corteros de caña.
El énfasis en algunas formas contractuales que surgieron en la época 
permitirá establecer además lo trascendental y representativo de las insti-
tuciones coloniales, e identificar como estas van moldeando las relaciones 
sociales entre los detentadores del poder sobre la tierra, así como el origen 
de una clase obrera que históricamente ha hecho parte del desarrollo de un 
sector de la agroindustria que hoy en día ocupa un renglón importante en la 
economía de nuestro país.
Sin embargo cabe aclarar que los aportes y la aproximación hecha por 
los diferentes autores son la fuente principal para establecer de forma espe-
cificas las diferentes vinculaciones laborales que se gestaron como antesala a 
lo que hoy jurídicamente representa una relación de trabajo.
1.1.2 Las relaciones de trabajo en la colonia.
El término “relación de trabajo” surge a partir de teorías que afirman 
que se erige del tránsito del subjetivismo contractual al objetivismo según 
las realidades fácticas, para proteger el trabajo. No obstante la utilización 
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para la época de la colonia si bien puede resultar anacrónico, por cuanto la 
relación de trabajo es una situación jurídica objetiva cuyo reconocimiento 
es posterior con el advenimiento del positivismo jurídico, aunque por fuera 
de los marcos regulatorios que las reconocen, existían verdaderas formas de 
trabajo que configuraban relaciones de trabajo sin que importe las denomi-
naciones que se les pudiesen dar, en tanto que en todas y cada una de las 
formas que abordan existió siempre una real prestación del servicio de una 
persona a otra.  
Así entonces, se originaron formas de llevar las relaciones de trabajo en 
la América Española, Escobar (2014) refiere a los indios naborías como una 
de estas, quienes eran criados domésticos dentro de un régimen de depen-
dencia. En esta condición los indios gozaban de un mejor trato y su situación 
jurídica era muy superior a la del esclavo. Los naborías fueron reconocidos 
como hombres libres por parte de la corona, la institución fue tolerada cuan-
do se aceptaba por los caciques y las comunidades indígenas. 
Al conocer la Corona el sometimiento a tratos vejatorio a los naborías, 
dictó una real cédula declarando que dichos indios eran libres y que podían 
escoger libremente a sus amos (Escobar: 2014). 
A esta forma se suma los yanaconas, comunidades en la que se adjudi-
caban los indios de por vida a los conquistadores como sirvientes y peones, 
jurídicamente considerados para la época en el mismo rango que los indios 
dados en encomienda, pero la situación no fue diferente dado que el trato fue 
inclusive peor que la de los esclavos, viéndose la Corona en la necesidad de 
establecer que eran indios libres quienes no podían ser obligados a trabajar 
contra su voluntad (Escobar: 2014). 
En el siglo XVII la mano de obra indígena sigue siendo la más numerosa 
e importante para la agricultura y la industria rural, pero la salvedad estaba 
dada en los ingenios azucareros donde la mano de obra negra era predomi-
nante y se prohibió utilizar a los indios en los trapiches e ingenios (Escobar: 
2014). 
En inicios de este siglo aparece el trabajo libre asalariado, de forma secun-
daria y subordinada, pese al intento de la Corona de realizar una transforma-
ción en el alquiler voluntario, y de la libertad de trabajo tendiente a reformar 
los servicios forzosos dictados en 1.609 mediante la Real Cédula, y consecuen-
temente la de 1627, al ser evidentes los abusos cometidos (Escobar: 2014).
Además de lo anterior, Escobar (2014) señala la importancia dada en esta 
época a la libertad laboral, siendo esta una forma de margen y amplitud para 
conseguir mano de obra en el campo aparejada por la libertad contractual 
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laboral que ofrecía, favoreciendo a los hacendados, con un excepcional y 
connotado momento histórico social y laboral.
Sin embargo la prisa de los colonos españoles por acumular riquezas 
hace imprescindible la  disposición de mano de obra para hacer efectiva la 
explotación de los campos y de las minas (Escobar: 2014).
La expansión de la hacienda se ve impulsada por la mano de obra ya 
para el siglo XVIII, en tanto que los grandes propietarios adquirían las tierras 
de las comunidades indígenas, convirtiéndose en un medio eficaz para con-
seguir peones, que al mismo tiempo generaba mano de obra, pero que a la 
vez daba origen a diversas categorías de trabajadores como los ya referidos 
yanaconas, arrendadores, indios de mandamiento y los maquipuras; siendo 
los arrendadores trabajadores eventuales de las haciendas (Escobar: 2014).
La Mita
Dentro de la variedad de formas de las relaciones de trabajo se encuen-
tra la mita como institución anterior a la llegada de los españoles, consistente 
en proveer al Inca un determinado número de servidores denominados mi-
tayos, quienes participaban en el cultivo, reparación de templos y caminos, 
realizando sus labores de forma rotativa por turnos de una a tres semanas 
para luego retornar a sus localidades (Escobar: 2014).
Esta forma se ve como una posibilidad de explotación por parte de los 
españoles, quienes le dieron continuidad y desarrollaron, alcanzando gran 
importancia en los siglos XVI Y XVII, con jornadas que empezaban desde 
la salida del sol hasta el ocaso, con solo una hora de descanso y almuerzo 
(Escobar: 2014). Sin embargo esta forma de relación de trabajo estuvo enca-
minada más hacia la explotación minera. 
La composición étnica de la población colonial originada en el proceso 
de mestizaje del siglo XVIII, permite que la hacienda recurra a nuevas for-
mas contractuales de la fuerza de trabajo, diferente a la indígena o a la escla-
va, motivando en corto tiempo la desaparición de la mita minera y agraria, 
surgiendo el arrendatario y el peonaje agrícola como forma de trabajo libre 
(Zambrano, 1982).
La Encomienda
La institución conocida con el nombre de encomienda como lo refie-
re Padilla, López y González (1977) es una de las formas de relaciones de 
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trabajo que se gestan inicialmente en la época colonial, pero como paralelo 
existía otra forma de trabajo como la de los esclavos indígenas, que eran cap-
turados durante las expediciones conquistadoras y durante las luchas contra 
aborígenes rebeldes y los que se resistieron a la conquista. 
La encomienda no solo facilitaba el tributo indígena sino que permitía 
además la mano de obra para la explotación de las mercedes de tierras, com-
binando los dos más importantes elementos del sistema colonial (Valencia: 
1987).  
El decrecimiento paulatino y alarmante de la población indígena genera 
la necesidad de crear otra forma de relación laboral, utilizándose la figura 
jurídica del “concertado”, que consiste en una forma de contrato de trabajo 
colectivo que se realizaba entre el representante de los concertados, quien 
generalmente era uno de los alcaldes del cabildo, conocido como “protector 
de naturales” y los terratenientes (Valencia: 1987).
Esto quizá evidencia un aspecto significativo en tanto que dada la in-
sipiente regulación laboral permitía una nueva y eficiente explotación de la 
fuerza de trabajo, debido a la intervención de los concertados y los terrate-
nientes, existiendo una efectiva triangulación entre estos dos, los indígenas 
y esclavos.
No obstante aun la escasa regulación existente para la época se puede 
apreciar una organización del trabajo que permitía la disposición efectiva 
de fuerza de trabajo para los diferentes estadios de la colonia, que aunque 
parezca precipitada la afirmación la modalidad implicaba formas de terce-
rización. 
La crisis demográfica llevó a muchas personas a interceder por los nati-
vos, lo que condujo además a cambios en las relaciones laborales, logrando 
que se legislara en favor de los indígenas y se intentara de alguna forma con-
trolar a los encomenderos debido a los conflictos que se presentaron entre 
encomenderos y funcionarios reales representado en el poder que apareja la 
institución de la encomienda (Valencia: 1987). 
Al respecto, Colmenares (1975) refiere sobre el monopolio de los caba-
lleros de la conquista de las grandes extensiones de tierra y la mano de obra 
mediante la encomienda. Pero es dentro de este mismo auge de la figura de 
la encomienda que se suscitan según lo relata Valencia (1991) los enfrenta-
mientos entre el gobernador Belalcázar y los encomenderos, al pretenderse 
por los encomenderos la readjudicación permanente de derechos que dejaba 
a otros sin sus encomiendas.
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El monopolio generó sobre la población indígena abusos hasta el punto 
de su desaparición como comunidad, y como medida la Corona dicto en 1542 
“Las Nuevas Leyes”, bajo presión de los encomenderos para evitar su promul-
gación por ser contraria a sus intereses (Valencia; 1991). 
Frente a este panorama descrito se puede inferir que el desarrollo his-
tórico de la región Vallecaucana no se da de forma lineal en lo que concierne 
a la posesión de tierras y de su explotación. Valencia (1987) refiere cómo los 
conquistadores de Buga, algunos terratenientes y encomenderos, no dedica-
ron sus encomenderos al tributo sino que los adscribieron a sus tierras en un 
régimen de prestación personal, lo que implico el inicio en donde los indios se 
convertían en mano de obra de los encomenderos.
La singularidad de las circunstancias descritas dentro de la época, es que 
el decrecimiento demográfico indígena no se detuvo por la promulgación de 
la leyes dictadas en su momento, lo que obligo a que los encomenderos reem-
plazaran a los indígenas como abastecedores de alimentos a los habitantes de 
las ciudades y de las minas, que además despertó el interés sobre la tierra, pro-
piciando las condiciones económicas representadas en un mercado potencial, 
que abría nuevas posibilidades a la producción agraria (Colmenares, 1997).
Y es sobre este mercado especulativo de la fuerza de trabajo que se erige 
como impulsor de la agroindustria de la caña apoyada en una mano de obra 
asalariada y esclava promoviendo un modelo de explotación de la tierra en la 
que el señor feudo tuvo un papel importante (Martin & Malpica;1992).
Desde este punto de vista se puede afirmar que la práctica de la enco-
miendas evidencia desde los inicios de la agricultura y de las relaciones labo-
rales el dominio del sector privado, convirtiéndose en el sistema de explota-
ción por excelencia de la población indígena en favor de una incipiente pero 
floreciente industria de la caña.
Las Estancias
La consolidación de las estancias como primeras unidades productivas 
coloniales, apareja consigo la decadencia de las encomiendas, pues muchos 
encomendados fueron, vinculados como trabajadores en la naciente agricultu-
ra comercial introducida por los Colonos, y es así como durante el siglo XVII 
la agricultura criolla avanzó con rapidez al producir los suministros alimenti-
cios para la población de las minas y ciudades, mientras que la minería depen-
día cada vez más de la importación de esclavos negros (Kalmanovitz, 1985).
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La definición de las estancias según lo refiere Valencia (1987) no es clara 
debido a la confusión que se presenta entre esta y la hacienda, pero que final-
mente se acepta la definición de hacienda por incluir la estancia globalmente 
al tener en cuenta los aportes realizados por los autores citados por Valencia, 
Eric Wolf y Sidney Mintz.
Colmenares (1979) se refiere a las estancias como una denominación ge-
nérica, que no correspondía a su utilización, por eso al nombrarse la “hacien-
da de trapiche”, es que hay un tipo específico de producción que hace alusión 
a la obtención de mieles y aguardiente de mayor consumo en la minería, di-
versificando la producción de la hacienda.
En ese sentido, Valencia (1987) señala como la explotación de los indios 
encomendados se dio a través del servicio personal en minas y estancias, pre-
dominando esta última institución por su rentabilidad debido al auge comer-
cial en la ciudad de Cali, y que pese a las reglamentaciones permitían a los 
encomenderos obtener el doble de ingresos que con las encomiendas.
Este tipo de unidades productivas evolucionan debido a la concentración 
de la propiedad de la tierra, sin embargo los avances en el desarrollo de este 
sector se debe a la iniciativa individual de familias propietarias latifundistas 
en la región vallecaucana.
Al respecto Mejía y Moncayo (1987) hacen referencia al proceso de transi-
ción de la hacienda al ingenio, ligadas a familias propietarias de tierras como 
los Eder, quienes con una visión más comercial constituyen empresas o com-
pañías representando un cambio significativo en cuanto al manejo y admi-
nistración de sus propiedades, incluyendo la administración del personal del 
hacendado, dando paso a una nueva forma administrativa que implico una 
concepción industrial-capitalista sobre el manejo de la hacienda.
Sin embargo, la hacienda hispanoamericana en análisis de Mörner (1975) 
presenta dificultad en la consecución de información sobre las relaciones la-
borales que se presentaba en las mismas unidades productivas del siglo XIX, 
además señala que el estudio de las instituciones de trabajo en la hacienda es 
extraordinariamente difícil como resultado del carácter verbal de los contra-
tos, y porque los salarios con la mayor frecuencia eran pagados en especie. 
En tal sentido, se hace evidente que la existencia de varias formas del uso 
de la tierra y de la explotación del recurso primario, conlleva a adoptar formas 
contractuales como el arrendamiento, el cual garantizaba al dueño del terreno 
el desmonte de zonas vírgenes y adaptarlas a las siembras de pasto para el 
ganado, lo que produciría un dominio efectivo sobre dichas tierras. 
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Y es apenas lógico porque el recurso más importante para la época es-
taba centrado en la tierra, debido a que no se requería la adopción de ma-
quinaria o tecnología para ser competitivos frente a otros sectores en tanto 
que abundaba como insumo, luego la fuerza de trabajo era un factor cuya 
consecución no representaba mayor dificultad.
En este orden de ideas, existieron otras formas de arrendamientos en las 
que sobresalen elementos como el permiso para ocupar el terreno, el de cul-
tivar solo productos temporales; también prohibiciones como la de sembrar 
productos permanentes, la de ensanchar el terreno cedido y la de construir 
sin previa autorización, y obligaciones como la de pagar el arrendamiento 
en especie o trabajo, forma de arrendamiento precapitalista conocida común-
mente como “terraje”. Además los contratos estipulaban que los terrazgueros 
tenían propiedad sobre lo cultivado, más no sobre la tierra (Zambrano: 1982).
A los arrendatarios se les denominaba Los terrajeros, quienes trabajaban 
permanentemente un pedazo de tierra a cambio del pago de una renta en 
dinero o en especie; su utilización era en cultivos permanentes, como por 
ejemplo en tabaco (Zambrano, 1982).
Por su parte Mejía (1987) describe al arrendatario como aquel que den-
tro de la hacienda tenía una parcela, y pagaba un terraje o renta en especie 
o trabajo, y que generalmente desempeñaba labores de vigilancia, pastoreo, 
vaquería, o de servicio doméstico, terreno dedicado a la vivienda, plantación 
de plátano, árboles frutales, cría de marranos y aves de corral, cuya laborio-
sidad implicaba la mano de obra familiar, modelo que  va aumentando por 
su eficacia hasta ser la mayor fuerza laboral utilizada para la época.
En este orden de ideas, esta modalidad permitía al hacendado disponer 
de la fuerza de trabajo del terrazguero y de su familia, quien además cum-
plía una función de vigilancia y garantía sobre la propiedad que legitimaba 
los derechos del hacendado sobre los territorios (Mejía & Moncayo: 1987).
En igual forma, Zambrano (1982) enfatiza en la situación de reforza-
miento de la modalidad de arrendatarios y aparceros en las haciendas, espe-
cialmente en el Valle del Cauca, la cual aumenta para finales del siglo XVIII.
Sin embargo el panorama para este tipo de arrendatarios no era del todo 
favorable. Esta fuerza de trabajo se ve disminuida como lo señala Mejía y 
Moncayo (1987) debido a la adquisición sistemática de las mejoras por parte 
de la familia Eder, adquiriendo el ejercicio legal pleno de sus propiedades, 
perdiendo el terrazguero la fuente de su sustento, y no implicaba solo este 
aspecto, con la venta de la mejora quedaba desposeído de la vivienda y del 
30 Gustavo Nixon Delacruz Giraldo, Guillermo Velez R., María Fernanda Caballero
fundo que le proporcionaba alimentos a él y su familia. La aparcería se pre-
senta como otro método de hacer frente a la decadente institución de la escla-
vitud y del no desarrollo del trabajo asalariado, dada la exigencia de ambas 
formas de producción a gran escala para su viabilidad rentable; esta forma 
de contratación permitía que el terrateniente no cargase con todo el riesgo 
de la producción compartiéndolo con el colono o aparcero (Zambrano: 1982).
Los Concertados
Por otro lado los concertados, eran personas libres que se empleaban a 
cambio de un salario, utilizados principalmente como jornaleros en labores 
de vaquería, quienes no vivían en las tierras del Señor, coexistían en caseríos 
cercanos o laderas de donde salían a trabajar todos los días a pie o en burros 
de su propiedad y con sus propias herramientas.
Y finalmente se encuentra el Colono, quien se asentaba en la gran propie-
dad a desmontar y sembrar de común acuerdo con el dueño, forma genera-
lizada en el siglo XIX, y permitía ampliar la frontera agraria sin inversión de 
capital por parte del terrateniente (Zambrano: 1982). 
En cuanto a la organización de la producción, Phelan (1980) señala a los 
mayordomos quienes en su estado de analfabetos como sus trabajadores su-
bordinados, recurrían frecuentemente a medidas de fuerza y difícilmente po-
dían acceder a las nociones elementales de la agronomía o la zootecnia ni ser 
agentes de la modernización y de mayor productividad del campo, sin duda 
que esto trajo consigo un retraso en la evolución rápida de este sector, además 
de mantenerse las instituciones anteriores de las relaciones de trabajo. 
Incluso en relatos de Phelan (1980) las haciendas contaban frecuente-
mente con instrumentos de tortura como cepos y otros como forma de casti-
go para los desobedientes, permitiendo al hacendado el abuso del poder so-
bre arrendatario y subordinados quienes no eran sujetos libres, impidiendo 
el establecimiento de formas racionales de trabajo y de la división del mismo. 
Las ambigüedades de los modos de producción e intercambio traído 
por los españoles que se caracteriza por el periodo de transición entre el 
feudalismo y capitalismo mercantil, trajo consigo  avances en las relaciones 
señoriales, pero en la modalidad del peonaje o del jornalero no se presentó 
avances en la primera época, puesto que en partes no se pagaba nada o era 
en especie, dejados a  la voluntad de hacendados y estancieros, en donde los 
pequeños arrendatarios estaban sujetos a pagar en serio los salarios a sus 
trabajadores (Borda: 2009).
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El desarrollo de las relaciones de producción basado en el control y uso 
directo de la tierra, con el fin de fijar la fuerza de trabajo no estimulo formas 
de trabajo rural libre a excepción del arrendamiento con terrajes simples y 
algún peonaje, donde se presentan además relaciones de producción como 
el concierto y la agregación que complementados con la esclavitud constitu-
yeron las formas dominantes de explotación (Borda: 2009).
El peonaje 
Los señalamientos que hace Borda (2009) en lo que respecta al liberalis-
mo capitalista hace evidente el cambio de leyes, encaminadas a extirpar la 
concepción de la economía colonial, las cuales tienen como base los ideales 
de la Revolución Francesa (1.789), y que además buscaba estimular las liber-
tades individuales, la igualdad democrática, el libre comercio y la libre em-
presa, que rompían con la estructura de las formas señoriales y esclavistas.
En los relatos de Escobar (2014) aparece el peonaje como otra de las for-
mas clásicas de la mano de obra, aquí hacendados y terratenientes forzaban 
a los indios a trabajar al hacerles un adelanto en dinero y posteriormente exi-
gir su pago; lo que denota el autoritarismo para mantener una fuerza laboral 
por un lado, y por otro las necesidades de unos trabajadores por superar 
sus necesidades, pero retenidos por sus deudas o créditos posteriores que 
aseguraban que la obligación nunca fuera cancelada, que inclusive posterior 
a la muerte del peón su descendencia heredaba la deuda, y generación tras 
generación la familia indígena estaba obligada a entregar su fuerza de traba-
jo y de permanencia en la hacienda durante toda su vida.
En este mismo sentido Borda (2009) describe al peón con unas caracte-
rísticas de ser una persona acostumbrada a contactos personales e informa-
les, primando la palabra dada, quien no sabe leer y escribir ni hacer cuentas 
como el patrón, ignorante de las leyes y de los precios de los productos de 
los mercados, está sujeto a la voluntad de terratenientes de cepo y látigo, 
quien puede caer en la deuda que lo obliga al trabajo de por vida a él y a sus 
descendientes. 
Mejía & Moncayo (1987) señalan cómo el origen del peonaje obedeció 
a la crisis y estancamiento de la hacienda, y le asigna su desarrollo debido 
a las facilidades paternalistas que le brindaba el hacendado a sus esclavos 
más cercanos, es decir el esclavo doméstico, dedicados en gran número de 
población a las labores domésticas, cuyas características revelan estrechas 
relaciones existentes entre esclavos y la familia del hacendado fruto de la 
convivencia en un escenario común.
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En lo particular del peonaje como una de las formas establecidas para 
constituir las relaciones de trabajo en su momento, Mejía y Moncayo (1987) 
describe que la conservación integra y el trato benevolente por parte del 
hacendado es un rasgo distintivo para con sus más allegados por compartir 
lugares comunes, sin embargo la conversión del esclavo doméstico en peo-
nes, especialmente en capataces y peones de confianza, lo configura la es-
trecha dependencia del peón frente al hacendado, así como el paternalismo 
del hacendado de cara a estos. 
La importancia del peón se hace relevante debido a la descomposición 
de la figura del terrazguero, completando así el grupo de la masa laboral 
utilizada en las haciendas del siglo XIX (Mejía y Moncayo, 1987).
Además de los factores descritos en líneas anteriores de la decadencia 
de la fuerza de trabajo del terrazguero, según Mejía y Moncayo (1987) se 
debió al crecimiento demográfico en pueblos y ciudades de la región valle-
caucana, el cual se establece como factor de incidencia en el ascenso gradual 
del peonaje, permitiendo reemplazar esa fuerza de trabajo, situación que en 
líneas del autor requiere mayor profundidad, puesto que en otros apartes 
de este estudio quedo consignado lo referente a la dificultad en la conse-
cución de evidencia física que permita determinar la constatación de tales 
circunstancias debido al carácter relevante de las relaciones contractuales 
verbales para la época.
Sin embargo es de precisar que en líneas de la obra de Mejía y Moncayo 
(1987), se hace mención al tipo de contrato que suscribe el terrazguero y de 
las obligaciones que contrae con el hacendado de apellido Eder, incluso con 
cláusulas leoninas a favor del terrateniente que limitan al arrendatario, pero 
que no hace alusión a una relación de trabajo propiamente dicha, forma 
contractual encaminada más a determinar el derecho de propiedad sobre la 
tierra que sobre la relaciones de trabajo que se constituían.
Es así como la forma de organización laboral en Colombia representa-
da en la hacienda, caracteriza unas condiciones propias de este periodo, que 
sin embargo marcan la condición del arrendatario, la cual dista de la situa-
ción que vive el esclavo, encarnado básicamente en la posición de libertad 
que detenta el arrendatario, en donde la hacienda además de constituirse 
como la primera unidad de producción, es una institución que permite la 
dominación y control sobre una población campesina (Albán, 2009).
Pero los contrastes de la época no solo son el reflejo de las situaciones 
económicas, sociales y culturales, también permitió el afincamiento del jue-
go de la política basado en la estructura de la dominación hacendataria, en 
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donde la filiación, la participación política, la lealtad entre patrones y traba-
jadores, son determinantes en las relaciones laborales de la colonia (Albán, 
2009).
El sistema de subordinación económica, social, política e ideológica 
ubica al hacendado como jefe político de la población rural, atribuyéndole 
prerrogativas sociales y políticas, fundados en relaciones de dependencia 
paternalista entre los diferentes grupos de la sociedad (Albán, 2009).
Ahora frente a este panorama, en la Nueva Granada y entrada la in-
dependencia, no fue significativa las medidas tomadas por el órgano le-
gislativos, renovando profundamente el orden económico y social interno 
heredado de la colonia, muestra de ello es la continuación de las rentas, y la 
repartición de los resguardos entre los indígenas, conservando las normas 
coloniales de protección de la población indígena pero reiterando el carácter 
de subordinación dentro del orden social, además de no expedirse normas 
para liberar la tierra determinándose una verdadera continuación de la es-
clavitud a través de la llamada “libertad de vientres” (Ocampo,1990).
Zambrano (1982) refiere que como consecuencia gran parte de la po-
blación rural tenía que transformarse en fuerza de trabajo disponible para 
la hacienda, donde por un lado aparecían los terratenientes criollos, las co-
munidades indígenas y demás agregados, y de otro la numerosa población 
desposeída de mestizos y blancos pobres. 
La solución de la corona consistió en convertir a los hacendados crio-
llos en los únicos propietarios posibles, ofreciéndoles el mercado externo 
como alternativa para acumular capital; y a la población desposeída, a la 
que se le impedía el acceso a las tierras libres, fueron convertidos en jornale-
ros o agregados. Se impuso el principio que consideraba la gran propiedad 
individual como el único orden racional y natural (Zambrano, 1982).
Para el año de 1821 el liberalismo económico no afecto a los acapara-
dores de tierra especialmente en donde los generales del ejército libertador 
entran a monopolizar las tierras y se convierten en hacendados, y los indios 
en los resguardos reciben el impacto de la época independentista (Borda, 
2009).
La Ley del 6 de marzo de 1832, reglamentó la forma de parcelar y ti-
tular los resguardos y prohíbe a sus parceleros la venta de sus lotes por 10 
años, política de Estado que duro hasta el siglo XX, donde se da el surgi-
miento de los minifundios que apareja cambios en la estructura tradicional 
agraria (Borda, 2009). 
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No obstante los contrastes que se tejieron alrededor de la posesión de la 
tierra, el periodo de la esclavitud se prolonga hasta el año de 1851,  abolición 
que se presenta medio siglo después de la independencia frente a la corona 
Española, mediante la Ley 21 de mayo de 1851 que se adopta durante el 
gobierno liberal de José Hilario López, y que como lo anota Llanos (1975) 
tal determinación altero con significativo cambio  las relaciones de trabajo 
en las haciendas que desde tiempos coloniales producían con mano de obra 
esclava.
Es evidente además que las medidas adoptadas y del impacto en lo 
relativo a la mano de obra y sobre la tierra, no repercuten de forma signi-
ficativa en el desarrollo comercial; por cuanto la liberación de la mano de 
obra esclava e indígena como lo señala Ocampo (1990), no dio paso a otras 
nuevas formas de organización del trabajo sino a la reproducción de formas 
de dependencia tradicionales o a la búsqueda de independencia mediante 
el colonato o la explotación independiente de las minas. Pero el único modo 
que tenían los terratenientes para obligar a los campesinos a que trabajasen 
para ellos era controlando la tierra; pero los campesinos no dejaban que se 
efectuara ese control (Mina, 1975).
En este mismo sentido Ocampo (1990) enfatiza que el elemento de conti-
nuidad comercial en una sociedad que durante mucho tiempo continuo con 
una economía fundamentalmente agraria, no solo explica el alcance limitado 
del liberalismo decimonónico, sino lo relativo del contexto de una elite lati-
fundista y comerciante en torno al modelo liberal como el que también había 
hecho posible el consenso en torno a la reconstrucción del modelo colonial 
los primeros años de la República.
La Hacienda 
Lo anterior permite sin lugar a especulaciones, el evidenciar la situa-
ción que atravesaron los trabajadores establecidos en las diferentes etapas 
de las relaciones laborales en el Valle del Cauca, primeramente  se explotó 
a las comunidades indígenas hasta el punto de  desaparecerlos de sus terri-
torios, posteriormente los colonizadores habidos de fuerza de trabajo para 
la producción de la tierra, comercializan con mano de obra esclava traída 
del África, lo que nos permite establecer con certeza la diferentes etapas que 
atravesaron los trabajadores de la colonia.
Ahora, el énfasis recogido de los diferentes esbozos consignados de va-
rios de los autores citados, hacen relación a la simbiosis existente entre ad-
quisición y propiedad de tierras, como las relaciones de trabajo, sin que al 
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referirse a estas situaciones implique el apartarse del objetivo central de este 
estudio encontrados en el entramado social que se erigía, por el contrario, 
permite establecer la aproximación a la génesis entretejida y que posible-
mente tenga repercusiones en la actualidad.
Siguiendo este orden de ideas, con el surgimiento de la agroindustria de 
la caña de azúcar, se genera una reforma agraria regresiva, que según Mina 
(1975) dio paso a una economía campesina basada en una estructura demo-
crática de la propiedad de la tierra diseminada en múltiples propietarios, 
para pasar luego a una estructura concentrada de la propiedad territorial, 
que condujo a extremas desigualdades de la riqueza social en la región del 
Valle del Cauca.
Mina (1975) señala que a partir del año 1910 se presenta el desarrollo del 
minifundismo, situación que convierte a algunos en concertados y otros sin 
tierras llegan como desplazados a vivir en pueblos de proletarios. Específica 
el autor, que la contra reforma realizada convirtió a los poblados de esta re-
gión en un inmenso rancho de corteros.
Pero la escena mundial se veía irrumpida por las nuevas fuerzas econó-
micas que impulsaban un cambio en todas las estructuras y que eran prac-
ticadas por los comerciantes europeos y norteamericanos que desde 1860 
formaban una clase en ascenso, con una visión y estrategias diferentes no 
buscaban desarrollar una agricultura basada en las plantaciones y la gran 
hacienda con mano de obra dependiente, se encaminaban más bien a crear 
negocios de importación y de exportación, comprando productos agrícolas a 
campesinos para vender en Europa y Estados Unidos.
Los relatos de Mina (1975) señalan que uno de los comerciantes más 
prósperos de procedencia norteamericana ya referenciado de apellido Eder, 
quien compra para el año de 1864 a Jorge Enrique Isaac la Hacienda La Ma-
nuelita, dedicando sus tierras principalmente a la ganadería y en menor es-
cala al cultivo de caña, fabricación de azúcar y de mieles. Es al mismo Eder, a 
quien se le atribuye además la introducción de nueva maquinaria y métodos 
tecnológicos de extracción del azúcar desplazando la vieja forma artesanal 
de producción colonial (Mejia,1987).
Pero consiguiente a esto estableció la plantación de azúcar más gran-
de en la región del Valle del Cauca, sin embargo los propósitos de este co-
merciante se encaminaban no principalmente a las plantaciones de caña de 
azúcar, sino que también se enfocó al cultivo del café, debido a que no se 
participaba del todo en el mercado internacional, siendo la diversificación de 
cultivos propia de una economía campesina incipiente (Mina, 1975).
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En igual sentido, Zambrano (1982) explica que las reformas borbónicas 
introducen cambios significativos en la propiedad de la tierra en Colombia, 
transformándola en una mercancía a las que tienen acceso los que pueden 
comprar; reforma que además buscaba incentivar la agricultura de expor-
tación, oportunidad que es aprovechada por los terratenientes criollos para 
ampliar aceleradamente sus propiedades, proceso que se extendió a lo largo 
del siglo XIX, y hasta la segunda década del siglo XX.
El efecto social sobre la clase trabajadora debido a la concentración del 
poder sobre la tierra presenta unos matices que hasta el día de hoy se hacen 
evidentes, debido a que la principal actividad en su momento era la agri-
cultura la cual no se proyectaba a gran escala como consecuencia del atraso 
tecnológico centrado en la explotación de la fuerza de trabajo, provocada por 
la concentración desmedida de tierras por parte de los hacendados lo que 
impedía el asentamiento en los baldíos, siendo impulsados necesariamente a 
buscar trabajo en los grandes latifundios ya fuese como terrazgueros, apar-
ceros, arrendatarios, entre otras formas que le permitiera vender su fuerza 
de trabajo (Zambrano, 1982).
El surgimiento de los monocultivos y de la economía azucarera en sus 
fases de crecimiento del precio internacional, no reflejaba los beneficios de la 
bonanza internamente, pero cuando el precio del mercado mundial entraba 
en una etapa de depresión, afectaba no solo el mercado local sino que se 
reflejaba además en la población, y como lo señala Mina (1975) se acentuaba 
más en quienes estaban vinculados en los ingenios azucareros laboralmente, 
disminuyendo drásticamente la contratación de corteros de caña; y termina 
señalando, que esta paradoja sigue vigente hasta hoy, dado a que el mercado 
internacional afecto y sigue afectando negativamente la economía local.
La amalgama de factores descritos va forjando los cimientos del desa-
rrollo de la región vallecaucana. Economía y población son una relación de 
la consecuencia derivada de las transformaciones que se presentan donde, 
en el que los ingenios azucareros juegan un papel importante, al existir una 
simbiosis incuestionable, de hecho marca también una dinámica que afecta 
de alguna forma el entorno, y que en tal sentido como lo indica Mina (1975) 
las vías más importantes en la región del norte del departamento del Cauca, 
conducían a los ingenios azucareros,  debido a la actividad del cultivo de la 
caña, se establecen días de la semana para llevar a cabo los intercambios co-
merciales con mayor intensidad debido a que en lo particular al aproximarse 
el fin de semana, los jornaleros de los ingenios recibían sus salarios.
Posterior a los años cincuenta se presenta un cambió de proporción 
significativa en el paisaje agrario del Valle del Cauca, los propietarios de 
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haciendas convivían con sociedades campesinas que fueron desplazadas, en 
tanto que algunos de los mismos iban configurándose en clase empresarial 
a comienzos del siglo pasado a lo largo del Rio del Valle del Cauca (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2014).
Pero pese a las distintas etapas que se han relatado a lo largo de este 
acápite, el problema del dominio sobre las tierras persistía, puesto que aun 
posterior a la abolición de la esclavitud y después de 1910, hacendados y 
propietarios caucanos y vallecaucanos arremetieron contra las tierras poseí-
das por terrazgueros y parceleros que habían ocupado la zona plana del va-
lle, asentándose preferiblemente en aquellos sitios que en épocas de lluvia 
no eran susceptibles de inundación (Centro Nacional de Memoria Histórica 
–CNMH-: 2014).
Mina (1975) además hace alusión al proceso de transformación y refiere 
a autores como Mejía - Moncayo, Colmenares, y Rojas, entre otros, quienes 
describen de manera precisa el hecho de cómo las familias con tradicional 
trayectoria como hacendados recuperaron sus tierras y nuevos territorios, 
configurando el espacio ocupado en la actualidad por ingenios azucareros 
en el Valle del Cauca. 
Esta es una realidad que se evidencia con los monocultivos de caña de 
azúcar a lo largo y ancho del Valle del Cauca, y que está expuesto a la vista 
de cualquier persona que transite por las tierras que comprenden esta región 
en el occidente colombiano.
De este modo, es pertinente precisar sobre los factores incidentales en la 
evolución de la hacienda, teniendo en cuenta lo trascendental de la institu-
ción que se torna un modelo de producción agrícola y por ser la base sobre 
la que se erigen los ingenios azucareros. 
Al respecto, Colmenares (1979) señala sobre las encomiendas de indios 
a favorecidos, que tuvo una forma antigua que se conoce como hacienda de 
campo y que utilizó en gran parte la mano de obra indígena para la produc-
ción de trigo y maíz. 
Pero Colmenares (1979) además expone que en el siglo XVIII cuando la 
producción de oro aumentó, los dueños de minas compraron enormes exten-
siones de tierra y los dedicaron al levante y engorde de ganados provenien-
tes de otras regiones, este creció en proporción y el número de trabajadores 
así como de herramientas se tornó escaso, la intensificación de la producción 
minera hace necesario un número mayor de trabajadores y el aumento de 
provisiones y recurso del agro. Este paso marca una pauta importante para el 
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surgimiento de la hacienda de trapiche que combinó  la siembra de caña de 
azúcar para la producción de mieles para la ceba de ganado y para el abasto 
de carnes, junto con cultivos de arroz y frijol, enfatizando como particulari-
dad en esta hacienda la mano de obra negra y esclava encargada de todas las 
actividades. 
Sin embargo frente a estas formas productivas y modalidades de tra-
bajo, se puede inferir que existe ya una forma de facilitar la consecución de 
mano de obra, proceso que se establece en la medida que el cambio desde las 
instituciones Reales de la Corona española, la mita al establecerse, tiene una 
especial connotación como medio eficiente en sus inicios un facilitador de la 
disposición de fuerza de trabajo para los fines productivos coloniales. 
1.1.3. Relaciones laborales, Agroindustria de la Caña y cambios en la economía 
mundial.
La vinculación permanente a un mercado mundial hacía necesaria la 
especialización y tecnificación de la producción agraria, lo que significaba 
cambios que implican la tecnificación de los cultivos y el proceso de produc-
ción que tiene como óbice el trapiche se tornaba más complejos, así mismo la 
inserción de nuevos elementos técnicos en la cadena productiva que comien-
za en el cultivo, corte, transporte y proceso de la caña de azúcar, requiere un 
trabajador calificado dada la especialidad requerida para realizar las tareas.
Esto no solo implico cambios a nivel de la tecnificación de la produc-
ción, las organizaciones también presentaron cambios, proyectadas ya como 
empresas capitalistas que permitieran la permanencia en los nuevos escena-
rios se asentaban en el mercado mundial, incidiendo en el decaimiento de 
las economías que en apartes anterior se describieron caracterizadas por la 
propiedad familiar, dando paso a compañías anónimas.
Era necesaria para el comercio la incorporación de dichos cambios, en 
tanto que la tecnología agraria del siglo XVIII, debido a su baja eficacia se 
centraba en la eficiencia de la mano de obra, que debido a la escasez que 
surge por la consecuente reducción de la población dificultó la consecución 
de terrazgueros y arrendatarios (Zambrano:1987).
Sin duda que es determinante el poder sobre la tierra y sobre la emer-
gente clase obrera dedicada al corte de la caña, y se debe precisamente a la 
aparición de la hacienda de trapiche, dada la importancia que en este largo 
período colonial tuvo la producción minera como sustento económico para el 
surgimiento de las actividades de hacienda y de comercio, siendo resaltable 
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la preponderancia de la mano de obra negra esclava (Colmenares 1979).
En este mismo sentido, Friedemann (1976) enfatiza sobre el escaso acce-
so al que tuvo el afrodescendiente a la tierra, cuando aquellos que tuvieron la 
oportunidad de comprar su libertad ocuparon terrenos baldíos que convir-
tieron en parcelas de cultivos, toda vez que  las leyes de abolición de la escla-
vitud, nunca consideraron la concesión de tierra o de herramientas a ningún 
negro, en cuanto lo que hizo fue autorizar la compra estatal de esclavos a 
los dueños de latifundios, haciendas y minas, propiciando el peonaje de los 
afrodescendientes sin tierra que formaron parte del servicio de haciendas y 
minas de los antiguos dueños. 
Friedennman (1976) citando a Rolf Knight (1972) en su análisis de la 
evolución del cultivo de caña, señala que a finales del siglo XIX, la tenencia 
de la tierra en el Valle del Cauca, presentaba en todos sus matices un em-
brollo de litigios, de compras, transferencias y de ocupación de tierras de 
facto. Precisa que en el inicio de los ingenios azucareros para el año de 1890, 
existían 100 afrodescendientes con sus familiares realizando labores en los 
cultivos de caña, peones descendientes de esclavos en las antiguas haciendas 
quienes por varias generaciones vivieron en ellas.
De este modo, solamente unos pocos mantenían una parcela o un solar, 
aunque todos eran originarios de la región. En el decenio de 1970, el proceso 
de monopolio de la tierra, aún de aquella que habían conservado los descen-
dientes de esclavos en los bordes de las haciendas era una característica de la 
nueva agroindustria que ya había sembrado caña en miles de hectáreas en el 
Valle del Cauca (Mina: 1975). 
Ahora en lo que respecta a los ingenios azucareros, Manzini (1954) re-
fiere que para el año de 1938 existían siete ingenios azucareros, en el que el 
porcentaje destinado a la siembra de la caña de azúcar ascendía al 66,9%. Se 
destaca además que la organización gremial de agricultores y ganaderos en 
gremios a comienzos del siglo XX, se debe a esfuerzos familiares o indivi-
duales, y para el año de 1934 se crea La Sociedad de Agricultores del Valle 
del Cauca, con el objeto de promover el desarrollo técnico y profesional de 
sus asociados (CNMH: 2014). 
Es destacable el avance organizacional que surge como consecuencia de 
la necesidad de la búsqueda de la consolidación en el mercado del gremio 
azucarero, pero en lo que respecta a la clase trabajadora del sector azucarero 
no se evidencia de forma alguna la representación de estos frente a la organi-
zación del gremio de la industria azucarera, sin duda la escasa o nula partici-
pación de los corteros de caña da paso a una estructuración sin resistencia de 
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las condiciones de trabajo para este grupo de trabajadores del sector.
Al respecto Friedemann (1976) refiere sobre los capitales, la mecaniza-
ción del ingenio y la ampliación acelerada del territorio, como los factores 
que convertían a estos en extensas plantaciones y el surgimiento de una na-
ciente clase proletaria. Es así como se da la transformación de los ingenios 
con respecto al control de la tierra, dentro del proceso mismo sustituye a la 
tradicional forma de arrendamiento para luego permitir la aparición de con-
tratos de arrendamiento a término fijo para la compraventa de la caña a los 
ingenios, como también el paso de la provisión y el control de la tierra como 
propietarios, al control de la caña de azúcar (Rojas; 1993).
Aunado a esto, se presenta también la tecnificación que lleva implícito 
el concepto de innovación que va junto con el desarrollo económico, que 
finalmente desemboca en mejores resultados de producción, en tanto que la 
problemática que antecedía sobre la tierra, de poder y  dominio, se ve dina-
mizada por una nueva forma de capacidad de producción debido a los me-
dios tecnológicos que se introducen y de la consolidación de mano de obra 
asalariada como paso posterior a las instituciones coloniales.
Se hace evidente como la transición de la vieja hacienda cañera a la in-
dustria moderna se centró en las labores del precultivo y cultivo, posterior-
mente  a la mecanización del transporte, lo que permite un claro deslinde 
entre el campo y la fábrica, consolidando la producción agroindustrial, en un 
trayecto relativamente corto de la década de 1970 (CNMH: 2014).
Los cambios no solo se debían de realizar en los proceso de cultivo y de 
los medios tecnológicos de producción, esto acarrea siempre la necesidad del 
cambio en todos los procesos que son incidentes finalmente en el propósito 
productivo de la caña de azúcar, implicando también un cambio lento pero 
paulatino de la mecanización de la actividad del corte y alce de la caña.
La organización del sector azucarero para el año de 1977, implico tam-
bién la constitución del Centro de Investigaciones de la Caña de Azúcar de 
Colombia (CENICAÑA), y la Asociación Colombiana de Técnicos de la Caña 
de Azúcar (TECNICAÑA), con el objeto de unificar esfuerzos, transmitir in-
formación y centralizar recursos en la tecnificación del proceso productivo, 
atendiendo a las recomendaciones de la Mision Chardon, para el mejora-
miento de la densidad dela siembra y del riego por gravedad (CNMH: 2014).
La modernización de las labores en todos los procesos que involucra la 
producción de azúcares, necesariamente deja visualizar, como pese a los nive-
les que actualmente se maneja en la agroindustria de la caña, en especialmente 
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el corte de la gramínea es uno de ellos, el cual debe estar presente como proce-
so productivo, como producto base del cual se extraen los azucares.
Es evidente que la relación existente entre la posesión de la tierra   con-
forme las referencias citadas, y la caña de azúcar tuvo una importancia de-
cisiva en el devenir histórico en la región del Valle del Cauca, los cambios 
estructurales acaecidos tras la incorporación de la colonia aparejaron la im-
plantación de nuevos modelos socio-económicos cuyos antecedentes encon-
tramos decisivos en el desarrollo no solo de la agroindustria de la caña de 
azúcar sino que también determina el rumbo social y porque no jurídico de 
la naciente República de colombiana.
Además que el cultivo de la caña de azúcar para que sea viable y genere 
rentabilidad es necesario tener en cuenta una serie de condicionamientos tan-
to físicos como humanos: superficie, producción, ingenios y personal, junto a 
una reserva forestal, disponibilidad de agua y condiciones de suelo y clima, 
los propios condicionantes físicos es uno de los primeros aspectos a tener en 
cuenta, pues se establece como una diferencia sustancial en el territorio del 
Valle del Cauca, pero sobre todo en el elemento humano donde podemos ve-
rificar significativas divergencias tanto cuantitativas como cualitativas.
El surgimiento de nueva legislación en las diferentes ramas del derecho 
y el capital mercantil, serán así mismo elementos básicos en este complejo 
proceso, pues en términos generales la economía azucarera vallecaucana fue 
una empresa elitista, no en vano desde el inicio, las mejores tierras, y en ma-
yor volumen se dedicaron al cultivo de la caña de azúcar.
La estructura socio-económica estaría definida por tres elementos como 
lo son la  tierra, el poder y el trabajo; particularmente la primera que sus con-
diciones naturales eran aptas para el cultivo de caña de azúcar, con las carac-
terísticas bioclimáticas adecuadas, sin olvidar que la fabricación de azúcar 
se veía limitada por la situación y ciclo vegetativo de la planta, y también, 
que la aceleración en el proceso de fabricación iba estrechamente unido a 
las modificaciones e innovaciones tecnológicas, con un importante proceso 
de adaptación a las fuentes de energía disponibles y a las técnicas pero que 
tenían como base una fuerza de trabajo.
No cabe duda que la caña de azúcar es determinante para el surgimien-
to de una sociedad que se asentó en los territorios del Valle del Cauca, y pue-
de decirse que incide directamente en la organización social de esta región.
Resulta relevante el establecer como la mano de obra no estaba confor-
mada por grupos de trabajadores asalariados que en determinadas épocas 
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acudían a las plantaciones de las haciendas y de los ingenios, todo lo contra-
rio persistía un aumento de la esclavitud en sus comienzos particularmente 
en el siglo XVI.
La presencia dual entre caña de azúcar y esclavos, al igual que en otras 
latitudes de nuestro continente, refleja en el cultivo de esta planta una prio-
ridad que no supone la relación entre clase trabajadora y la caña de azúcar.
En lo que respecta a la población indígena, podemos inferir que pese 
a la escasa información de su participación de esta actividad económica, 
inicialmente se enmarcan dentro del grupo de esclavos y otros en el de asa-
lariados.
Dentro del ingenio coexistía una  organización social que conformaban 
una minoría selecta para el cultivo y otra en los ingenios, el primero permite 
la diferenciación del factor humano dentro de las plantaciones, el segun-
do refleja la identificación de grupos sociales que subyacen alrededor de la 
agroindustria cañera en la región del Valle del Cauca, expresados en per-
sonal cualificado, trabajadores asalariados y esclavos, quienes intervenían 
dentro del proceso productivo, que va desde el cultivo, el corte, la molienda, 
hasta la obtención del producto final de los azucares y sus derivados.
1.1.4. Políticas Económicas y Desarrollo del Sector Agroindustrial de la Caña de 
Azúcar. 
Hosbawm (1974) señala el siglo XIX, como el surgimiento de la legisla-
ción laboral, como consecuencia del ascenso de la clase trabajadora, y que 
hija de la revolución industrial además trae consigo la liberación de sus 
cadenas al poder productivo de las sociedades humanas.
Es por esto que el fortalecimiento de la lucha obrera a finales del siglo 
XIX, se presenta debido a las condiciones deplorables y de insalubridad a 
que eran sometidos los trabajadores, lo que también impulsa iniciativas le-
gislativas a favor de estos.  El trabajo infantil, las jornadas excesivas y los 
salarios en especie valorados por los patronos, fueron problemas sentidos 
y detonantes de los levantamientos obreros en Gran Bretaña, Francia y Ale-
mania.
En relación a los cambios y los efectos que sufría la sociedad del en-
tonces, deja entre ver un momento en el que de alguna forma permeaba 
las tendencias económicas que se gestaban como fruto de las revoluciones 
que de hecho no se daban solamente en el campo del reconocimiento de los 
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derechos de las personas, lo que además implicaba primeramente cambios 
en las relaciones del comercio, ritmo al que no podía ser ajeno nuestro país 
y que sin duda implicaba una organización diferente no solo en las formas 
de explotación de la tierra y que también deja evidenciado cambios en las 
relaciones de trabajo de la época.
En tal sentido, las nuevas formas condicionadas por el naciente capita-
lismo industrial, lleva a definir todo como mercancía en el mundo sujeto a la 
libertad de la oferta y la demanda, contra el que debía luchar la herencia de 
la colonia (Borda: 2009).
Claramente desde el punto de vista económico ya se observa una clara 
ventaja de la organización de la producción de la caña de azúcar, pero con-
viene entonces precisar si desde el punto de vista de la mano de obra a utili-
zar y en especial cuando nos referimos al renglón de la producción en el que 
interviene el cortero de caña, también permita visualizar desde el punto de 
vista de la producción económica, una ventaja que contribuya al desarrollo 
productivo de estas empresas y que en razón a este el sector de trabajadores 
del corte de la caña haya sufrido desde antaño los condicionamientos como 
fuerza laboral confinada a la exigencias de sus derechos y a la exclusión que 
determinase su lucha obrera.
1.2  Agroindustria de la caña en el Valle del Cauca y 
Revolución industrial
El énfasis sobre aspectos que fueron cruciales y que incidieron en el de-
sarrollo social e industrial de la caña de azúcar ya establecidos en anteriores 
renglones, hacen posible considerar el establecer un enfoque global de la 
forma en que los mercados, los países y las organizaciones se ven abocados 
a los cambios que implican unos modelos de desarrollo económico, pero que 
superados los estadios como el de la esclavitud, y que pese a su abolición, 
no muestra avances en las instituciones laborales; al contrario, las organi-
zaciones empresariales toman mayor auge y se consolidan dando paso al 
asentamiento del cultivo de la caña y la producción de azúcar a gran escala.
La identificación de las diferentes etapas de la implementación de los 
modelos económicos, permite también identificar las formas de relaciones 
laborales que se entretejen en las empresas, siendo necesario hacer énfasis 
sin profundidad de estas formas de producción, toda vez que son incidentes 
en los modelos organizacionales empresariales y de cómo estos afectan los 
intereses de una clase trabajadora que se traduce en determinadas formas de 
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las relaciones de trabajo.
En efecto desde las postrimeras de la antigüedad en Grecia, Roma entre 
otros, se sentó como base de la producción el emplear mano de obra esclava, 
sin embargo pese a que ya en la alta edad media existía otra forma de pro-
ducción como lo llama Marx, haciendo alusión a los diferentes periodos en 
que se llevó a cabo los diferentes sistemas como base de la producción, se 
tornan determinantes a la hora de establecer las relaciones sociales que se 
entretejen y por su puesto las relaciones de trabajo que le subyacen.
Ahora bien, como el objetivo central es identificar como los sistemas 
de producción moldean las relaciones sociales y de trabajo en la región va-
llecaucana, en lo particular, la mano de obra esclava en la antigüedad tiene 
unas característica, debido a que la provisión de esta se daba a través del que 
quedaba prisionero en la batalla o que su condición de esclavo la heredase, o 
porque al incumplir una obligación, su condición de deudor lo hacía quedar 
supeditado a su acreedor como amo.
Es entonces que para la época de la colonia la esclavitud tiene un matiz 
racial característico que de otra índole, pues indios y negros particularmente 
tenían esta condición; los primeros, víctimas de la colonización que tienen 
como punto de partida el descubrimiento de América en 1492, y los segun-
dos debido al comercio y la discriminación racial impulsada desde Europa, 
apartes ya descritos que permitieron identificar las relaciones de trabajo de 
la época.
Ésta institución pese a tener rasgos característicos en cada momento his-
tórico, el efecto no era otro diferente que el tener disponible una fuerza de 
trabajo cuyo valor representase el máximo de productividad para el amo, 
señor, hacendado o propietario.
Así las cosas, la etapa de desarrollo económico y político de nuestro 
país tiene un contexto particular, por lo que conviene hacer énfasis en este 
aspecto de la economía, de acuerdo a las diferentes hipótesis planteadas por 
los autores que en este aparte se citaron como elementales para desentrañar 
lo determinante de las políticas económicas que desembocan en el rumbo de 
las relaciones económicas y de paso las relaciones de trabajo.
La legislación indiana, que más adelante se citara específicamente, es en 
sí misma un compendio que configura obligatoriamente el trabajo forzado 
de indios y esclavos, y a la vez sede en espacios al regocijar los intereses eco-
nómicos, en tanto que procuraba la conservación de la mano de obra como 
fuerza esencial de la producción agrícola y minera, pero que finalmente 
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configuraba una buena intención atrapada por los intereses económicos co-
loniales, que no permitió la libertad temprana de indios y esclavos.
Lo anterior se evidencia en las reformas económicas y sociales en los ini-
cios de la República, introducidas a partir del Congreso de Cúcuta en 1821, 
en un intento por suprimir las instituciones coloniales, pese a que estuvo 
encaminado a suprimir los impuestos coloniales simplificando el sistema tri-
butario, pero a la vez se decretó la repartición de resguardos conservando 
las normas coloniales sobre la población indígena (Ocampo:1990). En este 
orden de ideas, desde de la colonia, había una preocupación por el desarrollo 
económico. 
Rodríguez (1989) señala a Antonio de Narváez y La Torre, José Ignacio 
de Pombo y Pedro Fermín Vargas, quienes en reflexión sobre la situación 
económica de la época, rinden un informe para el año de 1778, el cual es 
presentado como discurso para el año de 1805, enmarcado dentro de la con-
veniencia de permitir el libre comercio.
La propuesta se centra en este aspecto debido a la ausencia de la acumu-
lación de capital y lo cerrado del mercado, que tenía como única alternativa 
la libertad de comercio (Rodríguez, 1989). 
Ahora bien, relacionadas las causas que fomentaron la esclavitud debi-
do al déficit demográfico que se presentó, es destacable la importancia del 
informe económico de la época rendido por los señores Antonio de Narváez 
y La Torre, José Ignacio de Pombo y Pedro Fermín Vargas, que también inclu-
ye aspectos laborales al hacer énfasis en la población que representa la fuerza 
de trabajo, y que en líneas dice:
“(...) las tierras por sí solas, por inmensas, ricas, y fértiles que sean nada valen, 
si no se cultivan y aprovecha su fertilidad, y riqueza haciéndolas producir y 
esto es claro que no puede hacerse sin un número de hombres proporcionado a 
su extensión, y bondad, que las trabajen (. ..) (Rodríguez, 1989; p. 13)”
Este autor se refiere a una de las formas en que se daría solución al dé-
ficit poblacional, aspecto resaltado en otros renglones, por la ventaja que re-
presentaba la mano de obra esclava, política que se llevaría a la practica con 
la traída de un número considerable de esclavos como estímulo al incremen-
to de la productividad en las colonias, aspecto que merece la transcripción 
de otro de los apartes a los que hace el autor sobre la mano de obra esclava, 
al recalcar que “(…) porque solo con ellos es que se trabajan todas las hacien-
das y se cultivan los frutos de exportación y aun los del propio consumo” 
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(Rodríguez, 1989, p. 13).
De alguna forma lo enfático de la transcripción, deja entrever que la 
necesidad de la mano de obra era una prioridad, debido a lo incipiente de 
la economía basada en una particular forma de explotación de una fuerza 
de trabajo.
Pero además, los cambios introducidos en la política económica tienen 
también momentos trascendentales de la vida política de nuestro país, esto 
es teniendo en cuenta la relación estrecha que puede existir al utilizar el tér-
mino política económica entendida como herramienta de control y orden de 
un gobierno, y claro está de su relación con la disciplina de la economía.
Las instituciones jurídicas que surgieron a lo largo de la colonia y de 
los diferentes medios para hacer efectiva la explotación de la mano de obra, 
no se refleja propiamente en dar al esclavo indio o negro, potestades de un 
amparo propiamente dirigido a gozar de su libertad, si bien esta se dio en 
una etapa tardía, es evidente que la conservación de las formas coloniales 
de libertad de trabajo tuvo un efecto económico y también sobre el reconoci-
miento de los derechos de las comunidades que hicieron parte de la fuerza 
laborales en esa época.
En efecto, autores ya citados hicieron énfasis en el retraso tecnológico 
en el que se vio subsumido nuestro país por razones de la falta de una po-
lítica económica clara, debido a que las concepciones económicas del libre 
cambio no se tradujeron en el desarrollo económico que fueron afectados 
parcialmente, los cuales siguieron en sus dinámicas propias esencialmente 
económicas (Ocampo:1990). 
En tal sentido el impacto de las medidas tomadas en torno a la mano de 
obra y la tierra y su incidencia en el desarrollo comercial, tal y como lo se-
ñala Ocampo (1990) es insignificante, debido a que la liberación de la mano 
de obra esclava no permitió el ascenso a nuevas formas de organización del 
trabajo, por el contrario fomentó la proliferación de las formas de dependen-
cia tradicionales o de independencia mediante el colonato o la explotación 
independiente de minas, y sin que implique esto que indígenas y esclavos 
hayan desempeñado un rol importante secundario en la provisión de mano 
de obra del sector exportador en la etapa de expansión.
Sin embargo las corrientes de pensamiento respecto del libre comercio 
no es algo que se geste en una sociedad en construcción y cuyas instituciones 
son dependientes de la corona, lo que pudo determinar en algún momento el 
rumbo del desarrollo económico y del surgimiento temprano de formas de 
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trabajo asalariado e impulsar una lucha de la clase obrera emergente.
Por lo tanto, conviene hacer énfasis en lo que respecta al surgimiento de 
los derechos individuales y la incidencia de las políticas de libre mercado, 
adoptadas en un momento en aquellas economías que habían marcado un 
rumbo dinámico económico, político y social.
Es así como el pensamiento liberal impulsa esa generación de derechos 
humanos que se cristalizan en los derechos individuales, de participación 
política, de garantías procesales y del derecho de propiedad, que genera ade-
más una ruptura social que deja la posibilidad a los individuos de institucio-
nalizar un nuevo orden y hacer parte de la estructura social.
Es entonces la revolución francesa (1789) alentada por la revolución 
americana casi una década atrás (1776), la puerta de entrada a la contem-
poraneidad, que enmarca la ruptura de las instituciones feudales caracteri-
zadas por las rígidas limitaciones estamentales que elevaba la categoría del 
señorío como forma propia de las relaciones sociales, que se arraigó en la 
América colonial hasta entrada la independencia de sus regiones.
Sin embargo la relación existente entre revolución francesa y revolución 
industrial, tiene en común el ascenso de una clase burguesa cuyo cumulo de 
riqueza fruto del desarrollo industrial no hallaba todavía una representación 
política, y que finalmente se logra con el establecimiento de las monarquías 
constitucionales y el reconocimiento de los derechos individuales.  
En consecuencia, el advenimiento de la revolución industrial que en-
cuentra en Smith, uno de sus defensores de la corriente del liberalismo eco-
nómico, que recoge en sus primicias, en cuanto que el orden natural de las 
fuerzas económicas dejadas a su libertad, solo sujetas a las reglas que natu-
ralmente estas se impongan, con una mínima intervención del Estado, que 
finalmente no solo determina el rumbo de una política económica, sino tam-
bién el de toda la estructura social y jurídica.
Por supuesto que este no es el punto relevante, pero desde sus inicios 
el libre cambio no ofreció las condiciones favorables a una clase trabajadora 
que surgía a raíz de los cambios en la modernización en las fábricas textile-
ras de Inglaterra. El auge industrial en Europa no solo tuvo los procesos de 
industrialización como único referente histórico en el desarrollo económico, 
también genero un cambio social que a la vez propiciaba la migración del 
campo a la ciudad de grupos de personas en busca de oportunidades. (Ca-
ballero, Montoya y Delacruz, 2018a)
Desde estas apreciaciones, cabe aclarar que el paralelismo entre la 
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América colonial y el desarrollo y evolución del proceso económico y jurídico 
europeo, no se da al unísono. En lo que respecta a nuestro país después del 
análisis histórico realizado, no significo en mucho la adopción de la políticas 
económicas de libre comercio para la clase trabajadora, pese a la independen-
cia y llegada de la modernización pausada a finales del siglo XIX, la forma 
de explotar el campo, y por conformar la agricultura la base de la economía 
en ese momento, no era del todo claro el panorama económico y presentaba 
dificultades debido a la escasez de capitales, a las obsoletas formas de pro-
ducción, al control de calidad y los altos precios en el transporte, provocando 
además que los productos fueran poco competitivos (Archila: 2010), en un 
mercado con tendencias mundiales exigente para las mercancías exportables.
Si bien el campo económico en la Europa del siglo XVIII y XIX, refleja-
ba un panorama evolutivo rápido, lo es también el que la clase trabajadora 
experimentaba los cambios como consecuencia de los nuevos métodos de 
producción, que no solo los exponía a situaciones de desempleo sino que 
los exponía a situaciones laborales deplorables, que los impulso a las luchas, 
desembocando en lo que algunos historiadores denominan como las revolu-
ciones obreras.
Las revoluciones obreras son consecuencia de la explotación industrial, 
que a la vez se traduce en factor de connotación social, cuyo cumulo de situa-
ciones desfavorables, impulso a la exigencia de la clase trabajadora de mejo-
res condiciones tanto salariales como higiénicas en las empresas (Caballero, 
Nieto, Giraldo, Bedoya y Medina, 2015).
No obstante esto es el reflejo de una sociedad que en forma temprana 
inicio un proceso de industrialización, pero cuyo avance implicó la evolu-
ción también de una clase trabajadora más especializada, ya no dependiente 
de una economía familiar o de subsistencia basada en el uso de la tierra.
De modo tal que el modelo económico en nuestro país y en Latinoamé-
rica, no tuvo un proceso evolutivo igual que en los países centrales de Euro-
pa donde se desenvolvió la revolución industrial. 
Este panorama no le era indiferente a la agroindustria de la caña de 
azúcar, los informes que registran los diferentes estudios, arrojan una crisis 
en determinados periodos anteriores al siglo XX y en inicios del mismo. Esto 
se debía a la poca competitividad en los precios del mercado del azúcar y a 
la dinámica de la expansión de la agroindustria marcada por la lentitud en la 
incorporación de nuevos procesos productivos.
Aunado a estos factores existe el político. Es característico del siglo XIX 
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la desenfrenada lucha de los partidos políticos por estar en el poder y la 
inmersión de una sociedad a media estructura en guerras civiles que no per-
mitían un consenso definitivo, que involucraba incluso a otros sectores como 
lo señala Archila (2010) motivados por conflictos que se relacionaban con el 
Estado – Iglesia, proteccionismo o librecambio, federalismo o centralismo, 
además de los enfrentamientos regionales al interior. 
Pero la adopción de las políticas librecambistas no representó necesaria-
mente el desarrollo de una industria nacional, lo que pudo desembocar en 
una situación o efecto contrario que puede verse reflejada en una población 
o un sector de la población que se dedica a una actividad (Caballero et al., 
2015).
Tales apreciaciones, permiten inferir además que la actividad que se 
realice como empresario, requiere necesariamente la prestación del servicio 
del trabajador, el cual desempeña un rol dentro de la actividad de la empre-
sa, sea del sector primario, secundario o terciario, y para el caso identifica-
do específicamente el del trabajador dedicado al corte de la caña de azúcar, 
este cumple una función que se puede considerar importante dentro de esa 
misma cadena productiva, pero que también si pudo verse afectado por la 
políticas económicas que fueron implementadas tanto en la colonia y poste-
riormente en la independencia, hasta la actualidad. 
Al respecto Ocampo (1990) señala que a mediados del siglo XIX, se dio 
la decadencia del artesanado como resultado de la política económica, y ci-
tando a Mc Greveey quien cuantifico que a mediados del siglo XIX dejaron 
desempleados a 100.000 artesanos. Por otro lado, este mismo autor citando 
a Miguel Urrutia enfatiza sobre los cambios incorporados por la burguesía 
liberal, como la base para una revolución liberal en Colombia, pero que tiem-
po después creo una desigualdad creciente que redujo el nivel de vida de 
una clase artesanal independiente así como la de los trabajadores agrícolas.
Por supuesto que estos cambios tal y como lo refirió el citado autor, afec-
to a una clase trabajadora agrícola, al ser la agricultura la base de la economía 
a finales del siglo XIX y a lo largo del siglo XX, lo que perjudico entonces a 
una actividad como la producción de azúcar, y por ende afectaría a un sector 
de la población dedicado al corte de la caña, como uno de los eslabones del 
proceso de extracción del azúcar.
Así desde estas perspectivas, la historia muestra que la ampliación de 
la economía y de mercado, no solo se orienta a sí mismo sino que también 
impulsa el comportamiento de los sujetos sociales, reflejando una incidencia 
en las relaciones de trabajo que se erigían producto de las transformaciones 
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y los ritmos que imponía, no solo en centros urbanos en proceso de indus-
trialización, sino que también tenía sus efectos en el campo, por cuanto este 
sector posteriormente se vería afectado por los cambios en los procesos pro-
ductivos y organizacionales. 
No obstante el paulatino desarrollo económico y los cambios en las 
formas de producción de la industria de la caña, los avances en materia de 
seguridad social en la colonia y la etapa posterior a la independencia se en-
cuentra en una etapa incipiente y fuera del alcance protector para una clase 
trabajadora como el cortero de caña. 
1.2.1 Dinamismo económico y el cortero de caña como fuerza laboral
La diacrónica evolución en cuanto a la fuerza de trabajo que interviene 
en el proceso de obtención del azúcar, tiene en sus inicios como el probable 
y principal elemento de crecimiento del proceso agroindustrial azucarero y 
concordante con el aumento de la producción, por el obvio abaratamiento 
de los costos que aseguraban el aumento de los beneficios a los propietario 
de los ingenios.
Es entonces que cultivos de caña y mano de obra esclava están asocia-
dos en las regiones donde el cultivo y sus derivados se convirtieron en el 
principal producto de exportación, constituyéndose como mano de obra en 
un aporte importante de los ingenios a finales del siglo XIX y las décadas 
iniciales del siglo XX.
En su conjunto, las economías se basan en procesos productivos que 
tienen dentro de sus esquemas la fuerza laboral, enmarcados dentro de los 
tres sectores económicos que en cualquier país se establecen como motor de 
desarrollo, en tanto el sector primario es el encargado de la producción y ex-
tracción de materia prima y de alimentos, el secundario el cual se encarga de 
la manufacturación y transformación de la materia como bienes de consumo, 
y el terciario dedicado a la comercialización y venta de bienes y servicios. 
No obstante, este es uno de los factores a considerar si se estima que las 
economías de los países se transforman para dar paso a los esquemas, que 
se van consolidando como política de Estado. El resultado puede determinar 
el rumbo de las fuerzas económicas e incidir directamente en la estructura 
social que finalmente desemboca en las relaciones de una clase empresarial 
frente a una clase trabajadora.
En efecto, Alban (2009) hace referencia a la transformación hacia las 
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primeras formas capitalistas de trabajo en Colombia, las que aparecen para 
la segunda década del siglo XX, manifestándose las primeras generaciones y 
organizaciones obreras, consecuentemente con la constitución de las prime-
ras industrias nacionales en la tercera década del mismo siglo.
De tal modo que los cambios suscitados por la consolidación del capita-
lismo, prometían una transformación de las relaciones sociales y de trabajo, 
pero no podría decirse que tal efecto se producía de similar forma en la ciu-
dad como en el campo, en tanto que la población más alejada de los centros 
urbanos, tales reformas capitalistas no se consolidaron, y por el contrario 
persistían aun los esquemas laborales esclavistas (Alban: 2009).
Estas líneas tienen sentido en tanto que la hacienda como modelo pro-
ductivo agrícola, se ubica en la zona rural, debido a lo extensión de tierras 
que comprende. Por lo tanto cobra validez los señalamientos de Mejía & 
Moncayo (1987) al referirse al peonaje y al arrendatario como la fuerza de 
trabajo utilizada desde mediados del siglo XIX e inicios del siglo XX, siendo 
el sistema de peonaje el más apropiado para el tipo de hacienda agrícola.
En  consecuencia la población que conforma el tipo de trabajador dedi-
cado al corte de la caña no es propiamente el trabajador de la zona urbana de 
las grandes ciudades, al contrario este emerge de las comunidades o pobla-
ciones pequeñas que se establecieron a lo largo del Valle geográfico del Rio 
Cauca, o en su defecto de aquellos que luchaban por mantener sus pequeñas 
parcelas como medio de sustento quien al no tener otra opción entrega su 
fuerza laboral a los hacendados o ingenios.
Estas consideraciones las resalta Restrepo (1975) que en estudios reali-
zados en su momento avizora el alto porcentaje de trabajadores dedicados al 
corte de la caña vinculada a la clase campesina pobre, la cual en la actualidad 
conserva rasgos de ella.
En lo que respecta a la consolidación de una clase obrera propiamente 
asalariada en Colombia, es pertinente reseñar que el proceso de industria-
lización en nuestro país se presentó ya para la tercera década del siglo XX, 
periodo señalado por varios estudiosos, entre ellos Archila (2010), que prác-
ticamente coincide con la evolución y modernización del ingenio azucarero 
y con el auge de esta industria.
Pero en lo sucesivo, las instituciones coloniales aun entrada la moder-
nización en la economía colombiana y especialmente en la agroindustria de 
la caña, es evidente también como lo resalta Archila (2010), el trabajador se 
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afianza a paternalismos al utilizar maniobras que afianzaban la economía 
familiar e informal, preservando el acceso a la tierra y los pequeños talleres o 
negocios, lo que implicaba una resistencia a la proletarización. 
Esta posición tiene sentido, puesto que se hace evidente y permite re-
saltar el hecho, de que al ser lento el proceso de proletarización, implica ade-
más, no solo la posibilidad de reconocerse a sí mismo como clase obrera, sino 
que además se excluye de la participación en escenarios que permitiesen 
lograr tempranamente espacios a través de organizaciones obreras represen-
tativas de una clase trabajadora (Archila, 2010).
Dentro de la particularidad de las circunstancias en que se desenvolvió 
el surgimiento de una clase trabajadora, siendo necesario destacar nueva-
mente los motivos que llevan a esos trabajadores a consolidarse como prole-
tarios, por cuanto los aportes de Archila (2010), son quizá contundentes a la 
hora de tratar de identificar las circunstancias de tipo social como una de las 
causas que atravesaron en determinado momento los trabajadores en gene-
ral, lo que no represento una proletización completa y definitiva.
Este aspecto se debe de entender desde la posición también económica 
y política, además es claro que no se refiere a una clase de trabajador en es-
pecial como el cortero de caña, pero en últimas este es un panorama que se 
generalizó en las primeras décadas del siglo XX, al entrar con más fuerza el 
impulso industrial y el auge urbanizador. 
Consecuentemente, Archila (2010) además se refiere a las décadas entre 
1910 a 1945, como los periodos en el cual surge la clase obrera, no obstante la 
resistencia que ofrecían al entregarse a una economía familiar y consistente 
en el cultivo de huertas caseras, cría de animales domésticos que les permitía 
proporcionarse alimentos básicos.
Por otro lado Mina (1975) resalta el hecho de que si bien fluyó el capital 
en estas décadas iniciales del siglo XX, también lo era que el crecimiento de 
una población proveería una fuerza de trabajo sin tierras o con escaso acceso 
a ella, teniendo que dejar la condición de campesino y convertirse en peones. 
Este aspecto es crucial y se acompasa en la actualidad con las aprecia-
ciones que Uribe (2013) señala al enfatizar sobre el colono despojado y ex-
pulsado por el bloque social dominante – incluyendo narcotraficantes- que 
no propugnan la integración nacional, por el contrario, el factor abundante 
que es la tierra, convertido en un factor artificialmente escaso, genera un ex-
cedente de población como garantía de una remuneración baja.
Este es el punto quizá que refuerza la tesis del surgimiento de lo que 
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podría ser una clase de trabajador rural que alejado de los centros urbanos 
no tiene la posibilidad de llegar a una especialización de sus actividades, 
pues si se tiene en cuenta los estudios de Archila (2010) toma como referentes 
solo los centros urbanos, especialmente a Bogotá, Barrancabermeja, Barran-
quilla y Medellín, es debido a la pujante economía textil, portuaria y petro-
lera impulsada entre las décadas de 1920, 1930 y 1940, y  la concentración de 
un número considerable de trabajadores en estas ciudades, y que claramente 
no involucra a los trabajadores del sector rural. 
En otros apartes consignados por Archila (2010) se hacen evidentes los 
altos porcentajes que se encontraban en el sector rural y la participación de 
un porcentaje menor de trabajadores en el sindicalismo, además resalta de 
estos últimos el sentimiento que las luchas y gestas populares de la clase 
obrera los hacía verse radicalmente diferentes a otros sectores, pues estos 
hacían énfasis a que ya no eran siervos y esclavos, lo que los hacía sentirse 
en mejores condiciones que sus antepasados rurales. En este mismo sentido 
Sánchez (2007) hace énfasis entre el problema agrario en Colombia y el pro-
letario agrario y su situación de conciencia y lucha con la clase trabajadora.
Pero no resulta atrevido afirmar, que es evidente que no hay un enfoque 
en el estudio del trabajador rural específicamente, que dada su condición no 
encontraba una representación como clase obrera, y que solo es trascenden-
tal su lucha al desembocar en momentos trágicos, entre uno de los tantos 
oscuros episodios de la historia de los trabajadores que termina con el cega-
miento de vidas de inermes obreros en la masacre de las bananeras en el año 
de 1928.
El resultado de los momentos de crecimiento industrial y de crecimien-
to económico, no solo se aviene con la consolidación en Colombia, sino que 
además generó una postura de lucha de una clase trabajadora que veía la 
injusticia social, derivada de los cambios que se desprendían de la política 
económica y de los cambios sociales.
Así tenemos que para el año de 1901 la hacienda Azucarera y panele-
ra Tradicional del Valle del Cauca, constituida en el periodo colonial, tiene 
como particular momento la introducción e inauguración del primer ingenio 
térmico, proceso de modernización que no para allí, pasándose al denomina-
do ingenio de transición que según Rojas (1991), es una unidad de produc-
ción fabril claramente diferenciada de la producción artesanal propia de la 
hacienda Azucarera y panelera Tradicional del Valle del Cauca.
Ahora la estrategia del sector azucarero consistió en el recorte de la 
mano de obra del cortero, causa que tuvo como efecto en los años sesenta 
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un número mayor de protestas y huelgas, acrecentando la fuerza sindical, 
originada en la mecanización del mismo proceso del corte de la gramínea, el 
cual no es uno de los factores que hacen parte de este sector, puesto que la 
lucha también se encamina a las nuevas formas de contratación al entrar a 
operar las Cooperativas de Trabajo Asociado y otras formas de contratación.
Sin embargo el proceso organizacional del sector azucarero no se detie-
ne, y se crea para el año de 1977 el Fondo Nacional del Azúcar y la Comisión 
Nacional de Azúcar, lo que aporta en el proceso exitoso con una estructura 
de tipo empresarial con amplias escalas de operación con su propia institu-
cionalidad (Chaux: 2000).
A inicios de la década de los ochenta se había conformado una institu-
cionalidad, con una serie de identidades gremiales entre empresarios, culti-
vadores de caña, investigadores técnicos del sector azucarero, a partir de los 
cuales los empresarios tenían la última palabra (Rojas:1991).
Esto resulta representativo para el sector de la producción del azúcar, 
pero pese a la modernización de los procesos, el desarrollo de nueva varie-
dad de la caña de azúcar y la constante mutación organizacional, el corte de 
la caña de azúcar sigue siendo manual,  no obstante el avance en la medida 
que la competitividad y la economía internacional imponía nuevos retos de-
bido a la globalización económica (Centro Nacional de Memoria Histórica, 
2014), era necesario adaptar esos procesos tanto productivos y administrati-
vos, como de la esfera contractual laboral.
Se podría considerar que la nueva variedad de caña para la década de 
1980, pese al aumento del rendimiento de toneladas por hectárea, lo que a la 
vez permitió el aumento de la productividad de la tierra, disminuyendo la 
edad de corte, que se traduce en un menor tiempo de cultivo para obtener la 
cosecha (CNMH: 2014), lo que pudo implicar la oferta de puesto de trabajo 
para los corteros.
Pero tal aspecto no podría tenerse como una solución a la problemática 
suscitada en cuanto a las garantías y derechos de los trabajadores, por cuanto 
esto no represento solo la contratación de mano de obra, sino que además se 
buscaron nuevos métodos que permitiese la extracción o corte más econó-
mico y efectivo de la caña de azúcar, circunstancias que acarrearon nuevas 
tensiones entre corteros e ingenios. 
  La historia social y económica mundial no dio espera para la confi-
guración de una nueva etapa económica, que en términos de globalización 
aparejó una nueva tendencia tanto en términos de innovación en los medios 
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de producción como en el modelo de organización empresarial con conse-
cuencias en las relaciones de trabajo que se establecieron en todas las esferas, 
especialmente en la tarea del corte, alce y transporte de la caña.
1.2.2 La economía y su cambio hacia la Globalización y el neoliberalismo.
Al adoptarse el modelo de apertura en Colombia a partir de 1990, da 
inicio a una etapa de internacionalización, que vincula a nuestro país al pro-
ceso de integración de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), la Ley 
de Preferencia Arancelarias Andina (ATPA), y diferentes acuerdos de inte-
gración comercial, que conllevó a una serie de determinaciones en el campo 
estratégico alterando significativamente la historia de la industria azucarera 
(Comisión Económica para la América Latina, 2002).
Es así que el inicio de la década de 1990, no solo implicó que el sector 
azucarero enfocara su estrategia de exportación hacia el Mercado Andino, 
ensanchando su capacidad de producción (CEPAL: 2002), sino que además 
se dan transformaciones en el campo legislativo, expidiéndose disposiciones 
que flexibilizaban las relaciones de trabajo como la Ley 50 de 1990. 
El paralelismo existente entre las dinámicas que se establecían en el 
mundo económico también condicionó las relaciones de trabajo, que de al-
guna forma bajo la mirada de dirigentes políticos, las elites y grupos econó-
micos aceptaban como forma de adaptación e integración a las economías 
internacionales, dentro del ámbito de competitividad, conllevando a la efi-
ciencia en la productividad de la industria azucarera, que de hecho implica-
ba nuevos esquemas en las relaciones empleador y trabajadores.
En tal sentido, la disposición de mano de obra en esta región es signi-
ficativa, debido a que como se anotó la agroindustria de la caña de azúcar 
y el monocultivo de tierras abarca una gran parte del territorio del Valle del 
Cauca, además de tenerse como otros factores dentro de este sector de traba-
jadores, el bajo nivel escolar y las condiciones sociales, que lo impulsan a que 
se ocupe en una labor que implica el manejo diestro de una herramienta, de 
la voluntad inquebrantable de soportar las altas temperaturas climáticas, la 
exposición a elementos urticantes de la planta que cosecha y largas jornadas 
de trabajo. 
Es de resaltar que dentro del esquema de producción que puede im-
plementar la empresa en el proceso mismo del corte de la caña de azúcar, 
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se puede hacer efectivo de otra forma a través de la mecanización de dicho 
proceso, situación que pone en desventaja a la clase trabajadora, quienes en 
dicha posición se encuentran a merced de la demanda de mano de obra, la 
cual será mucho menor, lo que al mismo tiempo implica imposición de con-
diciones en lo referente a sus relaciones de trabajo, por representar la tecnifi-
cación la disminución de tiempo y de trabajo.
Es así como desde el punto de vista de la organización empresarial la 
producción azucarera como lo señala la CEPAL (2002) está distribuida en 
niveles,  cuyo cuarto nivel está representado por las labores de cosecha que 
conllevan el corte, alce y transporte de la caña, las cuales involucran la utili-
zación de mano de obra, maquinaria y equipo pesado. 
A estos niveles se les denomina “cluster”, que según Porter (1998) son 
concentraciones geográficas de compañías e instituciones interconectadas, 
proveedores especializados, proveedores de servicios, firmas en industrias 
relacionadas e instituciones asociadas, que en un campo particular compiten 
pero que también cooperan. 
En efecto los “cluster” brindan ventaja a este tipo de empresas organiza-
das productivamente, y con las condiciones dadas es posible aprovechar la 
mano de obra disponible de la comunidad que existe en esta región del Valle 
del Cauca, claro esta que la implementación de estas estrategias no es pro-
piamente el desarrollo social de una clase trabajadora, sino la consolidación 
y el fin económico de su conglomerado empresarial.
Conforme se expresa en el estudio de la CEPAL (2002), la consolidación 
de la última fase de desarrollo es el “cluster”, representado a través de la 
Comercializadora Internacional de Azucares y Mieles (CIAMSA) al agrupar 
a todos los ingenios, y por ser el organismo que soporta la estrategia de com-
petitividad de este sector industrial.
La Comercializadora Internacional de Azucares y Mieles (CIAMSA), se 
considera como el único canal de comercialización internacional que cumple 
las funciones de regulador del mercado interno, realiza inversiones de capi-
tal y representa al sector azucarero en la Sociedad Portuaria de Buenaventu-
ra y la Sociedad de Transporte Férreo de Occidente, con casas de representa-
ción en Ecuador, Perú y Venezuela, dueña del ingenio Central Azucarero de 
Tachira (CAZTA) en Venezuela (CEPAL: 2002).
Sin más, representa esto en términos del capitalismo como lo expresa 
Gorz (1991) es la argumentación económica en funcionamiento sin trabas de 
las leyes del mercado, en favor de la libertad de empresa. En consecuencia el 
resultado del laisser faire es siempre superior en su eficacia y racionalidad, 
Tercerización Laboral de los Corteros de Caña en el Sector Agroindustrial del Valle del Cauca 57
que el de las tentativas de intervención, de regulación y de programación, 
que por muy estratégicas que sean  no pueden desvirtuar la tendiente opti-
mización de la lógica de mercado (Gorz: 1991).
Las anteriores líneas se pueden sustentar al estudiar la infraestructura 
de la Comercializadora Internacional de Azucares y Mieles –CIAMSA-, ente 
que se consolida en la década de 1990, con la construcción del terminal azu-
carero, consistente en bodegas para el almacenamiento, montaje de infraes-
tructura mecánica y automatizada de embarque de azúcar en el Puerto de 
Buenaventura, además de cumplir funciones de operador portuario y agente 
aduanero, cobrando comisiones por la actividad (CEPAL, 2002).
Los avances no solo se reflejan en las organizaciones y la infraestructura 
que sobre esta se erige, se puede además citar avances en la diversidad de 
productos que se derivan de la gramínea, los ingenios azucareros Incauca, 
Risaralda, Providencia, Mayaguez y Manuelita, a finales del 2005 estable-
cieron destilerías para producir etanol, con el objeto de oxigenar la gasolina 
vehicular conforme lo dispuesto en la Ley 693 de 2001. 
Además de lo anterior, el reflejo del éxito agroindustrial de esa diver-
sidad es la reciente inauguración de la destilería de alcohol carburante, por 
parte del ingenio Riopaila Castilla, en el mes de agosto de 2015, cuya capaci-
dad de producción diaria es de 400.000 litros y de 110 millones de litros por 
año, configurándose como la destilería más grande del país. 
Ahora, como se señalara más adelante, estos avances organizacionales 
productivos y de efectividad como competidores serán los que mostrará 
como impactan también en las formas de contratación de una clase trabaja-
dora, en cuanto a que el traslado de los costos no es solo a nivel de procesos 
y producto final sino que implica la fuerza de trabajo, por considerarse eco-
nómicamente un factor relacionado con los costos.
1.2.3 Lucha sindical del cortero de caña, los cambios económicos y los modelos 
productivos.
Si bien, esta página de nuestra historia además de estar precedida del 
surgimiento de los movimientos y de las organizaciones sindicales, se hace 
evidente la situación fluctuante de la participación e incidencia en la socie-
dad colombiana de las luchas obreras en sus inicios, no se da una conquista 
de luchas obreras en todos las esferas de la clase trabajadora tanto urbana 
como rural, lo que tal vez haya representado una ruptura que impide la con-
solidación de una clase proletaria verdaderamente reconocida.
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De este modo, en este aparte histórico no es notable la organización sin-
dical de corteros de caña en las primeras décadas del XIX, ni mucho menos 
que se haga evidente una protesta de este sector de trabajadores, lo que pudo 
obedecer a que dentro del sector cañero todavía la forma de producción a es-
cala no era muy notorio pero ya había comenzado la modernización de este 
sector de la producción. 
Es solo para el año de 1935, según lo expone Sánchez (2008) nace el 
primer sindicato en el Ingenio Manuelita, que solo fue legalizado en 1945. 
Ahora no queda claro quienes conformaban ese sindicato o los trabajadores 
que representaba, es decir los del asentamiento fabril o los dedicados propia-
mente al corte de la caña, sin embargo lo que reflejan estos estudios es que 
entre los años 1930 y 1946 se presenta un auge de las organizaciones sindica-
les impulsado por el gobierno de Alfonso López Pumarejo, cuya concepción 
liberal inclusive da cabida a una de las más importantes organizaciones sin-
dicales como la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC).
Sánchez (2008) citando a Nicolás Buenaventura, señala que para el año 
de 1953 los trabajadores presentan un pliego de peticiones, para posterior-
mente en el año de 1956, la Junta Directiva del sindicato es reprimida perma-
neciendo 83 días en prisión. 
En efecto el contraste que se evidencia entre la modernización de los 
ingenios evoluciona rápidamente entre los años de 1927 y 1929, no obstante 
la organización obrera del sector cañero es pausada e insignificante, además 
se introduce al proceso productivo el fluido eléctrico en las instalaciones y 
maquinaria, y ya para el año de 1933 se amplía aún más consolidándose para 
el año de 1952 como agroindustria (Sánchez, 2008).
El asunto a considerar es que si bien el sector productivo avanza tecni-
ficándose a gran velocidad debido a la necesidad de competitividad, no lo 
era para el sector de los trabajadores dedicado a las labores del corte de la 
caña, que de alguna forma contribuía a la consolidación de ese sector en el 
mercado nacional y extranjero.
De este modo, tal vez muchos de los estudios están centrados en las 
unidades de producción y del proceso económico, pero no existen estudios 
claros y profundos sobre la situación social y laboral de los trabajadores, 
particularmente en estas décadas en que el cortero de caña se hace invisible 
ante la constante consolidación de la agroindustria de la caña.
Y es que la condición social del cortero como trabajador, permite además 
relacionar las condiciones tanto laborales como de las condiciones que llevan 
Tercerización Laboral de los Corteros de Caña en el Sector Agroindustrial del Valle del Cauca 59
a un grupo de personas a ver en una actividad determinada, como lo es el 
corte de la caña una forma de vida , para sí, como para su núcleo familiar.
De este modo el contexto social especifico que puede representar el ser 
cortero de caña, puede tener un proceso de construcción que inicia desde 
la infancia y que puede incidir durante toda la vida de una persona. Por lo 
tanto las relaciones familiares entre padres e hijos, y su condición de pobre-
za, pueden ser unos de los factores que inciden en la disposición a seguir el 
ejemplo del padre, lo que además repercute en los escasos índices de esco-
laridad o de deserción, por cuanto la necesidad misma impulsa al niño o al 
adolescente a dedicarse al trabajo productivo.
Muchos de los corteros han tenido como primera experiencia laboral las 
actividades agrícolas, en un contexto rural y de economía campesina pobre, 
que no solo representan un número de personas de la región vallecaucana, 
sino que está compuesta también, de individuos de otras partes del país, 
atendiendo a un factor de migración de otras regiones de Colombia, de de-
partamentos como Nariño, Cauca, Putumayo y Quindío, quienes se han es-
tablecido como corteros de caña, y que representan hoy esa fuerza laboral.
Tales afirmaciones pueden corroborarse con el trabajo de campo tipo 
encuesta realizado a un grupo de trabajadores dedicados al corte de caña, el 
cual refleja un alto porcentaje del origen de trabajadores que pertenecen al 
Valle del Cauca en porcentaje del 41%, y un 34% al departamento del Cauca, 
seguido luego por el departamento de Nariño con un 8% (Encuesta Grupo 
Investigación María Cano –GILMAC-,2017). 
Pero el cortero de caña encuentra quizá un nicho significativo en su sur-
gimiento como fuerza laboral al entrar la fase de modernización y de diversi-
ficación, cuando para el año de 1953, se estructuraron 22 ingenios azucareros 
y una moderna planta de refinado de azúcar, debido además a que las exten-
siones de tierras cultivadas de caña estaban en expansión. 
Al respecto Rojas (1993), hace una apreciación sobre la extensión de tie-
rras cultivadas y refiere la etapa de expansión de los ingenios azucareros que 
paralelo a su crecimiento y desarrollo iba absorbiendo a fincas medianas y 
pequeñas cercanas a sus alrededores, lo que provoco la expulsión de muchos 
de los campesinos hacia la ladera y la proletización de un número pequeño 
de esas comunidades.
Este no era uno de los problemas suscitados, los productores de panela 
también fueron absorbidos al ser adquiridas sus tierras por parte de los in-
genios para el cultivo de caña, que no solo afecto a este renglón productivo, 
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sino que altero las actividades agrícolas y de los frutos de pan coger lo que 
genero el desempleo rural (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014).
Factor muy importante en las relaciones entre el sector fabril y el agríco-
la de la época es la forma de pago de la caña vendida.  Mancini (1954) señala 
al respecto que en el contrato casi siempre estipulaba un precio por tonelada 
o uno global por plaza de cultivo, determinándose además quién cortará y 
transportará la caña hasta el ingenio, factor que representa alrededor de la 
tercera parte del precio de la tonelada de caña. La duración de los contratos 
era muy variable, oscilando entre un año, o una cosecha, y 15 años; lo más 
frecuente era el contrato por un corte, pues ofrecía la ventaja de fijar un pre-
cio más acorde con el mercado. 
Se identifica y reitera claramente que aun adentrados en el siglo XX, 
para la quinta década de la centuria, en la región del Valle del Cauca y del 
Norte del Cauca, se constituyó una relación espacio-funcional, que además 
de concentrar tierras, acaparo la producción nacional de azúcar centrifugada 
(CNMH, 2014). 
Es claro además que esa relación espacio-funcional asociada al acapa-
ramiento de tierras a causa del desarrollo de la agroindustria de la caña, 
involucra también un sector de la población, la cual se ve inmersa en con-
diciones que le representan el desarraigo de sus formas de sustento y de la 
sustracción de su entorno, para adaptarse a una nueva forma, como posible 
fuerza de trabajo disponible para esa nueva fuerza productiva representada 
en el ingenio azucarero. 
Pero a lo anterior, debe sumársele otra forma de desplazamiento pero 
ya no desde la posesión de sus tierras, sino desde el laboral, asociada a la 
mecanización del cultivo y del corte de la caña. Este factor está relacionado 
con la oferta de empleo, si se tiene en cuenta que una sola maquina tiene la 
capacidad de sustitución de al menos 100 trabajadores (Arias, Morales, Sua-
rez, 2016). 
En esta etapa de consolidación de la agroindustria de la caña, es eviden-
te además no solo el fortalecimiento del proceso mismo del cultivo, extrac-
ción y transformación del azúcar, sino que además represento el surgimiento 
de instituciones especializadas relacionadas con la caña de azúcar. Surgen 
entidades como la Asociación de Cultivadores de Caña de Azúcar de Colom-
bia –ASOCAÑA-, creada el 12 de febrero de 1959, para representar el sector 
azucarero nacional e internacionalmente.
Este aspecto es trascendental para la agroindustria de la caña, pero 
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talvez no lo es para los trabajadores dedicados al corte de la gramínea, pues 
si se tiene en cuenta, en las cinco primeras décadas del siglo no existía una 
normatividad claramente definida para la protección del derecho al trabajo, 
y es solo hasta el año de 1950 que entra en vigencia el Código Sustantivo del 
Trabajo, lo que no necesariamente implicaba que se estuviese garantizando 
todos los derechos de esta clase de trabajadores, los cuales son una fuerza 
conformada por gentes del sector rural. 
Pero frente a la existencia de una legislación que garantizaba derechos 
a los trabajadores, todas estas las luchas sindicales se veían alentadas era 
debido a las precarias condiciones salariales, contractuales, prestacionales y 
con estas las de seguridad social.  Estudios de los años 1960, referente  a las 
luchas obreras adelantados en la Universidad del Valle – Univalle- (1985), 
reflejan estas situaciones en que se encontraban los trabajadores dedicados 
al corte de la caña, inclusive se resalta la notable resistencia por parte de los 
ingenios para combatir las organizaciones sindicales, y de cómo la práctica 
recurrente a proveedores y a la figura de los contratistas, se iban consoli-
dando como una opción benéfica, siendo la alternativa para satisfacer en un 
porcentaje considerable de fuerza de trabajo a los ingenios.
Ahora, los avances organizacionales de la agroindustria cañera, a su 
vez tenía cierta incidencia en la lucha sindicalizada. La cronología de estas 
luchas revela y reafirma las anteriores líneas, pues es solo que para el año 
de 1960 los trabajadores del Ingenio Papayal suspenden por un lapso de 5 
meses sus labores buscando liberarse de la tutela patronal (Sánchez, 2008), 
además de los paros en la pequeña industria panelera en esta década, como 
también el que se efectuasen huelgas en la hacienda San José, propiedad del 
ingenio Manuelita en 1964, y por despidos injustificados  en el año de1966 en 
el ingenio el Arado y en 1969 en el de Papayal (Sánchez, 2008).
Urrea & Mejía (1999) citando a Rolf Knight, señala que el nacimiento 
del sindicalismo en el sector azucarero produjo una respuesta empresarial 
consistente en combinar múltiples estrategias relacionadas con una inter-
pretación particular de la legislación laboral en la que se realizaban despi-
dos motivados por la actividad sindical, teniendo muchas veces los sindica-
listas que organizarse desde la clandestinidad de modo que estas personas 
encontraban difícil hallar un nuevo empleo en el sector azucarero en caso 
de ser despedidos y en caso de no serlo encontraban muy difícil ascender o 
ser promovidos.
Según Urrea & Mejía (1999), basado en lo que Knight enfatiza sobre la or-
ganización sindical, es la utilización de estrategias como la del apoyo a la con-
formación de sindicatos fieles a las directivas de los ingenios, y señala como 
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ejemplos a los afiliados de la Federacion de Trabajadores Libres del Valle (Fes-
tralva), quien tenía pleno apoyo de los empleadores. Otras organizaciones 
sindicales como la Unión de Trabajadores del Valle (Utraval) y la Federacion 
de Trabajadores del Valle (Fedetav), fue objeto de prácticas antisindicales, las 
que se reflejaban en la estrategia por el sistema de contratistas como reacción 
del sector azucarero frente a la organización de los trabajadores.
Así entonces, era una estrategia en ascenso la utilización de contra-
tistas en las tierras de propiedad de los ingenios como las de alquiler, las 
tareas de siembra, cultivo y precosecha, aportando el ingenio maquinaria 
para el cultivo, transporte y operadores de la maquinaria, y resalta el autor 
un aspecto crucial frente a los que se podría denominar la antesala a la ter-
cerización en el sector, al mencionar que las relaciones de trabajo, salarios y 
prestaciones, se resolvían con el contratista, sin que existiese vínculo direc-
to con el ingenio (Urrea & Mejía, 1999).
En lo que respecta al reclutamiento de personal para el corte de la caña 
Urrea & Mejía (1999) resaltando los estudios de Knigt, en la década de 1960 
se hacía de manera directa señalando que:
(…) los ingenios traían en camiones el personal desde la región campesina 
montañosa y de la costa pacífica, pagaban sus pasajes u ofrecían trabajo en 
una zona donde este escaseaba. Sin embargo, mucho más importante que este 
reclutamiento directo fue el ejemplo que la emigración de los primeros tuvo 
en los buscadores de empleo de las  zonas de origen (…) (p.  
32)
Luego Urrea & Mejia (1999) señalando los estudios de Restrepo 
sobre los trabajadores de la caña sobre contratación dice que:
 “(…) el origen y la permanencia de la contratación indirecta en el hecho de 
esa zona ha  sido históricamente un asentamiento agrícola de tipo par-
celario con una economía de  subsistencia, situación similar a la de los 
trabajadores del sistema contratista (…)”(p. 32)
Y seguidamente resalta:
(…) los ingenios conviven con la contratación indirecta porque les ahorra cos-
tes económicos derivados de los salarios formales y prestacionales e intenta 
responder a la pregunta de porque los trabajadores aceptan ese tipo de em-
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pleos que no les permiten ingresos estables y permanentes (p. 32). 
La autora citada por Urrea & Mejia (1999) hace énfasis que según en-
cuesta resalta sobre los trabajadores del sistema de contratistas deduciendo 
sobre la estrecha relación previa a una ocupación en una parcela y su pos-
terior vínculo contractual como contratista. 
Los estudios de Restrepo citados por Urrea & Mejía (1999) nos revelan 
una situación que todavía se presenta como posible factor incidente en la 
organización sindical de los trabajadores al establecer que: “(…) el bajo nivel 
educativo influirá en su escasa capacidad de organización política y sindical 
y más que la posibilidad de los despidos, este elemento educativo mantiene 
a los trabajadores en la desorganización (p. 33). 
Lo anterior se hace evidente como problemática en esta clase trabajado-
ra, por cuanto el analfabetismo todavía es un factor incidente en un grupo de 
trabajadores del corte de la caña, conservándose todavía un porcentaje del 
7.1%, que según encuesta, afirmaron no tener ningún grado de escolaridad, 
aspecto resaltable por cuanto puede representar una situación que repercute 
en la organización sindical de los trabajadores de este sector, y que pese al 
transcurso del tiempo persiste como una condición desfavorable con efectos 
excluyentes socialmente resaltable.
Esta etapa es crucial en la determinación y reconocimiento de una clase 
de trabajador que logra hacerse visible en un espacio del proletariado rural 
representativo de una fuerza de trabajo, por cuanto ya para el año de 1968 
la agricultura comercial representaba un número que oscila alrededor de un 
millón de asalariados. 
Al respecto, Sánchez (2008) destaca al proletariado azucarero, denomi-
nación que da al trabajador del ingenio, clasificándolo en tres categorías, el 
obrero de fábrica, el del ingenio propiamente y el de plantación u obrero 
agrícola.  
Se puede inferir de esta clasificación que cada uno se desenvuelve en 
un espacio y función diferente, así el obrero fabril estaría dentro del proceso 
de manufacturación del azúcar; el del ingenio a labores administrativas y 
organizacionales; y finalmente el obrero agrícola es el trabajador dedicado al 
cultivo y corte de la caña.
Además, permite establecer el contraste entre la fábrica moderna y el 
asalariado rural; estos últimos representando un porcentaje del 70% frente a 
los obreros de fábrica entre la década de 1960 y 1980 (Sánchez, 2008). Sin duda 
64 Gustavo Nixon Delacruz Giraldo, Guillermo Velez R., María Fernanda Caballero
es un porcentaje representativo de mano de obra para los ingenios azucareros. 
Entre todo, quizá se hace evidente el que hubo la necesidad de organi-
zación del cortero de caña a través de las asociaciones sindicales, y el sentirse 
abocado a luchar por sus intereses lo conduce a las acciones por la exigencia 
de la estabilidad en el trabajo y que culmina en el paro general del azúcar en 
el año de 1959, situación que se repetiría en el año de 1975 y 1976 (Sánchez, 
2008).
Pero lo paradójico de la situación de los corteros de caña se encuentra 
en que, entre más moderna es la forma del proceso de cultivo y de corte, 
lo lanza aún más a la precarización de su condición como trabajador, esto 
se hace evidente si retomamos las líneas de Sánchez (2008) quien citando a 
Buenaventura, resalta sobre como la contratación de mano de obra en masa 
de otro tipo de trabajador al que denomina “iguazo”, reduce la participación 
de la organizaciones sindicales para los años de 1967 y 1968, además de la 
inminente reducción de salarios. 
En este orden de ideas, la proletizacion del trabajador rural tiene como 
fundamento la consolidación de la agricultura comercial en el Valle del Cau-
ca, pero quizá los antagonismos que se presentan en esta etapa es el que pese 
a existir una expansión del agro tiene un efecto negativo sobre la clase traba-
jadora. Además los gobiernos de turno y diferentes factores de orden ideo-
lógico económico hacen que las organizaciones sindicales no se consoliden 
de forma constante a lo largo del desarrollo democrático, político y social de 
nuestro país, como una verdadera fuerza representativa.
En efecto, Sánchez (2008) hace énfasis en que el 91% de los temporeros 
que realizaban labores en haciendas e ingenios, eran campesinos sin tierra, 
hacían parte de la fuerza de trabajo, quienes eran sobreexplotados por el mo-
delo de capitalismo salvaje propio de l concentración de poder económico de 
la hacienda y del ingenio, sin estabilidad ni seguridad social “aplastado en 
todo por su régimen de trabajo, por el monopolio de la tierra”.
La Comisión Coordinadora de peones agrícolas del Valle del Cauca en 
el entonces, los clasifico teniendo en cuenta su condición ejemplificando a los 
peones agrícolas que en menor número tienen estabilidad, y los temporales 
conformados por una mayoría como cosecheros, que se movilizan a diferen-
tes lugares atendiendo al ciclo de las cosechas (Sánchez, 2008) .
A esto debe sumársele los factores sociales incidentes para el caso del 
Valle del Cauca, en cuanto a la violencia desatada para la década de los años 
cincuenta y de los sesenta, también es un detonante del abandono de tierras 
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y parcelas por los campesinos que los obliga además a buscar refugio en las 
poblaciones cercanas.
Sin embargo, retomando la cronología de la lucha sindical Sánchez 
(2008) nos muestra que para los años de 1973 y 1974, se presentaron numero-
sos paros parciales de trabajadores dedicados al corte y alce de la caña, que 
si bien termino en el despido de un número de 23 trabajadores, se logra el 
reintegro de 13 de ellos, pese a las disensiones al interior de los sindicatos se 
crean nuevas organizaciones sindicales como el Sindicato del Dulce de Utra-
val –SID- afiliado a la Unión de Trabajadores de Colombia –UTC-  .
La creación del sindicato nacional de industria Sintracañazucol, surgió 
en el año de 1972, como resultado de la fusión de los sindicatos de base del 
Ingenio Manuelita, Central de Tumaco, Papayal y Central Oriente. La parti-
cular característica de este sindicato es que su constitución surge en el Valle 
del Cauca, región donde se concentra la agroindustria nacional del azúcar 
que con sus trece ingenios produce el 97% del azúcar Colombia (Escuela Na-
cional Sindical –ENS-, 2006), porcentaje que actualmente se mantiene.
No obstante, abordarlo solo desde esta perspectiva implica dejar de lado 
otras situaciones que son cruciales a la hora de analizar y determinar las con-
diciones actuales del cortero de caña, pues si bien para el momento no existía 
un marco regulatorio significativo que flexibilizara las relaciones laborales, y 
con esta la tercerización; se puede inferir sin lugar a duda que la imposición 
unilateral y vertical del sector agroindustrial del azúcar sobre las formas de 
establecer las relaciones laborales y contractuales, era una realidad a la que 
se veían expuestos los trabajadores corteros de  caña.
Todo este auge productivo y organizacional de la agroindustria del azú-
car, afectan también las relaciones laborales, puesto que las formas de es-
tablecerlas y de cómo se les retribuye la prestación de su servicios, son los 
detonantes que desembocan en otras luchas más adelante.
En efecto ya para la década de 1980 el panorama no es muy diferente, 
las relaciones de trabajo que se gestan están al margen de las disposiciones 
laborales o se constituyen de forma indirecta. Esto se puede corroborar con 
el estudio que Restrepo (1975) adelantó, siendo un aspecto a resaltar pues 
pese a varias décadas persiste la modalidad de contratación ya no denomi-
nada indirecta sino que se utiliza otra denominación como Cooperativas de 
Trabajo Asociado o Empresas Asociativas, (entre otras).
El énfasis en las figura asociativa aludida es constatable para este estu-
dio, ya que el 72% de los encuestados estuvo vinculado a un Cooperativa de 
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Trabajo Asociado, teniendo como  periodo donde más se presentó este tipo 
de vinculación indirecta fue entre el año 2001 y 2010 (Encuesta GILMAC, 
2017).  Aspecto crucial, en tanto que refleja la evolución a lo largo del tiempo 
de figuras asociativas tendientes a establecer vínculos laborales indirectos a 
través de formas institucionalizadas.
No obstante, la década de los ochenta está marcada por momentos 
coyunturales que hacen necesario el ajuste del modelo económico y pro-
ductivo. Estas circunstancias tienen sentido en la medida en que los cam-
bios a nivel mundial se plantean, condiciona de alguna forma los cambios 
internos de los países que hacen parte de los bloques o comunidades eco-
nómicas. Muestra de ello es la perestroika como estrategia integral de cam-
bio de Rusia, por el estancamiento que sufría en la década de 1970 y 1980 
(Harnecker, 1988), y por otro lado el consenso de Washington, cuya agenda 
desarrollaba cambios competitivos promoviendo el incentivo para el creci-
miento de las exportaciones, liberalización de importaciones, la generación 
de ahorros domésticos para financiar la inversión y el recorte del papel del 
Estado (Martínez, 2012).
Esto desembocó obviamente en un cambio económico y del modelo de 
Estado que ya se conoce, el cual reflejó la adopción de la apertura econó-
mica impulsada en el gobierno de Cesar Gaviria que hasta hoy perdura, la 
adopción de legislación referente a la constitución de cooperativas de trabajo 
asociado, la implementación de disposiciones de tipo laboral que flexibiliza-
ron las relaciones de trabajo, así como la implementación de un régimen de 
seguridad social que da participación a los particulares, en la prestación de 
servicios que antes estaban exclusivamente a cargo del Estado.
Muestra de la necesidad de cambio en el esquema de producción, es 
también esa necesidad de disposición de fuerza de trabajo que hiciera más 
competitiva la agroindustria de la caña,  que sin duda estaría dada en un 
esquema de contratación que permitiese unas condiciones distintas a las que 
se habían venido dando, pero diferente a las anteriores décadas, puesto que 
la legislación laboral había llegado a un punto que permitía ya formas aso-
ciativas y de contratación indirecta, que incidiría en las relaciones que se 
instaurarían entre corteros de caña y el sector agroindustrial cañero, muestra 
de ello es la Ley 79 de 1988 y la  Ley 468 de 1990.
Y es que ya para la inicios de la década de 1990, además se contaba con 
la entrada en vigencia de la Ley 50 de 1990, lo que despejaba un panora-
ma laboral flexible para la contratación, pero que no cambiaba las condicio-
nes de los trabajadores, por el contrario se hace más profundo el distancia-
miento entre lo que puede resultar más beneficioso y lo que en términos de 
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protección al trabajador pudiese resultar adverso para las garantías labora-
les, reflejadas en salarios dignos, estabilidad y seguridad social.
Así para esta década, las manifestaciones de cambios de paradigma de 
orden económico se hacen evidentes, bajo la denominación de apertura eco-
nómica que impulso el gobierno de Cesar Gaviria Trujillo, no obstante ya 
estaba en marcha las reformas laborales que vislumbraban un éxito a la eco-
nomía y con ella la necesidad de ser competitivo en el mercado, aspecto al 
que no podía ser ajeno el sector agroindustrial.
Si bien el cambio se hacía evidente en lo económico, no lo era para los 
trabajadores desde las garantías de los derechos laborales tanto individua-
les como colectivos. En lo que respecta al derecho de asociación sindical los 
progresos estarían dados en la preceptiva que eleva a rango constitucional 
fundamental, recogido en el artículo 39 de la Constitución.
El reflejo de lo anterior se puede constatar con las disposiciones que en 
inicio garantizaban con la figura del fuero sindical otorgada según el artículo 
405 del Código Sustantivo del Trabajo al consignar que es “(…) la garantía de 
que gozan algunos trabajadores, y lo que el Decreto Reglamentario 2313 de 
1946, en su artículo 67 hacía referencia a (...)” “la protección especial que el 
Estado otorga a los miembros de todo sindicato en proceso de organización 
(...)”. Posteriormente se avienen unas reformas a esta figura con los Decretos 
2158 de 1948, el Decreto Legislativo 616 de 1954 y el Decreto Extraordinario 
2351 de 1965.
De modo tal que existe una variación en la forma en que se garantizaba 
el fuero sindical con el Decreto 2313 de 1946, refiriéndose a los miembros de 
todo sindicato en proceso de formación, frente a la modificación del Decreto 
2351 de 1965, al decir que (…) “quedan amparados por fuero sindical los 
fundadores del sindicato” (…).
Luego lo significativo de la reforma con la ley 50 de 1990, del Decreto 
2351 de 1965 es que ampara con la figura conforme lo dispone el modificado 
Artículo 406 en su literal refiriéndose a “(…) a) Los fundadores de un sindi-
cato, desde el día de su constitución (…)”. Y mediante la Ley 584 de 2000 se 
reitera en su artículo 12, lo que la Ley 50 de 1990 estableció como amparo a 
los constituyentes de una asociación sindical.
El énfasis particular de estas disposiciones tiene especial significación 
en lo que respecta al ejercicio del derecho de asociación sindical. Pero pese 
a estos avances promovedores y protectores de tal derecho, durante la déca-
da de los noventa no resultó relevante puesto que las formas de asociación 
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como las Empresas Asociativas de Trabajo –EAT-, las Cooperativas de Traba-
jo Asociado –CTA- y las Empresas de Servicios Temporales –EST-, serian el 
obstáculo para la realización de los derechos de los trabajadores contratados 
bajo esta figura; reformas que por supuesto hicieron parte de la vida de los 
corteros de caña en la década de los 90.
Por lo tanto, no podría pregonarse el triunfo absoluto en consideración 
a este adelanto, al ser las formas asociativas ya relacionadas un retroceso 
para el ejercicio de este derecho, toda vez que las relaciones de trabajo que 
se establecerían en el marco  legislativo en la década de 1990, no permitiría 
su realización por estar al margen de contratos indirectos o simulados por 
la intermediación de una EST, o ya sea por estar asociado a una EAT o a una 
CTA, marginándolo del amparo de las normas laborales. 
Es así como ya para la primera década del siglo XXI, la situación se 
había tornado angustiosa para los trabajadores del corte de la caña, con-
diciones salariales bajas, contratación tercerizada y precarias condiciones 
laborales, aunado a esto otra reforma que socavaría aún más el derecho la-
boral, flexibilizando en todo la jornada de trabajo y la forma de liquidar 
las indemnizaciones por despido unilateral o por la mora en el pago de las 
prestaciones.
Lo anterior fue objeto de estudio en diferentes escenarios y se ve refleja-
do sobre todo al ser la movilización la única forma de exigir los derechos de 
los trabajadores desembocando en el paro de los corteros o como lo denomi-
na  Montoya (2011) “la huelga de los machetes caídos”. 
Ahora, en la década del 2000 se acentúa la crítica situación de los cor-
teros de caña no porque no existiese regulación expresa en lo que respecta a 
derechos colectivos o derechos individuales, por cuanto examinados varios 
de los estudios, se puede afirmar que el aspecto a considerar dentro de toda 
relación laboral es la forma como esta se establece, y comienza de hecho 
por el tipo de vinculación originada en la relación individual. Es decir para 
efectos prácticos al empleador le es posible entrar a condicionar la relación 
primigenia individual para evitar la concreción de otros derechos a favor del 
trabajador.
Por eso es que solo mediante los mecanismos de presión como la huelga 
y en su extremo el paro de actividades,  es que se tienen como únicas herra-
mientas para lograr al menos la efectividad de algunos derechos, desembo-
cando en el paro del año 2008, como consecuencia de las precarias condicio-
nes de trabajo, los atropellos laborales como el pago a destajo por volumen 
acumulado en el mes, el descuento de costos parafiscales que reducían su 
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ingreso, los beneficios colectivos en cuanto acceso a vivienda, educación, 
protección en salud para el trabajador y su familia y la protección en riesgos 
laborales, la liberación de las multas por los días no trabajados, ya por enfer-
medad o las situaciones climáticas y una mejor compensación por el trabajo 
al mes y jornada diaria, constituyeron el repertorio de la demanda de los 
corteros aunado a esto la intermediación laboral (Montoya, 2011).
Pero es posible establecer si debido a estas acciones colectivas se erra-
dicó de forma definitiva la problemática que atravesaron en su momento el 
grupo de trabajadores del corte de la caña, y si a la fecha se siguen presen-
tando situaciones adversas laborales para esta clase trabajadora, y si esos 
sucesos que desembocan en el paro tiene efectos futuros en este grupo de 
trabajadores tratándose de seguridad social en pensiones, otra problemática 
no abordada que más adelante se resaltará.    
Así, estos planteamientos y consideraciones se tornaran consistentes en 
la medida que se encuentra el entramado de las situaciones tanto sociales y 
jurídicas que atravesaron y que llevaron a la formación de una clase trabaja-
dora como el cortero de caña. 
1.3 Reformas del derecho laboral colombiano  y la 
tercerización 
Un aspecto resaltable de las luchas obreras es el que prácticamente co-
mienzan cuando se presenta la revolución industrial, y este es quizá un pun-
to en el que coinciden muchos historiadores, sociólogos y juristas, al tomarlo 
como referente para los diferentes estudios. No obstante dada la particulari-
dad del desarrollo económico, político y social de nuestro país, no podemos 
generalizar que este punto de partida que fue significativo para la Europa 
del siglo XVIII, lo haya sido de inmediato para nosotros. 
En efecto a lo largo del desarrollo de este estudio se ha evidenciado 
que el retraso y la implementación de formas de relaciones laborales y con-
tractuales que dejo la colonia, no impacto positivamente en el desarrollo de 
unas instituciones jurídicas de derecho laboral tempranamente, y menos que 
estas impulsaran la modernización de una economía netamente agrícola en 
sus inicios.
Al partir de las instituciones incorporadas en la época colonial en las re-
laciones de trabajo, lo es también que el cuerpo normativo estuviese erigido 
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sobre las concepciones de la época y que tenía como principal legislación la 
Recopilación de las Leyes de Indias promulgada por Carlos II mediante la 
Real Cedula del 18 de mayo de 1680, y que como fuente primaria no refleja 
una sistematización o unidad normativa.
En tal sentido, el libro sexto de la Recopilación de Las Leyes de Indias, 
hace énfasis en cada uno de sus correspondientes títulos a los indios, la liber-
tad de indios, a las reducciones y pueblos de indios, a las casas de censos y 
bienes de comunidad y su administración; a los tributos y tasas de los indios; 
a los protectores de indios; a los caciques; a los repartimientos, encomiendas 
y pensiones de indios y calidades de los títulos; a los encomenderos de indios; 
al buen tratamiento de los indios; a la sucesión de encomiendas, entreteni-
miento y ayudas de costas; al servicio personal; al servicio de chacras, viñas, 
olivares, obrajes, ingenios, perlas, tambos, recuas, carreterías, casa ganados y 
bogas; al servicio de coca y añir; al servicio en minas; a los indios en Chile; a 
los indios en Tucumán, Paraguay y Rio de la Plata; a los Sangleyes; y final-
mente a las confirmaciones de encomiendas, pensiones, rentas y situaciones.
El análisis de cada uno de los Títulos, reflejan la intensión de una corona 
preocupada más por el buen trato a la población indígena del momento, que 
el de tratar de regular las condiciones laborales entre españoles e indios, así 
específicamente lo advierte el Titulo X, Del buen tratamiento de los indios. 
No obstante el Titulo XII, refiere al servicio personal, y textualmente hace 
alusión al pago del jornal de los indios y a la voluntariedad de realizar tareas 
en edificaciones, se les reconozca su paga.
Estas instituciones se mantuvieron a lo largo del periodo colonial, que 
como se resaltó en otros renglones, estanco de alguna forma la evolución 
continúa tanto de las normas que regulaban las relaciones laborales como 
el proceso económico mismo, dada la rigidez y la dependencia del régimen.
En lo sucesivo de las diferentes legislaciones que se adoptaron a lo largo 
de nuestra historia aun en la temprana independencia se percibe la idea de 
mantener las instituciones coloniales; una de ellas es la del criado doméstico 
como forma de establecer las relaciones de trabajo, que tiene como antece-
dente la legislación civil y comercial heredada del código Napoleónico de 
1804, cuyo arrendamiento implicaba una relación de salario, bajo el contrato 
entre el amo y el criado (Ostau De La Font, 2006).
Estas instituciones como los refiere Ostau De La Font (2006) se ven in-
corporadas en las constituciones colombianas que rechazaban todo inten-
to de destrucción del legado jurídico paternalista español, que solo vienen 
a desaparecer por la separación entre lo público y lo privado, así como la 
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intermediación entre Estado e individuo, y entre el Estado y la Iglesia, aspec-
to que recoge la Constitución de 1853. Ya en la Colombia Federada, consti-
tuida como los Estados Unidos de Colombia, se acogen los principios de la 
libertad de industria y trabajo.
Pero tratándose de avances normativos en materia laboral, en otros 
países del mundo ya los progresos legislativos habían tenido una evolución 
temprana, con la categorización de importantes instituciones jurídicas.
Entre el año de 1802 a 1914 en la Gran Bretaña ya se habían introducido 
las primeras leyes laborales en cuanto que regulaban el límite del trabajo de 
aprendices (1802), prohibición del empleo de menores de 9 años en las fábri-
cas de algodón (1819), primera ley del trabajo de la mujer adulta (1842), esta-
blecimiento de la jornada de 10 horas y media para jóvenes y mujeres (1842), 
de prioridad al pago de salarios en caso de quiebra (1862), de prohibición de 
menores de 10 años en las fábricas (1874), establecimiento de la acción sin-
dical (1875), obligación de asegurar a los trabajadores contra los riesgos del 
trabajo (1880), del incremento del rango de edad a 11 años para trabajar en 
fábricas (1901), establecimientos de la jornada de trabajo de 8 horas para mi-
neros (1908), expedición de la Ley de pensiones para la vejez (1908), facultad 
de fijar el salario mínimo en ciertas industrias (1909) y la creación del seguro 
nacional obligatorio contra la enfermedad (1911) (Friedlaender y Oser, 1953). 
El panorama que se visualiza frente a lo que sucedía en nuestro territo-
rio no comprendía si quiera esos compendios normativos, que contenían una 
sistematización del derecho con una clara intención de protección al traba-
jador, puesto que apenas para el año de 1810, nuestro territorio estaba en la 
gesta de la revolución independentista.
Sin embargo no es el único referente normativo, ya en Francia se im-
plementaban disposiciones que comprendían  la prohibición del trabajo de 
menores de 10 años en las minas (1813), la prohibición del trabajo de meno-
res de 8 años en fábricas que empleen más de 20 trabajadores y establece la 
jornada de 8 a 12 horas para jóvenes de hasta 16 años, además de prohibir 
el trabajo nocturno de menores de 13 años(1841), la prohibición del trabajo 
fabril de menores de 12 años, limita la jornada de los jóvenes, prohíbe el 
trabajo nocturno y los domingos; crea los inspectores estatales del trabajo 
(1874), la legalización de los sindicatos y las cooperativas (1884), aumenta 
la edad mínima de trabajo en las fábricas a 13 años (1892), establece la Ley 
de indemnizaciones por accidentes para obreros de fábricas (1898), el esta-
blecimiento de 10 horas para mujeres y niños (1900),  el establecimiento de 
la jornada de 8 horas para trabajadores de minas (1905), el descanso domi-
nical obligatorio para todos los trabajadores (1906), la Ley de pensiones de 
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vejez para los trabajadores ferroviarios (1909), prohibición de los jornales 
en especie (1910), la Ley General de Pensiones para la Vejez (1910), y la 
expedición del Código del Trabajo y de la Seguridad Social (1910) (Fried-
laender & Oser, 1953).
No obstante el panorama nacional para las décadas en que se relacionan 
estos avances legislativos en materia laboral no era igual, por cuanto todavía 
las formas coloniales persistían, sin embargo, es solo con la consolidación de 
la Republica de Colombia que se encuentra vestigios de la categorización de 
un derecho laboral de relativa relevancia (Caballero, Montoya y Delacruz, 
2018b ).
Es así como, la Constitución de 1886 inclusive tenia incorporado en su 
Título III, lo relativo a los Derechos Civiles y Garantías Sociales, preceptivas 
laborales que hacían referencia a la libertad laboral, con la intención de la 
eliminación de la tradición de las formas asociativas coloniales, cuyo artículo 
44 rezaba: “Toda persona podrá abrazar cualquier oficio u ocupación hones-
ta sin necesidad de pertenecer a gremios de maestros ni doctores”. 
La reforma constitucional de 1936, eleva el trabajo expresamente en su 
artículo 17, a una categoría como “(…) obligación social y gozara de la espe-
cial protección del Estado”, no obstante no escapa de la incorporación en el 
Título III, que refiere a los Derechos Civiles las Garantías Sociales.
Sin duda, todavía aun dentro de la preceptiva constitucional de la Re-
pública, la idea de protección de la persona y de la propiedad como marco 
primordial de la ley civil, pues se mezclan unos y otros sin establecerse se-
paradamente como sucedió posteriormente en la Constitución de 1991, al 
elevar como prius el trabajo desde su Preámbulo, desarrollándolo como una 
obligación social, a cargo del Estado, en su Título II, Capítulo I, Artículo 25, 
y que comprende uno de los derechos fundamentales.
Es claro  que no todas las disposiciones de índole laboral se dieron al-
rededor de las legislaciones enunciadas, por cuanto ya en materia de dere-
chos de libertad sindical y de libertad de asociación se encontraban  avances, 
siendo un ejemplo a destacar que la conversión de artesanos de asociaciones 
a movimientos sindicales, tiene como referente el año de 1913 (Silva, 2005).
En lo que respecta a la previsión social, para el año de 1905 se crea la 
Ley 29, que regula las pensiones para Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia y otros empleados públicos con treinta años de servicio, y mediante 
el Decreto Legislativo 26 de 1906, se creó la Caja de Pensiones para los em-
pleados postales. 
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Los avances en la protección de los derechos de los trabajadores se en-
cuentran reflejados en la Ley 46 de 1918, con la exigencia a las empresas de la 
construcción de habitaciones higiénicas para los obreros; la Ley 78 de 1919, 
define lo que es la huelga y su objeto; y la Ley 21 de 1920, cuya intención 
pretendía legalizar el derecho de huelga, estableciendo que la suspensión 
colectiva debe cumplir unos pasos previos de conciliación; la Ley 37 de 1921 
y la Ley 32 de 1922, que regulaban aspectos sobre los seguros colectivos; La 
Ley 57 de 1925 que regula lo referente sobre accidentes de trabajo; La Ley 576 
de 1926, que establecía el descanso dominical. En lo que respecta a seguridad 
industrial la Ley 36 de 1926, dispuso que en las fábricas y almacenes hubiese 
suficientes sillas para los empleados.
Particularmente, la Ley 83 de 1923, crea la Oficina General del Trabajo, 
y mediante la Ley 73 de 1927 y el Decreto 837 de 1928, reorganizan el Mi-
nisterio de Industria y la Oficina General del Trabajo, además de crearse el 
Boletín de Oficina del Trabajo, como el de la inauguración del servicio estatal 
de Inspección del Trabajo, que tendría como función principal el de velar por 
el cumplimiento de la legislación laboral.
La creación de la Oficina General del Trabajo, trajo consigo la creación 
de la comisión de Asuntos Sociales, instaurada con el propósito de realizar 
estudios de los problemas sociales trascendentales que exigían inmediata 
solución y del incremento de la agricultura. Entre otra de las funciones era 
conocer sobre la situación actual de las condiciones de los trabajadores de la 
tierra, debido al gran porcentaje que este sector representaba para la época.
Al respecto, Avella (2010) relata que la Comisión asignada para los estu-
dios de las condiciones de los trabajadores, partía por la definición de contra-
to de trabajo, establecer la jornada máxima de trabajo, así como el de dedicar 
capítulos específicos a los sectores sociales más frágiles de la población tra-
bajadora, como mujeres, niños, sirvientes domésticos y los operarios rurales, 
entre otros. 
Pero resulta paradójico a la vez que pese a que Colombia es miembro 
de la Organización Internacional del Trabajo, a partir del año de 1919, es solo 
hasta finales del año de 1929, que la Oficina General del Trabajo presenta un 
informe sobre la conveniencia de la ratificación de las convenciones adopta-
das por la Conferencia Internacional del Trabajo, lo que finalmente significó 
la actualización de la legislación con los criterios de aceptación internacional 
(Avella, 2010).
Aunado a esto, del panorama económico internacional derivaba con-
diciones extremas que determinaba el contexto jurídico y político, que 
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desemboca en reformas en los años treinta para la América Latina, así como 
lo reseña Avella (2010) en Colombia para el año de 1931 se expide la Ley 72, 
que regulo el descanso dominical, y como icono legislativo en cuanto al re-
conocimiento de los trabajadores la libertad de asociarse en defensa de sus 
intereses y el de formar asociaciones profesionales, se expidió la Ley 83 de 
1931.
Las reformas también comprendieron la Ley 134 de 1931, sobre asocia-
ciones cooperativas, como también la implementación mediante la Ley 1ª de 
1932, que reconoció las pensiones de jubilación a los trabajadores ferroviarios; 
mediante el Decreto 895 de 1934, se aprueba la jornada de ocho horas, jornada 
que se confirma mediante la Ley 10ª de 1935 y el Decreto Reglamentario 652 
de 1935, además de comprender aspectos sobre los conceptos de patrono y 
empleado, definir los elementos del contrato de trabajo, establecer las vaca-
ciones remuneradas por quince días y de las cesantías por un mes por cada 
año de servicios. Mediante el Acto Legislativo número 1 de 1940, se crea la ju-
risdicción del Trabajo, y mediante el Decreto 709 del mismo año, se establece 
la responsabilidad patronal por el pago de prestaciones al empleado.
En lo que respecta al contrato individual de trabajo a término fijo e in-
definido, jornada de trabajo salario mínimo legal, remuneración de los días 
de descanso obligatorio, indemnizaciones por accidente de trabajo, enfer-
medades profesionales a cargo del patrono, vacaciones remuneradas por el 
periodo de 15 días por año de servicio, auxilio de cesantía, derecho de libre 
asociación de los trabajadores, constitución de sindicatos de empresa, gre-
miales y de oficios varios, definición conceptual del sindicato de empresa 
como base de la organización sindical y la restricción de la no existencia de 
más de un sindicato de empresa, establecimiento del fuero sindical, la con-
vención colectiva, prohibición de la huelga en los servicios públicos, fueron 
establecidos mediante el decreto 2350 de 1944 y la Ley 6 de 1945.
Por otro lado, el Decreto 2313 de 1946 ya expuesto, reglamentó  la parte 
colectiva del derecho del trabajo, establecida en la Ley 6 de 1945; y mediante 
la Ley 90 de 1946, se establece el seguro social obligatorio y se crea el Institu-
to Colombiano de Seguros Sociales.
El Decreto 2158 de 1948, establece el Código Procesal del Trabajo, y lo 
relativo a los procedimientos a los juicios de trabajo como de orden público, 
y mediante el Decreto 2283 de 1948 se dictan normas sobre la denuncia de la 
convención colectiva.
Así las redacciones de los proyectos del Código del Trabajo, empeza-
ron desde el año de 1924, incorporando en si medidas preventivas, entre el 
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trabajador y el capital, que estaría a cargo del Estado, sin embargo la redac-
ción del texto tomaría forma entre junio de 1928 y noviembre de 1929, para 
que finalmente con el Decreto 2663 y 3743 de 1950, se consolidara el Código 
Sustantivo del Trabajo. 
Avella (2010) menciona un aspecto importante acerca de la jurisdicción 
laboral al citar a Gonzales Charry, en cuanto su inicio en nuestro país cobro 
vida a partir de 1946, al entrar en funcionamiento los Juzgados y Tribunales 
del Trabajo, como consecuencia de la gran reforma social de los años de 1944 
y 1945, aspecto que venía siendo objeto de proyectos desde 1940 con el áni-
mo de poner en practica la jurisdicción especial del trabajo.
Sin embargo, no deja de ser una propuesta que a la postre no resolvió 
la problemática social laboral que se agudizaba, por el contrario se hicieron 
evidentes para la época las diferentes manifestaciones de los trabajadores de 
los sectores de la industrial urbana, pese a lo anhelos bipartidistas de querer 
establecer una legislación protectora no existía una clara política social desde 
la realidad propia de los diferentes sectores de los trabajadores, si bien de-
bido a la incidencia de factores que posiblemente no permitían la cohesión 
de una clase trabajadora asalariada del sector industrial que se acento en las 
ciudades y una clase trabajadora del sector rural que soportaba los embates 
de la violencia generalizada.
Cabe Resaltar, que el énfasis sobre las condiciones realizado sobre el 
trabajador rural, no es tomado a la ligera en lo que atañe, especialmente 
al caso del cortero de caña, pues resulta relevante para este estudio el que 
la expedición del Código Sustantivo del Trabajo para el año de 1950, la 
población económicamente activa en su mayoría se encontraba realizando 
actividades agrícolas alcanzando un 59,2%, para la década de los 50 en Co-
lombia, frente a un 55% del resto América Latina; así mismo para la década 
de 1960, se alcanza un 53,3% en Colombia y en América Latina un 48,2%; en 
la década de 1970,  Colombia alcanza un 42,7%, frente a un 42,3%; y para la 
1980 en Colombia existía un 34,5, frente a 35,1 en el resto de Latino América 
(Avella, 2010).
Efectivamente dentro de ese porcentaje de trabajadores del sector rural 
se encontraba también incluido el cortero de caña, dada las condiciones en 
que realizaba su labor y como las realiza hoy en día. 
En contraste con lo que aquí se evidencia el desarrollo del sector in-
dustrial para esta década había sido ascendente, como en oportunidad se 
consignó, las instituciones laborales sufrieron en América Latina reformas 
que gradualmente va rarificando los derechos consolidados, desmontándose 
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aspectos favorables para los trabajadores que normativamente se habían es-
tablecido.
De tal modo que, las innovaciones legales no se hicieron esperar, el De-
creto 2351 de 1965, incorpora una reforma atendiendo a las facultades que 
confería el articulo 121de la Constitución de 1886, que en primicia de su 
considerando refiere al Decreto 1288 de 1965, que declaro turbado el orden 
público, aspecto referido en su momento como uno de los factores. Así, el re-
ferido Decreto 2351, alude a la expresión reiterada de inconformidad de una 
clase trabajadora en la demora de adoptar una legislación que hiciera frente 
a las nuevas realidades de las relaciones entre empleadores y trabajadores.  
Sin duda frente a tales propuestas de una clase trabajadora que sufría 
los embates de los cambios laborales, deja entrever que la realidad social y el 
mundo de las relaciones de trabajo, para el caso era más abrumadora, y que 
en extremo superaba la realidad legislativa; que en no hace más de década y 
media, ya había cambios en las modalidades productivas que por supuesto 
obedecía y se ajustaba a un modelo económico capitalista y cuya reformula-
ción se iría consolidando en décadas posteriores.
De este modo las medidas solo reflejaban el dinamismo de un sector 
económico que se consolida con el paso del tiempo, pero que ampliaba la 
brecha entre las normas de derecho laboral y la realidad, que se amplió en el 
escenario de la globalización y las políticas de mercado (Organización Inter-
nacional del Trabajo, 2007).
Sin embargo las reformas no terminaron en la década de los años sesen-
ta. Avella (2010) enfatiza sobre la exposición de motivos como preámbulo 
de lo que sería la justificación de la adopción de la Ley 50 de 1990, donde se 
expone lo necesario de la adopción de una ley ajustada a la realidad contem-
poránea y a la modernización e internacionalización de la economía.
Pero la exposición de motivos refiere sobre la modernización de la eco-
nomía y lo flexible que debería tornarse el régimen laboral para dar mayor 
competitividad a los productos, para promover la inversión e incrementar la 
generación de empleo (Blanco, 2007). 
Resulta a la vez paradójico el que se tome como excusa y como primicia 
la dinámica económica, para justificar los cambios normativos en favor de 
la economía, y no de lo trascendente que puede resultar el trabajo como una 
obligación social, que implique la adopción de una regulación con miras a la 
protección del trabajador con verdaderas connotaciones sociales, tanto por el 
grado de convergencia que resulta entre el trabajo y la movilidad social, en 
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relación con el acceso a una pensión. Este último factor es incidente, porque 
se liga con el efecto mismo que produce el acceder a una prestación econó-
mica por vejez.
Pero la cita de Avella (2007) de la cuestionada exposición de motivos 
se torna más significativa y que robustece el cuestionamiento consignado, 
en cuanto refuerza los argumentos de la necesidad del cambio, al decir que:
“(…) El Código que nos rige fue expedido en 1950 y desde entonces se han 
realizado profundos cambios en la economía y la sociedad Colombiana (...) el 
contrato de trabajo se ha convertido en una serie de interminables sorpresas, 
situación que hace inciertos los costos e impone obligaciones de difícil cumpli-
miento en razón de una reglamentación confusa e imprecisa (...) la legislación 
actual se ha quedado al margen de lo que ocurre en la microeconomía empresa-
rial, campesina, informal y, en general de la pequeña producción” (p.74).
Se expone de forma clara que la inserción a la economía mundial, la 
ampliación y búsqueda de nuevos mercados, así como el de llegar a ser más 
competitivos, se pueden tomar como factores justificantes que inciden en la 
adopción de una normatividad laboral más flexible puesta a merced de la 
economía. 
Si bien en lo particular de la modificación legislativa, mediante el De-
creto 4369 de 2006, que desarrollan los artículos 71 a 94 de la Ley 50 de 1990, 
tuvo como finalidad la actualización de la mencionada Ley, basada en crite-
rios de protección socio-laborales, reglamentando las actividades de las Em-
presas de Servicios Temporales, con aplicación a todas las personas naturales 
y jurídicas que realicen actividades de servicio temporal.
Otra de las inclusiones reformatorias a las disposiciones laborales, se 
produjo en el año de 2002, con la Ley 789, la cual en su Capítulo VI, Articulo 
25, hace un cambio a la relación laboral, modificando la jornada de trabajo 
ordinario y nocturno, como también el recargo por trabajo dominical y fes-
tivo, y la indemnización por la terminación del contrato de trabajo sin justa 
causa. Es obvio que tales reformas no responden propiamente a los intereses 
de los trabajadores, por cuanto la justificación de estas modificaciones se dan 
más dentro del campo de una política económica, que con miras al fortaleci-
miento de una política social que proyecte verdaderamente muchos aspectos 
de cambio social, como obligación que debe promover el Estado Social de 
Derecho. 
Resulta contradictorio en tanto que la exposición de motivos de la Ley 
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789 de 2002, es promover la empleabilidad y desarrollar la protección social, 
y dinamizar la vida laboral, que las legislaciones entonces en vigencia no 
facilitaba, y con el ánimo de recuperar el empleo digno.
No obstante a la fecha, se ventilan ánimos reformistas a la citada ley, en 
cuanto los avances legislativos en materia laboral no terminan. La Ley 1429 
de 2010, denominada “Ley de formalización y generación de empleo”, con 
el objeto de formalizar y generar incentivos para el empleo, tuvo como ini-
ciativa combatir el alto desempleo y la informalidad en el país, e incidir en 
la relación de costo beneficio para las empresas y empleadores aumentando 
sus beneficios y disminuyendo los costos de formalizarse (Merchan, 2011).
Parece oportuna la iniciativa legislativa planteada desde la formaliza-
ción del empleo, pero en esencia no se tiene como uno de los propósitos 
principales, en tanto que es la promoción y creación de pequeñas empresas, 
aparejando beneficios tributarios, parafiscales entre otros, con el enfoque de 
que la formalización aumenta beneficios al disminuir sus costos, por repre-
sentar una desventaja el estar en la informalidad.
Pero no se puede desconocer que los avances normativos también se 
enfocaron hacia las formas de intermediación realizadas por las Coopera-
tivas de Trabajo Asociado y precooperativas, y con el Decreto 2025 de 2011, 
se buscó frenar la contratación de este tipo de asociaciones al contratar con 
terceros, impidiendo el ejercicio como intermediadora laboral realizando el 
envió de trabajadores en misión. No obstante las formas asociativas podrían 
seguir operando sin que incurriesen en las modalidades antes descritas sien-
do necesario la reglamentación del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, en 
concordancia con la Ley 79 de 1988 y la Ley 1233 de 2008.
Pero es claro que la preceptiva citada solo refiere a un aspecto especifico 
de la problemática, esto es a las Cooperativas y Precooperativas, y no aborda 
otras formas jurídicas institucionalizadas que de alguna forma inciden en las 
relaciones de trabajo, cuyos vacíos normativos dejan el espacio para que se 
utilicen como instrumento de la tercerización reflejados en formas societa-
rias como las Sociedades por acciones simplificadas - en adelante S.A.S - , y 
de asociaciones que se escudan en la figura de los contratos sindicales.
Pero en el fondo, las disposiciones en cita como la Ley 1429 de 2010 
y el Decreto 2025 de 2011, son el resultado de un compromiso establecido 
entre Estados Unidos y Colombia, adoptado mediante el denominado Plan 
de Acción Laboral, acuerdo que surge tras la iniciativa de la Oficina del Re-
presentante Comercial de Estados Unidos el 18 de noviembre de 2003, de 
iniciar negociaciones de libre comercio con los países de Bolivia, Colombia, 
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Ecuador y Perú, , iniciativa que mediante cartas adjuntas se suscribieron el 
22 de noviembre de 2006, que se surtió mediante la Ley 1143 de 2007 y se 
complementa con la Sentencia de la Corte Constitucional C-750 de 2008, por 
ajustarse al ordenamiento constitucional de nuestro país (Ministerio del Tra-
bajo, 2016). 
No obstante en el año 2007 se firma un protocolo modificatorio del tra-
tado en el que nuestro país acepta compromisos adicionales en materia labo-
ral y ambiental aprobado mediante la Ley 1166 de 2007, declarada exequible 
mediante Sentencia C-751 de 2008.
Así, dentro de un contexto que significa ampliamente una infinidad de 
reformas encaminadas a dar solución a la problemática de la formalización 
del empleo, el 8 de abril de 2016, se emite el Decreto 583, con el aparente pro-
pósito de frenar las formas de tercerización laboral, aspecto que fue objeto de 
cuestionamiento por organizaciones sindicales, especialmente por la Escuela 
Nacional Sindical –ENS- (2016) que en comunicado advierte resaltando la 
posibilidad que existe mediante la expedición de este Decreto, de habilitar la 
tercerización en todos los escenarios de la vida productiva, para las labores 
misionales permanentes.
Además se advierte que la prohibición de tercerizar las actividades 
misionales y permanentes solo es ilegal y sancionable, cuando la forma de 
vinculación afecte los derechos, en tanto que la tercerización de actividades 
misionales permanentes es legal si esta no afecta los derechos de los trabaja-
dores (ENS, 2016).
Así la  tercerización ilegal en este sentido, busca excluir las garantías la-
borales y desdibujar la relación laboral entre empleador y trabajador, cuyos 
efectos de inestabilidad laboral y de continuidad afectan otras esferas de los 
trabajadores, cuya alternativa podría tener solución en un juicio, el cual que-
da diferido en el tiempo, pero que afecta de manera que no permite al tra-
bajador superar la necesidad inmediata y la mediata frente a otros derechos.
La expedición del Decreto 583 de abril de 2016, por parte del Ministerio 
del Trabajo, adiciono el Titulo III, de la 2ª parte, del Libro 2º del Decreto 1072 
de 2015,  del Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo, al cual se le 
adicionó el Capítulo 2 que reglamenta la Ley de Formalización y Generación 
de Empleo, en su  artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, y la Ley del Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2014 – 2018, en su artículo 74 de la Ley 1752 de 2015.
Según el propósito legislativo mediante el referido Decreto 583, es 
establecer reglas que permitan la eficiencia en la inspección laboral y las 
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investigaciones administrativas sancionatorias, para el cumplimiento de las 
normas laborales por los empleadores, contemplando sanciones cuantiosas 
que puede ascender hasta los 5.000 salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.
Pero, si bien puede ser considerable la sanción pecuniaria para el em-
pleador, estas no son nuevas, lo relevante seria que mediante estas multas se 
haga efectivo el cumplimiento del ordenamiento laboral y que los emplea-
dores no incurran en formas tercerizadoras que afecte los derechos de los 
trabajadores, ya que se trata de grupos de trabajadores con particularidades 
como el cortero de caña, cuya desgastante actividad requiere un tratamiento 
especial, teniendo en cuenta que hacen parte de una población vulnerable 
debido a las condiciones de su entorno social, y como individuos que no 
están exentos de las contingencias próximas y futuras.
Desde estas consideraciones, las reformas laborales no consideran as-
pectos que comprendan los riesgos que representan la forma de contratación 
a través de la tercerización, que expone al trabajador a la deslaboralizacion o 
informalidad laboral por la ausencia de un contrato de trabajo, así como a los 
bajos ingresos de los trabajadores seguido del no pago de prestaciones que 
consagra la ley, como la desprotección social en salud, pensiones y subsidios 
de desempleo, la discriminación laboral frente a trabajadores con contratos 
tradicionales, a la insolvencia del empleador por tener reducidos activos y 
rendimientos inferiores a las empresas contratantes, del empleo recurren-
te debido a la interrupción frecuente al ser subcontratado o por el contrato 
atípico, que finalmente afecta y debilita los derechos colectivos debido a la 
temporalidad y la estabilidad laboral (ENS, 2016).
Es incuestionable que los avances normativos se han proyectado, más 
desde la óptica económica que social, por cuanto resulta más constante el 
cambio en la realidad del campo productivo con la inserción de las nuevas 
tecnologías y que se traduce en términos económicos debido al dinamismo 
que supera inclusive la formas contractuales, que se regulan desde esa mis-
ma esfera del derecho comercial, que acoge como válidas las formas atípicas 
de contratación, que llegan a estar por encima de la misma evolución del 
derecho que protege a la clase trabajadora en general, y en especial el cortero 
de caña, quien no escapa a esa dinámica comercial al verse absorbido por las 
formas de contratación irregular que como se expondrá, no le favorece en 
sus perspectiva próximas a mediano ni a largo plazo, como  lo es acceder a 
la pensión de vejez. 
Aunque no se puede negar que el desarrollo económico regional del Va-
lle del Cauca, no haya significado un impacto social, y que efectivamente el 
desarrollo mismo ha contribuido al nivel de vida de las personas que viven 
en esta región, pero no puede desconocerse que ese desarrollo ha implicado 
también una serie de situaciones socio-laborales que no han sido las más 
favorables, debido a las formas de establecer las relaciones de trabajo y de 
los efectos de dichas formas encubiertas sobre otros aspectos cruciales para 
la población.
El costo social puede ser aún mayor dada la vinculante relación existen-
te entre la relación laboral a través de contratos simulados y la utilización 
de métodos evasivos de las obligaciones prestacionales de las posibles re-
laciones laborales encubiertas que pueden promoverse a través de figuras 
contractuales atípicas, debido a la falta de control y a la exigencia con rigor 
de la autoridad competente para que no se vulneren derechos laborales, re-
percutiendo en el anhelo futuro de una prestación económica pensional, la 
cual puede verse pospuesta debido a que no se cumplen con los requisitos 
mínimos exigidos para acceder a ella. 
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2. TERCERIZACIÓN DEL CORTERO DE CAÑA EN LA 
AGROINDUSTRIA AZUCARERA DEL VALLE DEL CAUCA Y LA 
DESLABORALIZACION
El abordaje histórico ya evidencio el aparte del surgimiento de una clase 
obrera y de su proletizacion, aspecto a considerar como uno de los puntos de 
partida para que se consideraran como una fuerza de clase, que en exigencia 
de sus derechos se les reconociese las condiciones laborales a la que fueron 
sometidos un sector del grupo de trabajadores que hacen parte de la cadena 
productiva de la agroindustria de la caña de azúcar.
Socialmente esta clase de trabajador dedicado al corte de la caña atrave-
só momentos y situaciones adversas que lo sustrajo de su entorno y de sus 
bienes, y lo convierte en el desposeído que solo tiene para ofrecer su fuerza 
física de trabajo, cuyas luchas descritas a través de los momentos históricos 
regionales y nacionales, propugnan por la reivindicación de los derechos de 
una clase trabajadora forjadora del desarrollo regional y nacional.
Jurídicamente se identificó, también de forma tal que sin llegar a espe-
culación alguna, las disposiciones que el paternalismo adoptado a lo largo 
de la historia colonial y de independencia, implicó un retraso tanto en el 
desarrollo económico como de las instituciones jurídicas laborales.
Ahora, dentro de lo pertinente, es necesario la precisión conceptual del 
término tercerización para mayor comprensión, y poder identificar sus efec-
tos dentro de las relaciones de trabajo que se establecen en el sector de la 
agroindustria de la caña de azúcar, y que de alguna forma permita iden-
tificar, como un fenómeno de este tipo dentro del ámbito del trabajo, pue-
de repercutir en la deslaboralizacion de las condiciones de los trabajadores 
dedicados al corte de la caña, e incidir en otros ámbitos en términos de las 
perspectivas de seguridad social.
No obstante dada la imprecisión de la terminología utilizada para refe-
rirse al fenómeno de la tercerización, es necesario puntualizar sobre algunos 
conceptos de forma específica para tratar de aclarar aspectos relevantes que 
nos ayuden a identificar cada uno de ellos y poder precisar sobre sus efectos 
en el mundo laboral en el que particularmente el cortero de caña debe de 
realizar sus actividades laborales.
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2.1 La Tercerización Laboral
Los cambios económicos, tecnológicos, de modos de producción, hacen 
prioritario el tratamiento del marco de tutela de los trabajadores del corte de 
la caña de azúcar que por su forma de trabajo han quedado marginados o 
desprotegidos para algunas contingencias de la vida.
El concepto tradicional de subordinación que recoge nuestro ordena-
miento laboral, implica la obligación de estar sujeto el trabajador al poder 
directivo del empleador, quién, en ejercicio de sus facultades organiza, dirige 
la empresa, y puede dar órdenes al trabajador, fiscalizar su cumplimiento y 
adoptar medidas al incumplirse las funciones asignadas.
Desde esta perspectiva es conveniente el análisis de las implicaciones 
que se derivan cuando una empresa en su premura de incrementar la pro-
ducción, y con esta, la rentabilidad en el marco de la competitividad, busca 
la reducción de costos, acudiendo a un modelo que sea efectivo, donde en 
la mayoría de las situaciones la mirada se centra en los trabajadores, ya sea 
porque su número es mayor al requerido, o porque se puede reemplazar con 
medios mecánicos más eficientes, o porque simplemente no es una tarea que 
la pueda desarrollar la empresa directamente.
La Real Academia de la Lengua Española no reconoce el termino ter-
cerización, pero si lo relaciona con el concepto de subcontratación. Ahora 
para efectos de este estudio es necesario establecer el concepto a utilizar por 
cuanto puede resultar ambiguo para poder identificar el fenómeno que tiene 
un impacto económico y social.
La palabra proviene de la expresión inglesa “outsourcing”, y se asocia 
con la modificación económica y social. Pero además el término se relaciona 
con la palabra externalización, que se subdivide en dos: externalización de 
actividades y externalización laboral.
En primer lugar, puede representar que la adopción de esta medida se 
expande a los procesos a través de la subcontratación para la realización de 
actividades de trabajadores, y que implica en segundo que se dé una ex-
pansión de la estrategia a otros sectores como el de servicios, lo que resulta 
provechoso por el gran número de trabajadores de los que se puede dispo-
ner, pero que en ultimas se presenta como una maniobra generalizada que 
involucra a toda la cadena industrial.
De este modo, la tercerización como fenómeno se debe de entender por 
un lado, la  manifestada desde el marco económico como una transferencia 
de actividades de una a otra empresa; y otra, desde el punto de vista de las 
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relaciones de trabajo y sus efectos, según la actividad o tarea que desarrolle 
un trabajador.
En el primer término, la manifestación desde el marco económico impli-
ca, la incorporación de las nuevas formas de organización de la producción, 
en tanto que las actividades de una empresa en el ámbito de su organización 
desarrollan procesos con el concurso de terceros, en la medida que la activi-
dad es asumida por una persona física o jurídica ajena a la empresa, celebra 
un contrato civil o comercial (Ermida & Colotuzzo, 2009).
De tal modo que la empresa tercerizadora adecua sus procesos produc-
tivos con el desmonte total o parcial de estos, ya no dedicándose en si a la 
producción, sino que se encamina a la adquisición de bienes o servicios de 
otra empresa, en donde se puede ubicar además la contratación de mano de 
obra para la prestación del servicio en la empresa contratante.
Atendiendo a estos criterios, conviene ahora precisar sobre otros con-
ceptos que no solo en el ámbito nacional ha presentado dificultad en su inter-
pretación, dada la generalidad a que se ve sometido el termino tercerización 
y que inexorablemente tiene incidencia en el mundo del trabajo.
2.1.1 Descentralización o Externalización. 
Una empresa puede descentralizar su producción dividiendo sus pro-
cesos, cambiando en su estructura organizativa, como estrategia económica 
para adaptarse a los cambios con el propósito de la maximización de benefi-
cios. Esto no solo implica la subcontratación y la aparición de otras empresas 
subordinadas, sino que además debe de existir la coordinación de una socie-
dad matriz. 
Ermida y Colotuzzo (2009) define la organización de la producción, 
como la estrategia mediante la cual se encarga a un tercero la realización 
de determinados procesos productivos, implicando un desplazamiento de 
funciones que previamente desarrollaba una empresa, con la participación 
aparente de entidades independientes o autónomas, quienes realizan la obra 
o servicio asumiendo el encargo a través de un contrato o subcontrato.
Y es que este tipo de maniobras encuentra su justificación en la libertad 
de empresa, y que para el caso colombiano tal iniciativa tiene un respaldo 
desde el marco Constitucional, consignados en el artículo 38, que incorpora 
la libre asociación en general para la realización de los diferentes fines, y el 
artículo 333, que refiere sobre la libertad de empresa. Así mismo, en las dife-
rentes disposiciones consignadas en el Código de Comercio.
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En tal sentido, la libertad de empresa se ejerce dentro del marco de la 
libre iniciativa económica, así como el que el empresario pueda escoger en su 
organización de producción, la forma centralizada o descentralizada. Pero 
como se enfatizó, obedeciendo al ámbito del mercado y que de frente a la 
competitividad, es más conveniente esta segunda estrategia, por cuanto el 
empresario en uso de su libertad económica, adopta el modelo que más be-
neficios en términos de costos le represente.
Así, para Ermida & Colotuzzo (2009) las posibles causas en términos de 
la perspectiva económica empresarial, son por un lado la reestructuración 
económica, el aumento de la competencia comercial con la consecuente re-
ducción de costos, la revolución tecnológica, la necesidad de adaptación al 
cambio de los mercados, el desempleo y la debilidad sindical, la armoniza-
ción de las plantillas laborales según la necesidad organizativa de la empre-
sa, la eficiencia técnica y el perfeccionamiento del producto final.
Ahora, tomando cada uno de estos tópicos enunciados por los referidos 
autores, aproximados a un contexto real y particularizando su dimensión; se 
tiene por ejemplo, que en términos de reorganización empresarial en nues-
tra legislación existe la Ley 1116 de 2006, facilitando la posibilidad de que 
las empresa en situación crítica económica se recupere, entre en un proceso 
de reorganización empresarial y/o finalmente de liquidación judicial. Por 
otro lado la implementación de nuevas tecnologías hacen que se desplace la 
mano de obra, con formas mecanizadas o automatizadas, del que no escapa 
el sector productivo cañero, aun en su proceso de corte, alce y transporte 
de caña; como también el que a nivel mundial el precio del azúcar afecta el 
precio interno; la disposición de mano de obra es un factor que en términos 
de mercados la demanda es mayor que la oferta de puestos de trabajo, impli-
cando un efecto adverso en el excedente de fuerza de trabajo, así como el que 
se debilite las acciones colectivas de los trabajadores, mediante contratacio-
nes y condiciones precarias a través de contratos civiles o comerciales, que 
para el caso colombiano se traduce en formas de contratos de prestación de 
servicios, o contrataciones a través de formas asociativas, ya fuese a través 
de una CTA o a través de contratos sindicales. 
 Lo anterior aunado a factores incidentes como los avances tecnológi-
cos evidenciados en la utilización de software avanzados y de elementos de 
precisión, que finalmente son incidentes en el acabado final del producto de-
bido a las ventajas que puede representar la incorporación de las nuevas tec-
nologías en términos de calidad. Pero como veremos, esta descentralización 
como estrategia de producción, no solo tiene efectos sobre el modelo organi-
zacional productivo, sino que traspasa tales límites y propicia un ambiente 
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que implica la adopción de las disposiciones laborales flexibilizadoras de las 
relaciones de trabajo, al no ser la participación efectiva en los mercados el 
único fin, sino que además busca el control efectivo de la fuerza productiva 
representada en los trabajadores.
Este aspecto fue abordado en apartes anteriores al relacionar las dis-
posiciones laborales, sin embargo desde el campo normativo se evidencia 
una clara intención del legislador de impulsar los procesos económicos en la 
exposición de motivos de las diferentes normas, lo que implica la adopción 
de marcos normativos acordes a la realidad económica subyaciendo los pro-
pósitos sociales representados en garantías laborales.
Trasladado lo anterior al contexto, tenemos que la estrategia de descen-
tralización en el sector azucarero, tal y como se hizo énfasis en el capítulo 
anterior, condujo a que los ingenios adoptasen los modelos de “cluster”, con 
el propósito de hacer más competitivo al sector, en tanto que desplaza las 
funciones específicas del corte, alce y transporte de la caña a otras empresas, 
adoptándose una sinergia consensuada de las varias empresas para buscar 
el éxito de sus productos a nivel nacional como internacional, establecien-
do alianzas estratégicas al interior para hacerlas más competitivas frente al 
mercado.
Las empresas dedicadas al corte, alce y transporte de caña tiene un es-
pacio en la cadena productiva de la agroindustria azucarera, tal como se evi-
dencia en el siguiente organigrama, que refleja el mapa del “clusters”, pro-
ceso que inicialmente era realizado por los ingenios en el inicio del negocio 
medular, y que va evolucionando a lo largo de las décadas con el progreso 
tecnológico,  encontrando nuevas estrategias de integración y diversificación 
productiva, para proyectar negocios en el campo externo y el cambio del 
negocio medular.
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De esta forma se encuentra una explicación clara de cómo opera la ló-
gica de mercado, que sin duda ha tenido éxito económicamente, pero quizá 
socialmente no, si guarda una proporción en cuanto a las garantías socio-
laborales. 
Desde esta perspectiva, el desarrollo de los clúster tiene un potencial 
para ser competitivo a nivel nacional e internacional, adoptando soluciones 
integrales de tecnología, infraestructura, y de recurso humano, para efectivi-
zar los beneficios.
En efecto la externalización de actividades propias cedidas a empresas 
terceras puede hacerse a un nuevo titular de una parte o de un sector diferen-
ciado de la empresa, por lo tanto para la agroindustria de la caña  tiene que 
ver propiamente con la actividad del corte de la caña,  en el que las empresas 
dedicadas al cultivo, corte, alce y transporte, prosiguen con la realización de 
estas actividades, en donde los trabajadores asumen tales tareas asegurando 
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la obtención de la actividad productiva correspondiente, con la supuesta 
transferencia de la unidad productiva propia a otra empresa, con las que se 
han contratado los servicios que originariamente realizaba esa unidad pro-
ductiva, las cuales resultan necesarias para el desarrollo productivo de la 
empresa, aspecto que se avizoró en la evolución histórica de la agroindustria 
de la caña y que tuvo en sus orígenes las unidades productivas como la ha-
cienda dando paso posteriormente a los ingenios azucareros.
Así en términos de externalización la realización del corte de caña en los 
ingenios pierden la calidad de empresario frente a la empresa o centro de tra-
bajo, adquiriendo la empresa que se dedica específicamente a esta tarea del 
corte la titularidad, segmentando la organización originaria productiva se-
parando y contratando con otras empresas determinados ciclos productivos.
Acudiendo a la clasificación economista, esta dinámica tiene así su ex-
plicación desde un punto de vista de la organización de la producción, en 
tanto que la agroindustria de la caña de azúcar tiene segmentado este es-
quema con los cluster, destinándose entonces el sector primario al cultivo, 
cortes, alce y transporte de la caña, luego el sector secundario transforma la 
caña de azúcar en sacarosa, que va desde la molienda, extracción, purifica-
ción y concentración del jugo, su cristalización, centrifugado, refinado y se-
cado. En este sector cabe mencionar el proceso de obtención del ethanol que 
tiene como base el jugo de la caña, su posterior fermentación, destilación, 
deshidratación donde se obtiene además un subproducto que sirve como 
bioabono denominado vinasa. 
Luego al tercer sector comprende la comercialización del producto fi-
nal presentado en su variedad y de los servicios, y que como mencionamos 
en oportunidad toda esta actividad esta regentada por la Comercializadora 
Internacional de Azucares y Mieles de la Industria Azucarera Colombiana 
–CIAMSA-, quien estudia y explora los mercados del azúcar en el exterior, 
programa, realiza seguimientos de las exportaciones de azúcar, además de 
coordinar los despachos y transporte de productos desde los ingenios hacia 
Buenaventura.
2.1.2 Subcontratación.
Para Ermida & Colotuzzo (2009) la subcontratación, se debe entender 
en tres sentidos, en un sentido amplísimo por comprender la tendencia em-
presarial y productiva de realizar parte de sus actividades a través de otras 
unidades independientes; en un sentido amplio se refiere a los instrumentos 
jurídicos utilizados para descentralizar o tercerizar; y en un sentido estricto 
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al hacer un deslinde diferenciador entre la intermediación o suministro de 
mano de obra.
Para el caso colombiano, el Código Sustantivo del Trabajo en sus artícu-
los 34, modificado por el artículo 3º de la Ley 2351 de 1965, recoge la figura 
de la subcontratación denominándola contratistas independientes. Claro es 
que la figura de la subcontratación no es algo novedoso, pero que tiene su 
implicación, porque es a través de esta figura contractual laboral que se de-
sarrolla relaciones de trabajo permanentes o disimuladas inicialmente, figu-
ra jurídica que se reformula a lo largo de los últimos 25 años.
 El referido artículo dispone: 
• “Son contratistas independientes y, por tanto, verdaderos empleadores 
y no representantes ni intermediarios las personas naturales o jurídicas 
que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de ser-
vicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo 
todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad 
y autonomía técnica y directiva. Pero el beneficiario del trabajo o dueño 
de la obra, a menos de que se trate de labores extrañas a las actividades 
normales de su empresa o negocio, será solidariamente responsable con 
el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indem-
nizaciones a que tengan derecho los trabajadores, solidaridad que no 
obsta para que el beneficiario estipule con el contratista las garantías del 
caso o para que repita contra él lo pagado a esos trabajadores.”
• “El beneficiario del trabajo o dueño de la obra, también será solidaria-
mente responsable, en las condiciones fijadas en el inciso anterior, de 
las obligaciones de los subcontratistas frente a sus trabajadores, aun en 
el caso de que los contratistas no estén autorizados para contratar los 
servicios de subcontratistas.”
Para efectos de precisar en la interpretación de esta figura jurídica, te-
niendo en cuenta el aparte normativo citado, es claro que las partes que in-
tervienen en la relación comercial son solo contratante y contratista, aspecto 
inicial a observarse; pero desde el punto de vista de las relaciones de trabajo 
y del mundo del derecho laboral, se hace evidente que la relación se estable-
ce entre tres personas, las dos primeras que pueden ser naturales o jurídicas, 
y finalmente el trabajador que siempre será una persona natural.
Es así como no puede confundirse la figura del contratista a la del sub-
contratista, en tanto que la primera efectúa la obra o presta el servicio con 
capitales propios o con los anticipos recibidos del contratante, pero según 
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las condiciones del contrato, el contratista puede subcontratar a un tercero 
para la realización de la obra o prestación del servicio, situación esta última 
en la que se presenta  la subcontratación, y en tal evento pueden participar la 
grande, la mediana y la pequeña empresa. 
En este sentido, Ermida & Colotusso (2009) citando a Gamarra explica 
como la subcontratación implica la coexistencia de dos contratos, en el que 
finalmente participan dos sujetos, derivando el subcontrato de un contrato 
anterior considerado como base, en el que el intermediario es parte tanto en 
el contrato base como en el subcontrato. 
Si trasladamos este presupuesto al plano práctico, ejemplificado con las 
líneas anteriores recogidas, efectivamente tiene sentido, en tanto que el corte 
de la caña está dentro de los eslabones del proceso, pero puede notarse que el 
cultivo lo realizan unas empresas que se han especializado en esta actividad, 
diversificación que hace parecer al grupo económico fragmentado con actua-
ción formalmente independiente, pero unidos en la toma de decisiones, que 
trasciende al plano de las relaciones de trabajo dividiendo a los trabajadores, 
no ya como dependientes en la relación laboral para el grupo de empresas 
que lo componen, sino que se encuentran subordinados para cada firma que 
hacen parte del grupo de la agroindustria azucarera.
De este modo, tanto la empresa contratista como la subcontratista, re-
quiere de una red de empresas dedicadas a una actividad económica directa 
o de forma complementaria, permitiendo la vinculación de trabajadores a la 
realización de tareas no asociadas a la actividad principal de la contratante, 
pero que encontrados en la realidad, y lo que representa para este estudio se 
ha llegado a la subcontratación de mano de obra aun en las actividades pro-
pias de los giros y operaciones normales de la empresa contratante.
Así, dentro de la realidad de los corteros este se presenta como uno de 
los aspectos a considerar que ha incidido en la deslaboralizacion, en tanto 
que si bien el cambio de disposiciones a inicios de los años noventa con la 
entrada en vigencia de la Ley 50 de 1990, incidió en la adopción de la figura 
del contratista, y que como lo resalta Aricapa (2006) dio vía libre al desmonte 
de los costos directos de la mano de obra, que no solo afecto el nivel de vida 
de los trabajadores, sino que además vendría a representar un cambio en las 
formas contractuales y el establecimiento de las relaciones de trabajo en el 
sector.
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2.2 Tipos de Tercerización de los Corteros en el Sector 
Agroindustrial de la Caña de Azúcar
Establecidos previamente las aproximaciones conceptuales, dentro de 
la conveniencia de este estudio, se hace imperioso el que se mire desde una 
cronología de tipos, como la tercerización se abre paso dentro del mundo 
laboral en el sector agroindustrial de la caña y se acentúa con la adopción de 
mecanismo contractuales que hace de la contratación indirecta el prius, en 
la medida que se ajusta la organización productiva junto con la disposición 
efectiva de la fuerza de trabajo dentro del mercado.
El escenario laboral de los corteros de caña se ve estimulado mediante 
la utilización de diferentes mecanismos de contratación indirecta por parte 
de los ingenios azucareros desde siempre, que va desde la utilización de la 
figura del contratista independiente, pasando por las EAT, posteriormente a 
las CTA para finalmente utilizar la figura del contrato sindical.
2.2.1 La Contratación Indirecta a través de Contratistas Independientes.
Ya en apartes quedo consignado lo referente a la figura del contratista y 
como en nuestra legislación tiene cabida dentro de las disposiciones del Có-
digo Sustantivo del Trabajo, permitiendo discernir y dimensionar en todo su 
espectro el alcance y su efecto jurídico dentro del esquema de contratación 
laboral.
Así desde la década de los 90 la contratación indirecta encuentra su auge, 
cuya esencia estriba como lo resalta en su introductorio Restrepo (1975) que 
los “contratistas independientes pagan directamente salarios a los trabaja-
dores sin la mediación de relaciones contractuales escritas o formales de tipo 
laboral” (p.121).
En efecto, desde el punto de vista económico se considera un sistema 
que juega en favor de los ingenios azucareros que favorece al sector de la 
agroindustria de la caña, por cuanto evita el pago de prestaciones legales y 
extralegales, vacaciones, dominicales y festivos, servicios de salud, vivienda, 
prima de servicios y otros beneficios logrados a través de la lucha sindical 
(Restrepo; 1975; p.122).
Ahora los estudios de Restrepo (1975) revelan el origen social de los 
trabajadores corteros de caña, cuyo componente campesino tenía una ten-
dencia a vincularse con contratistas. Se enmarca en el tipo de trabajador 
que estuvo laborando en la parcela o ha realizado labores en la zona rural, 
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aspecto que se resaltaron y que son coincidentes con los estudios citados en 
esta oportunidad.
Además de lo anterior, se reafirma lo que Archila (200) consigna en sus 
estudios sobre la identidad de la clase. En efecto este tipo de contratación 
como lo refiere Restrepo (1975) el porcentaje significativo prefiere el tipo de 
contratación indirecta “(…) por razones exclusivamente económicas que se 
transfiere en beneficios tangibles”(p. 165).
No obstante, la identidad de clase como corteros de caña según Res-
trepo (1975) “(...) es raro encontrarla entre los obreros de contratistas vin-
culados a las labores de campo de la caña en el desarrollo ideológico, social 
y cultural, como el que se encuentra entre los obreros vinculados al sector 
fabril avanzado”(p. 165).
Más allá de estas consideraciones quizá lo relevante para los trabaja-
dores corteros de caña del sector agroindustrial, existe una manifestación 
interrelacionada de componentes cuyas variables se pueden destacar. Uno 
de estos aspectos es la disciplina laboral que se ejerce a través de la contrata-
ción indirecta por medio de contratistas, que como lo señala Restrepo (1975) 
citando un trabajo de encuesta, estos trabajadores realizan sus tareas con una 
racionalidad laboral diferente marcada por su origen social como campesi-
nos, diferente a la disciplina laboral del trabajador asalariado urbano.
Así, los trabajadores de contratistas no recibían todas las prestaciones a 
las que tienen derecho, colocándolos en una situación de inferioridad frente 
a los salarios mínimos legales mensuales, aspecto que es evidente en los es-
tudios de Restrepo (1975), que repercutiría en aquellos trabajadores que hoy 
podrían estar accediendo a una prestación por vejez.
Para Restrepo (1975) el sistema de contratación indirecta de fuerza de 
trabajo utilizado en los ingenios, tiene como resultado el que la “productivi-
dad promedio enfrentada a una tasa salarial baja de por si origina ganancia 
para la empresa, que se apropia de los excedentes producidos ahorrando 
sobre el factor trabajo” (p. 168).
No en vano, estos estudios reflejan que el trabajador subcontratado de 
la época aceptaba la contratación indirecta debido a que permitía la vincu-
lación inmediata a la vinculación laboral, situación que le era más favorable 
que el estar desempleado. 
Pero la incidencia de esta etapa en el tipo de relaciones de traba-
jo quizá repercutió en la futura contratación, ya no desde la contrata-
ción indirecta sino con la implementación de formas asociativas como se 
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expondrá a continuación.
2.2.2 Empresas Asociativas de Trabajo y Cooperativas de Trabajo Asociado como 
formas de Tercerización. 
La economía solidaria se origina con la creación de las cooperativas de-
bido a las desigualdades producidas en el mundo laboral con el surgimiento 
de la gran industria, cuyo máximo representante ideológico Robert Owen, 
buscó en su momento dar solución a tales circunstancias adversas de la clase 
trabajadora. 
Así, para el año de 1844, nace la cooperativa Rodchdale, constituida por 
trabajadores de un centro industrial carbonífero, cuya existencia se configu-
ro debido a que todos los trabajadores eran dueños de ella, por la dedicación, 
la responsabilidad y el trabajo en equipo, forma asociativa que en algún mo-
mento se vio como un modelo a seguir en Europa. 
En Colombia el surgimiento de esta figura asociativa se presenta a partir 
de la década de 1931, teniendo como precedentes la forma asociativa mutual 
para el año de 1841, y las sociedades de socorro mutuo para el año de 1899. 
Para el año de 1931 el Congreso Colombiano aprueba la primera ley so-
bre cooperativas mediante la Ley 134, cuya reglamentación se da a través del 
Decreto 1339 del 3 de agosto de 1932, y se adoptan medidas para el fomento 
del cooperativismo, además de establecerse la declaratoria de utilidad públi-
ca de las cooperativas, mediante el Decreto Ley 874 del mismo año. 
Ahora, esta década se destaca por el auge económico impulsado por 
el Estado, incidente de alguna forma en el crecimiento industrial y con este 
el crecimiento de los centros urbanos de algunas ciudades capitales, lo que 
produjo una alta migración de trabajadores a estos centros urbanos.  
En tal sentido y de alguna forma, las fuerzas de mercado forjaron la 
irrupción en el medio laboral de las denominadas cooperativas de trabajo 
asociado, las cuales tienen amparo constitucional al presentarse como una 
de las formas de asociación que encuentra asidero jurídico actualmente en el 
artículo 38 de nuestra Constitución Política.
Desde el punto de vista jurídico, las mismas disposiciones que regu-
lan las cooperativas de trabajo asociado, tienen insertas reglas incompatibles 
con las normas de derecho laboral, cuya actuación en el mercado conduce 
a una serie de situaciones problemáticas, que finalmente hace evidente un 
proceder fraudulento en contra de los intereses de los trabajadores, aspecto 
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que fue de conocimiento público en la década de los noventa, dada la escasa 
regulación de estas asociaciones en su momento.
En Colombia es a partir de la década de los años noventa que se inician 
una serie de reformas tanto económicas como laborales, encaminadas a la 
liberación del mercado de trabajo, que da paso en gran medida a la interme-
diación laboral, que adopta dentro de algunas formas asociativas un esque-
ma efectivo de burlar las disposiciones laborales. 
Estas formas asociativas por supuesto tienen un efecto jurídico respecto 
de sus asociados que los sumerge en el limbo difuminado de sus derechos 
laborales al margen de una regulación permisiva. 
Así, las Empresas Asociativas de Trabajo aparecen en Colombia a través 
de un marco regulatorio que impone una nueva forma de contratación con 
La Ley 10 de 1991, y el Decreto 1100 de 1992, que incidió en las relaciones de 
trabajo, y que si bien se puede observar alcanzan una dimensión importante, 
por cuanto tiene como precedente el marco regulatorio emergente de flexibi-
lización laboral con la adopción de la Ley 50 de 1990.
De este modo, conforme lo establece el Artículo 1 de la Ley 10 de 1991, 
las Empresas Asociativas de Trabajo (EAT), serán organizaciones económi-
cas productivas, cuyos asociados aportan su capacidad laboral por tiempo 
indefinido, y en el que algunos además entregan al servicio de la organiza-
ción una tecnología o destreza u otros activos necesarios para el cumplimien-
to de la empresa. 
El artículo 3º precisa sobre su objeto, el cual consiste en la producción, 
comercialización y distribución de bienes básicos de consumo familiar o la 
prestación de servicios individuales o conjunto de sus miembros. 
Sin embargo, el aparte final del referenciado artículo 3º, deja un vacío 
interpretativo, al establecer que “(…) la prestación de servicios individuales 
o conjunto de sus miembros”. De manera alguna pudo haber incidido la in-
terpretación de este aparte ampliamente en la utilización de esta figura aso-
ciativa para satisfacer otros fines diferentes a los intereses de los asociados.  
Dentro de otros aspectos a considerar, la exención del pago de impues-
tos en un 50% tal como lo refiere Aricapa (2006), fue en gran medida la razón 
para que el sector agroindustrial de la caña adoptara a las EAT, reemplazan-
do la intermediación de los contratistas, cambio que en la práctica seguía 
siendo el de suministrar mano de obra a los ingenios (p. 28).  
Esto deja entrever claramente, que el objeto e implementación de esta 
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forma asociativa era la reducción de costos para la empresa que auspiciaba 
ya sea al contratista o en este caso a las EAT, orientación asociativa que impli-
caba a los mismos contratistas, amigos y familiares (Aricapa, 2006).
Siguiendo este orden de ideas, como lo señala Cisneros (2006) en prin-
cipio los corteros de caña eran contratados directamente por los ingenios 
proporcionándoles garantías laborales que iban desde gozar de estabilidad 
laboral, seguridad social, prestaciones sociales y programas de vivienda, lue-
go en la década de los años setenta surgieron los contratistas intermediarios 
entre corteros y los ingenios, poniendo fin a las garantías laborales que dis-
frutaban hasta entonces.
No obstante, los cambios suscitados acentúan otra nueva forma de aso-
ciación que permitía establecer un tipo de relaciones laborales disfrazadas y 
encubiertas, cuyos efectos apenas se reflejarán después de tantos años, por 
un lado la consecuencia próxima de las condiciones contractuales laborales, 
y por el otro el efecto futuro como el prestacional y pensional, que se ve afec-
tado por las condiciones de este primero, debido al auge y el fortalecimiento 
de las Cooperativas de trabajo Asociado.
En este tipo asociativo se refleja la tercerización contractual colectiva de 
trabajadores del corte de la caña, que como lo afirma Pérez & Álvarez (2009) 
traslada la responsabilidad patronal de los ingenios a las organizaciones, 
esto es a las Cooperativas de Trabajo Asociado. 
Así, el esquema de contratación sustrae a las relaciones de trabajo re-
guladas por el Código Laboral, y las incorpora dentro del ámbito del de-
recho comercial, es decir la relación existente entre el ingenio azucarero y 
la Cooperativa de Trabajo, se enmarca en las relaciones mercantiles como 
un proceso de externalización del proceso productivo de la agroindustria 
azucarera, como en oportunidad se definió con las consecuencias además de 
productivas, jurídicas y sociales. 
La implementación de las Cooperativas de Trabajo Asociado, tienen 
como marco regulatorio la Ley 79 de 1988, y el Decreto 468 de 1990, permi-
tiendo el avance y propiciando el desarrollo de estas formas asociativas. No 
obstante su auge se genera dentro del marco de una economía capitalista 
donde el trabajador no es el dueño de los bienes de producción por cuanto 
no posee la capacidad económica.
Estos supuestos tienen su sustento, en tanto que el cortero de caña no es 
un trabajador que posee el capital económico ni un nivel de educación sufi-
ciente para ser autogestor, como lo define la ley que regula las Cooperativas 
de Trabajo Asociado, además estaría frente a una organización que crea su 
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propio gobierno donde a la vez serán empresarios y al mismo tiempo traba-
jadores. Sería un absurdo pensar que después de las extenuantes jornadas de 
trabajo a las que se ven sometidos los corteros de caña y en si la ardua tarea 
que implica esta actividad, tuviese tiempo para dedicarlo a la autogestión y 
a gobernar la organización, aspecto a considerar dentro de la dinámica que 
supone la asociación de los cooperados.
En relación a lo anterior, atendiendo a la problemática suscitada dentro 
del sector de los trabajadores del corte de caña a lo largo de las décadas ante-
riores, las Cooperativas de Trabajo Asociado no desarrollaron los principios 
cooperativistas de autogestión y muy pocos trabajadores son los titulares de 
la asociación. Tal vez uno de los aspectos relevantes a tener en cuenta tal y 
como lo afirma Pérez & Álvarez (2009) es el que la mayoría de las personas 
que ingresan a trabajar a una CTA, lo hacen de manera no voluntaria, contra-
rio a lo estipulado en el artículo 11 del Decreto 4588 de 2006.
Además de lo anterior, la dimensión que adquiere el ser afiliado de una 
Cooperativa de Trabajo Asociado tiene implicaciones que socavan los de-
rechos laborales, dada su exoneración a la aplicación del régimen laboral. 
Farne (2008) expone claramente las consecuencias que apareja el ser asociado 
de una CTA, por cuanto la sustracción de un pago a través de un contrato de 
prestación de servicios comparable con un salario que se recibe por la mis-
ma calidad y cantidad de servicios prestados, y pese a que la Ley los define 
como compensaciones, además de  reflejar su remuneración el mínimo legal 
mensual, las bonificaciones semestrales y anuales, cuyo equivalente es el de 
las prestaciones sociales de un trabajador amparado por el régimen laboral, 
tiene una enorme brecha diferencial.
Así entonces, las compensaciones están expuestas a la embargabilidad 
de hasta el 50%, y no constituyen créditos privilegiados en caso de disolu-
ción y liquidación de la CTA, las cesantías no se depositan en una cuenta in-
dividual de los fondos de pensiones y cesantías, tales bonificaciones anuales 
son de plena utilización por la administración de la Cooperativa de Trabajo 
Asociado, regularmente como capital de trabajo sin pago de intereses por su 
uso, y su devolución  al retirarse el afiliado depende de la situación financie-
ra de la Cooperativa (Farne, 2008).
Entre otros aspectos que son cruciales para los trabajadores asociados, 
como lo resalta Farne (2008) los cooperados frecuentemente debían pagar 
para empezar a trabajar, pago que toma la forma de aporte inicial no reem-
bolsable, que sumado a otras dos contribuciones; como el aporte de capita-
lización y una cuota obligatoria mensual no inferior al 5% que en algunos 
casos puede llegar al 10%, no representaron y ni representan los intereses de 
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esos trabajadores.
Las consecuencias van más allá, el asociado como trabajador autónomo 
tenía a cargo los aportes de seguridad social, con la posibilidad de decidir 
sobre dichos aportes por parte de la CTA y sobre su responsabilidad frente a 
las Entidades Promotoras de Salud y los Fondos de Pensiones (Farne;2008), 
aspecto que se abordará específicamente más adelante.
Desde estas consideraciones y los esbozos realizados, es claro que las 
empresas asociativas de trabajo, las precooperativas y las cooperativas de 
trabajo asociado, en esencia no tuvieron un desarrollo en su pleno objeto 
como lo estableció su regulación para el beneficio de los trabajadores, con 
todo su auge marcado en una o dos décadas, denota claramente que su inci-
dencia y su protagonismo se encamino fue a la intermediación de la fuerza 
laboral para las empresas, y como  lo señala Farne (2008) al citar a Aricapa, 
las Cooperativas de Trabajo Asociados irrumpen en los ingenios azucareros 
en el 2000, y su propósito es muy diferente al que tienen los asociados. 
En efecto, esto se hace evidente en el sentido de que una vez dictadas las 
disposiciones que limitaron a las cooperativas su participación como inter-
mediadoras a través de la Ley 1429 de 2010, estas dejaron de crecer en su nú-
mero de constitución, aspecto que no admite dudas por cuanto los asociados 
no eran dueños de los bienes de producción, además de que la asociación 
misma no se formaba voluntariamente, por el contrario para algunos traba-
jadores era una exigencia de la empresa que contrataba con la EAT o CTA, a 
que el trabajador dedicado al corte de la caña se asociara con estas.
Los efectos pueden ser múltiples a la hora de evaluar la situación de 
esta clase de trabajadores, sin embargo pese a las conquistas que hoy han 
logrado, no se puede olvidar que tales formas contractuales no solo se pue-
den medir desde el efecto inmediato causado, sino lo que a futuro representa 
para el sistema de seguridad social, que desemboca en circunstancias adver-
sas para la población trabajadora del corte de la caña. 
Entre otros aspectos a considerar, y que Farne (2008) resalta como impor-
tantes, es la desaparición de la negociación colectiva, y el esquivar el pago de 
prestaciones extralegales y el efecto disciplinante que se ejerce sobre la fuerza 
laboral, debido a la ausencia de representación de una organización sindical. 
Sin embargo esto no termina ahí, el problema de fondo puede estar 
como lo reseña Martínez (2015) en la diferencia existente entre las coope-
rativas y una empresa capitalista tradicional, que radica en el control de las 
decisiones que recae en sus trabajadores propietarios, representados en la 
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asamblea o consejo, en las que el proceso organizativo y la toma de decisio-
nes, no se inclinen hacia los propósitos de la asociación.
Así entonces tomadas estas consideraciones, el lastre que implicaba una 
barrera para la realización de los derechos de los trabajadores asociados se 
hacía cada vez más fuerte, pese a la intervención de sectores debido a la 
problemática suscitada, persistía la ambigüedad contractual, lo que llevo a 
la declaratoria de huelgas y paros constantes, con el objetivo de que los corte-
ros fuesen contratados de manera directa y poder acceder a las prestaciones 
de ley, ya no como trabajadores asociados que reciben una compensación, 
sino como trabajadores asalariados dependientes con los beneficios presta-
cionales derivados de esta condición.  
Puede encontrarse como resultado de este tipo de tercerización el favo-
recimiento de la puesta a disposición de una fuerza de trabajo no solo a favor 
del sector agroindustrial de la caña de azúcar, sino que el beneficio de la re-
ducción de costos fue aprovechado también por la agroindustria de la palma 
africana, cuyo monocultivo con fines de explotación de los biocombustibles 
a partir del aceite de palma, el cual fue impulsado por el gobierno de turno 
para la década del 2000, no presentó un panorama diferente al que se vivió 
en el Valle del Cauca.
Precisamente, desde este otro espacio agroindustrial de la palma, los 
estudios de Aricapa (2007) refiere las circunstancias de adversidad a la que 
se ven sometidos los trabajadores de este sector, implicando una variación 
en las compensaciones que reciben los asociados variando según la empresa 
que contrata, porque no pagan lo mismo, entraban en competencia por pa-
gar más mal, estableciendo tarifas menores por tonelada cosechada. 
Ahora, este es el panorama que reflejan dos sectores importantes de 
la agroindustria, sin embargo no puede decirse que estos fueron los únicos 
grupos de trabajadores afectados, toda vez que a lo largo y ancho de nues-
tro territorio nacional, se establecieron cooperativas, unas cumpliendo los 
requisitos de Ley y otras denominadas seudocooperativas, que actuaban al 
margen de las disposiciones normativas laborales,  que finalmente actuaron 
como agencias colocadoras de empleo e intermediarias temporales para la 
industria de los centros urbanos, muchas de ellas que desarrollaban su obje-
to en el campo productivo y otras en el de prestación de servicios.
Una clara perspectiva frente a estos desmanes que acarreaban las coope-
rativas las expone Benavides (2009) al puntualizar que pese a la prohibición 
de realizar tareas de intermediación laboral, las disposiciones que las res-
tringían para adelantar tal propósito eran reiterativas. Tal situación no daba 
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entonces solución a la problemática que se agudizaba dentro de los trabaja-
dores dedicados al corte de la caña, toda vez que las cooperativas operaban 
normalmente con algunas restricciones cuyo uso indebido han sido formas 
de la organización de la mano de obra poco democráticas y subordinadas 
totalmente a un solo cliente (Farne: 2008: p. 269).
Y es que la proliferación de esta forma asociativa alcanzó cifras inima-
ginables. Según Confecoop (2009) el 49.01% de las Cooperativas vigiladas y 
controladas son un dato histórico que ratifican la explosión del nueva esque-
ma laboral.
Para Confecoop (2009) a diciembre de 2008 existían registradas en las 
Cámaras de Comercio 13.700 cooperativas, cuyo crecimiento en mayor pro-
porción se da entre los años 2002 y 2003; tal crecimiento para los años poste-
riores presenta una menor dinámica.
Dentro de la significativa estadística de Confecoop (2009), resulta re-
presentativo el que para el 2008, el 48% estuviesen dentro del rango de las 
Cooperativas que prestan servicios empresariales, concentrando un total de 
376.501 personas, donde el 50% de las cooperativas se encuentran ubicadas 
en la ciudad de Bogotá, Cali, Bucaramanga y Barranquilla.
Ahora, particularmente en el cultivo de la caña de azúcar, para el 2008 
existían 71 cooperativas que asociaban a 5.714 asociados, que aunque dedi-
cados al cultivo y al corte, no eran ni dueños de la tierra ni de los cultivos, 
por lo tanto no se podían ubicar dentro del sector primario de la producción, 
cuya clasificación corresponde es al sector terciario, esto es la prestación de 
servicios (Confecoop; 2009: p. 27).
Pero el detonante del crecimiento de las CTA sin duda no es porque 
se estén organizando los trabajadores para ello, este es el comportamiento 
que impulsa la forma de mercado del capital, pues acudiendo nuevamente 
a Confecoop (2009) a mediados de la década de los ochenta, el número de 
cooperativas constituidas por año no superaba en número de dos, hasta me-
diados de la década de los noventa el promedio subió a veinte, y en la segun-
da mitad de los noventa, el promedio llego a ciento veinticinco cooperativas 
creadas por año, pero encontrándose si con un crecimiento marcado en los 
años 2002, 2003 y 2004.
Dentro de tales presupuestos teniendo en cuenta el trabajo realizado 
actualmente, se hace notable el que verificada la información si bien hoy el 
86% ya no se encuentra vinculado a una CTA, persiste el dilema de terceriza-
cion al destacarse que el 8% sigue estando vinculado a través de esta figura 
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asociativa (Encuesta GILMAC,2017).
Sin duda ese crecimiento de la figura asociativa de las CTA, obedeció 
por un lado a la flexibilización en la normatividad laboral que se presentó 
a partir de 1990, producto de las tendencias neoliberales impuestas por la 
globalización y las políticas económicas y laborales implementadas por el 
gobierno de turno.
Ahora, las disposiciones para las CTA en materia de seguridad social 
comprendían el Decreto 1703 del 2 de agosto de 2002, en su Artículo 18, el 
cual determinaba la cotización del trabajador asociado en cuanto a salud, 
teniendo en cuenta el sistema establecido para trabajadores independientes. 
Luego el Decreto 2400 de 2002 asimilaba al trabajador asociado al trabajador 
asalariado quien debía de acreditar su permanencia en el sistema de pensio-
nes y riesgos profesionales.
El Decreto 4588 de 2006, en su Artículo 27,  contempla el que los trabaja-
dores asociados deben considerarse trabajadores asalariados y deben cotizar 
al Sistema de Seguridad Social Integral sobre la base de un salario  mínimo 
legal vigente, con la excepción de la novedad de ingreso y retiro.
Al respecto Farne (2008) en comentario a la Circular 36 de 2007, resal-
ta aspectos importantes, cuya posición tiene eco para este estudio dada su 
pertinencia, en el sentido de no encontrar argumentos suficientes para con-
siderar al trabajador asociado independiente y asimilarlo a un trabajador 
dependiente dada la ambigüedad de tener que cotizar a riesgos laborales 
siendo que en principio no estaba obligado. Y como segundo Farne (2008) 
hace alusión a la incertidumbre que surgió debido a la Circular 12 de abril de 
2007, emitida por la Superintendencia de Subsidio, ordenando a las Cajas de 
Compensación abstenerse de afiliar a las CTA, luego mediante la aprobación 
del Plan de Desarrollo 2006 – 2010, mediante la Ley 1151 de 2007, las Cajas de 
Compensación Familiar permitía a las CTA afiliar nuevamente a sus trabaja-
dores asociados, previa contemplación en sus estatutos de hacer la afiliación 
al Sistema de Previsión Social incluyendo el pago de la compensación con-
forme el Artículo 6º de la citada Ley.
Dentro de toda esta incertidumbre laboral se desenvolvieron las relacio-
nes de trabajo entre los corteros y los ingenios azucareros, sin duda que este 
sector de trabajadores no se libró de las causas y sus consecuencias de este 
tipo de tercerización, si se tiene en cuenta que para la primera década del 
2000, el número de Cooperativas de Trabajo Asociado, tienen un incremento 
exagerado, desembocando en los paros del año 2005. 
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Las líneas anteriores pueden contrastarse con el trabajo de campo, don-
de el 72% de la población encuestada, afirmó que en periodos anteriores es-
tuvo vinculada a través de una CTA, y solo el 20% no, destacándose además 
que la mayor etapa de vinculación se presentó entre el año 2001 a 2010 (En-
cuesta GILMAC, 2017)  
Esto tiene relación con los estudios de distribución geográfica que pre-
senta Confecoop (2009) en lo que respecta al Valle del Cauca, las cuales ejer-
cieron su objeto social en zonas rurales asociados a la producción extensiva 
de productos de la agroindustria de la caña de azúcar.
No obstante se pueden resaltar eventos en los que los trabajadores al ser 
sometidos a condiciones intolerables de trabajo, se lograban negociaciones 
en las que los mismos trabajadores corteros de caña constituirían sus propias 
cooperativas, como el caso del Ingenio La Cabaña, quien en abierta violación 
del acuerdo los obligo a laborar en Cooperativas como Cootradul, Coopera-
tiva Laborcaña y Coorcaña (Cisneros, 2006).
Y por si fuese poco ante tal arbitrariedad, se produce el 31 de agosto del 
año 2005, el despido de 900 corteros de caña, cuya antigüedad de más de 15 
años de trabajo en el ingenio, representaban el 50% de ellos (Cisneros; 2006).
Ahora bien, los datos estadísticos son la muestra de la cruda realidad, 
que evidencian un periodo crucial que muchos de los corteros de caña han 
atravesado, sobre todo si al auscultar que las disposiciones citadas con an-
terioridad, nos permiten establecer un lapso de tiempo donde estas asocia-
ciones no cumplieron con el pago de aportes a seguridad social, esto es entre 
los años de 1988 a 2002, no existió disposición alguna que obligara a las CTA 
a realizar aportes al sistema de seguridad social, así como el que la entidad 
de control encargada de realizar tal tarea vigilara, supervisara y controlara el 
accionar de tales asociaciones.    
2.2.3 Corteros de Caña e Intermediación Laboral. 
La intermediación según Rodríguez (2014) se originó en la edad media 
por los consejos de maestros al establecer una reglamentación minuciosa y 
estricta, con el fin de evitar la libre competencia, regulación de precios, con-
trol de la producción, creación de más talleres, y principalmente por la res-
tricción de la entrada al gremio, obligando a utilizar de intermediarios, a las 
personas que pretendieran ser aprendices, por lo hereditario de los oficios, 
lo que exigía una larga practica sin prerrogativas  del derecho, cuyo ingreso 
se daba por la recomendación.
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Para Dávalos (1990) la intermediación es anterior a la relación laboral 
que consiste:  
“(…)  en que  una  persona  conviene con otra u otras para que se presenten a 
trabajar en determinada empresa o establecimiento; es decir el intermediario 
no recibe el trabajo de la  persona  contratada. Realiza las actividades de un 
mandatario o gestor o agente de negocios (p.100). 
La figura de la intermediación laboral para De la Cueva (1969) es una 
actividad innoble, cuya acción comercial está representada en la mercancía 
del trabajo del hombre, mercancía que es comprada a bajo precio y se vende 
en una cantidad mayor.
En igual sentido, Dávalos expone que (1990), la empresa intermedia-
dora estará previamente constituida para cumplir su objeto social, como fa-
cilitadora de la fuerza de trabajo, y tal desarrollo de la actividad la realiza 
dentro de un marco normativo que se lo permite, propósito concebido antes 
de que entre la empresa intermediadora y el trabajador, se establezca una 
relación laboral.
Siguiendo este derrotero respecto de la intermediación laboral, Aricapa 
(2006) señala esta actividad como un proceso que se viene presentando con 
la implementación de la flexibilización a través de la Ley 50 de 1990, que en 
la práctica no ha significado otra cosa diferente que la desvinculación siste-
mática de la contratación laboral directa y la supresión de los derechos de 
contratación colectiva y la organización sindical.
Así mismo para Ermida & Colotuzzo (2009) cuando una empresa no 
cuenta con estructura propia, y se limita a figurar como empleador para ser-
vir a la empresa principal, se está frente a un tercero, que cumple función de 
intermediación. 
Nuestra legislación específicamente regula con la Ley 50 de 1990, en los 
artículos 71 a 81, las Empresas de Servicios Temporales laborales, y la define 
como:
“ (…) aquella que contrata la prestación de servicios con terceros beneficiarios 
para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante 
la labor desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la 
empresa de servicio temporales, la cual tiene con respecto de estas el carácter 
de empleador”.
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Pero sus antecedentes datan de mucho más atrás, cuyo régimen jurídi-
co según el Ministerio de la Protección Social (2008) se remonta a los años 
60, al irrumpir sin regulación específica, confundiéndose con las agencias 
de colocación o empleo, cuyo régimen se estableció bajo el Decreto 2676 de 
1971. La Naturaleza y característica de la prestación del servicio temporal se 
estableció mediante el Decreto 1433 de 1983, para finalmente ser regulada 
mediante la Ley 50 de 1990.
Ahora, desde estas premisas la intermediación aplicada a la organiza-
ción productiva del sector agroindustrial de la caña, en su primer eslabón del 
cultivo, corte y transporte, se va a diferenciar de los demás en tanto que la 
estabilidad, la calidad del trabajo y del empleo, tienen un nivel considerable-
mente bajo que los sectores secundario y terciario.
Estos argumentos tienen su sustento en los estudios que realizados por 
Pérez y Álvarez  (2009) evidencian la problemática entre corteros y empre-
sarios de la agroindustria cañera, relacionada con los salarios cuyos ingresos 
promedios mensuales se hacen teniendo en cuenta la vinculación y aportes 
conforme la Ley 100 de 1993, y los ingresos de trabajadores percibidos a tra-
vés de una CTA.
En efecto,  se encuentran los corteros de caña en un nivel de estratifica-
ción baja según la escala salarial dentro de la agroindustria de la caña, puesto 
que las perspectivas de ascenso dentro de la organización empresarial se 
reduce debido a las circunstancias aludidas con anterioridad, dadas por su 
vinculación de descendencia campesina y su bajo nivel académico.
Ahora, dentro de la definición legal establecida y de lo que supone esta 
institución, es pertinente auscultar, cómo esta figura se distorsiona para 
instrumentalizar el objetivo del fraude, y encubrir las relaciones de trabajo 
directas o para desdibujar en otros casos las relaciones labores con la inclu-
sión de las formas asociativas de trabajo como las CTA en desmedro de las 
condiciones de la clase trabajadora, pese a que al propósito legislativo ins-
titucional de intermediación le está dado solo a las Empresas de Servicios 
Temporales – EST -. 
Y es que solo basta ver como se constituye una EST, esto es, se encuentra 
dentro del ámbito de las sociedades comerciales, actualmente dentro de las 
denominadas Sociedades Limitadas, por Acciones, o en otros casos, como 
Sociedades por Acciones Simplificadas.
En tal sentido la intermediación tiene como objeto ofrecer a la deman-
da fuerza de trabajo, calificado y semicalificado, para ser contratado de 
forma temporal o permanente, cuya característica principal atendiendo el 
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marco legislativo de nuestro país, es el agente intermediador el verdadero 
empleador.
Si bien normativamente en las EST no hay reparo en distinguir quien es 
el verdadero empleador, quien por supuesto es la intermediadora, no es este 
el punto neurálgico del asunto, por cuanto la situación que se puede presen-
tar es en el tiempo en que se encuentra un trabajador prestando sus servicios 
a través de la intermediaria.
Es claro y para nadie es desconocido que los eventos en que se puede 
vincular personal para realizar labores en misión según la Ley 50 de 1990, es 
en los siguientes casos: cuando se trate de labores ocasionales, accidentales 
o transitorias; para el reemplazo de personal en vacaciones, en uso de licen-
cia en incapacidad por enfermedad o maternidad y para la atención de los 
incrementos de la producción, el transporte, las ventas de productos o mer-
cancías, los periodos estacionales de cosechas y en la prestación de servicios, 
por un periodo de 6 meses prorrogable por otro periodo igual. 
Pero además de no cumplirse tales requisitos para los eventos en que 
pueden ser contratados los trabajadores en misión, las tareas que realiza el 
empleado dentro de la empresa en muchos casos, si tienen que ver con el 
desarrollo directo de actividades propias que buscan alcanzar el objeto de 
la empresa, siendo necesario realmente tener vinculado directamente a ese 
trabajador.
Encajadas las circunstancias fácticas de un trabajador en estas situacio-
nes, se ve expuestos a la incertidumbre de su relación de laboral, desembo-
cando en la deslaboralizacion que de alguna forma difumina sus condiciones 
laborales brindadas a través de las normas laborales.
Estos presupuestos normativos citados nos conducen a que se cuestione 
el actuar de otras figuras asociativas que irrumpen en un lapso de tiempo en 
el panorama laboral colombiano, por un lado sin una reglamentación clara 
sobre su propósito institucional como forma asociativa, y por otro, la tardía 
implementación de una reglamentación que pusiera en cintura su utilización 
para el mercado laboral.
Desde esta perspectiva, la intermediación laboral no es una función que 
deba cumplir una CTA ni otra forma asociativa, ni jurídicamente está es-
tablecido que estas tengan como objeto la colocación de fuerza de trabajo 
a disposición de otra empresa. Quizá los vacíos jurídicos crearon una dis-
funcionalidad en los propósitos de las CTA, siendo muy diferente el fin de 
una Empresa de Servicios Temporales a la de una Cooperativa de Trabajo 
Asociado.
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Esta forma de intermediación ilegal si bien se ve frenada mediante la 
implementación de la Ley 1429 de 2010 y el Decreto 2025 de 2011, no repara 
el daño sufrido con anterioridad, lo que hace superflua la adopción de dis-
posiciones muy posteriores a la situación fáctica vivida por los corteros, que 
parte de una realidad en la que las relaciones de trabajo, contractuales y de 
condiciones laborales, superan con amplio margen la iniciativa de la activi-
dad legislativa. 
Y es que la adopción del sistema cooperativista supone una solución al 
autoempleo colectivo, la inserción al empleo como fin social, trabajadores 
asociados libremente tanto para su ingreso como su retiro, encaminados a 
satisfacer sus necesidades económicas y sociales, cuyos efectos totalmente 
adversos ya se hicieron evidentes y por supuesto están por verse en lo que 
respecta a las pensiones.
Se acompasa con este señalamiento que hace respecto de las CTA Bena-
vides (2009), al referir que: están blindadas por las garantías constitucionales 
de la libertad de asociación, atentando contra los principios fundamentales 
de la dignidad, la vida, el mínimo vital y móvil, la igualdad y la seguridad 
social, que socava las condiciones de vida de la clase trabajadora y su núcleo 
familiar (p.11). 
Pero lo paradójico de todo esto, pese a las estipulaciones entre una em-
presa de servicios temporal y una cooperativa de trabajo asociado, estas úl-
timas realizaron sin límite alguno la actividad de intermediación, pese a la 
existencia clara del deslinde conceptual y jurídico entre una y otra figura.
Para mejor comprensión, de forma sucinta se resume en el siguiente 
cuadro el presupuesto jurídico de una y otra institución, y sus características:
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Tabla 1. Fuente: Autores: Cuadro comparativo Empresas de Servicios Temporales y 
Cooperativas de Trabajo Asociado
EMPRESAS DE SERVICIOS 
TEMPORALES




Decreto 2676 de 1971, Decreto 
1433 de 1983, Artículos 71 
a 81 de la Ley 50 de 1990, 
Decreto 4369 de 2006
Ley 79 de 1988, Decreto 4588 
de 2006, Ley 1233 de 2008, 




Se constituyen el marco de 
las sociedades comerciales 
con ánimo de lucro. Contrata 
la prestación de servicios con 
terceros beneficiarios para 
desarrollar temporalmente 
sus actividades. 
Son organizaciones sin ánimo 
de lucro, pertenecen al sector 
solidario, asocia personas 
naturales como gestoras, 
contribuyen económicamente 
a la asociación, aportantes 
directos de su capacidad 
de trabajo, para desarrollar 
actividades económicas, 
profesionales e intelectuales, 
con la finalidad de producir 
bienes en común, ejecutar 
obras o prestar servicios para 
satisfacer las necesidades 





Los trabajadores son de dos 
categorías: 
•	Planta: Realiza labores en 
la EST
•	 En misión: Realiza 
labores en la usuaria




Los trabajadores de planta y 
en misión tienen los mismos 
derechos, devengando 
el trabajador en misión 
el equivalente al salario 
ordinario que recibe el 
trabajador de la usuaria, 
además de los beneficios 
de transporte, salud, 
alimentación y recreación.
No existe vínculo laboral, el 
trabajador asociado recibe 
una compensación ordinaria 
o extraordinaria conforme lo 
estipulado en los estatutos y 
el régimen cooperativo.
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PRESTACIONES 
SOCIALES
Están a cargo de la Empresa 
de Servicios Temporales, 
las que se aseguran con la 
adquisición de una póliza.
La inexistencia de vínculo 
laboral no genera el pago de 
prestaciones sociales o las 
indemnizaciones por despido 





Están a cargo de la Empresa 
de Servicios Temporales
Son responsables del pago del 
proceso de afiliación y pago 
de aportes de los trabajadores 
al sistema de seguridad 
social, siendo aplicable el 
régimen de los trabajadores 
dependientes, teniendo 
como base de cotización la 
compensación ordinaria y 
extraordinaria.
Fuente: Elaboración Propia
Pero pese a la expresa prohibición de que las CTA actuaran como inter-
mediadoras, o enviando a trabajadores a un tercero, o trabajadores en misión 
amparados en la redacción acogida a través de los Decretos 4588 de 2006, 
1233 de 2008 y 1429 de 2010, tal actividad se realizó sin control, antes de estas 
disposiciones y posteriormente hasta la entrada en vigencia del Decreto 2025 
de 2011.
De este modo queda claro que la intermediación está prohibida para las 
CTA, por ser una atribución exclusiva de las Empresas de Servicios Tempo-
rales o las Agencias de Empleo.
Ahora respecto de las agencias de empleo y las Empresas de Servicios 
Temporales, existe también una marcada diferencia en tanto que la agencia 
de empleo simplemente realiza la conexión entre el trabajador y la posible 
empleadora, siendo esta última quien paga por una sola vez el 20% a la agen-
cia de empleo el valor del salario por el que es contratado ese trabajador, sin 
que exista con el colocado relación laboral alguna.
Y es que las agencias de empleo privadas tienen un marco supra apro-
bado por la OIT en el año de 1997, a través del Convenio 181, que como 
persona física o jurídica presta los servicios como los destinados a vincular 
oferta y demandas de empleo, sin que pase a ser parte de las relaciones labo-
rales que se deriven; al emplear trabajadores con el propósito de ponerlos a 
disposición de una tercera persona determinando sus tareas y supervisando 
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su ejecución; y otros servicios con la búsqueda de empleo.  
El deslinde conceptual planteado nos permite tener una dimensión cla-
ra de una y otra figura que tiene un marco regulatorio específico, cuyos fines 
no tienen discusión alguna frente a la efigie de la intermediación. 
Sin embargo la realidad para los corteros vinculados ya para la empresa 
de servicios temporales, como para las CTA, represento una problemática 
institucionalizada con fines de evasión de las obligaciones laborales y un 
actuar fraudulento, al existir una titularidad aparente en la relación laboral 
que desde el espectro del derecho laboral se pretende amparar, concurriendo 
por encima de esta relación otros negocios que en esencia son los que busca 
coordinar la contratante y la contratista.
Al respecto basta con reseñar a Aricapa (2006) en lo que respecta al áni-
mo de creación de cooperativas para el trabajo del corte de caña, quienes 
debido a la propuesta de los ingenios impulsaron abiertamente el mayor nú-
mero de asociaciones cooperativas. Tal consideración sin duda deja entrever, 
que las formas asociativas no tenían como punto de partida la iniciativa de 
los trabajadores, debido a que su creación obedecía a una necesidad econó-
mica de la empresa que de los propios trabajadores.
Los testimonios recogidos en el estudio de Aricapa (2006) dan fe de la 
intensión de los ingenios en mantener disperso al grupo de trabajadores en 
su organización cooperativa por representar beneficio para la empresa, se-
ñalando además que particularmente unos ingenios como Manuelita, donde 
llegaron a fundarse más de veinte cooperativas que afiliaron a más de 1.500 
corteros, en el ingenio Incauca ocho cooperativas concentró  a 2.400 corteros, 
en el Ingenio Providencia diez cooperativas reuniendo a 1.300 trabajadores 
y en Central Castilla veinte cooperativas, reuniendo como afiliados a 1.650 
corteros (p. 52 -53).
Partiendo de estos esbozos, para nadie es desconocido que las nuevas 
formas de contratación amañadas, el trato discriminado, la vulneración de 
derechos a través de las referidas instituciones evidencia la existencia marca-
da del incesante objetivo capitalista de contener la configuración de las rela-
ciones laborales directas entre empleados y empresas, sin embargo hay que 
tener en cuenta que solo es un aspecto a considerar dentro de la problemática 
que se pretende auscultar.
En este sentido, teniendo como referente el Decreto 583 de 2016, la ter-
cerización ilegal que realizaron muchas CTA, vulneraron todos los tratados 
internacionales suscritos por Colombia relativos a derechos laborales tanto 
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individuales como colectivos, sumergiendo a una clase trabajadora de un 
sector agroindustrial a unas condiciones no solo de deterioro laborales al 
momento de la prestación de su fuerza laboral, sino que también la ha deja-
do expuesta a condiciones de deterioro sociales hacia futuro, al encontrarse 
inmersos en la incertidumbre del acceso a la seguridad social. 
De modo tal que la tercerización realizada por estas asociaciones no 
solo atropello los principios que identifican el cooperativismo como el li-
bre acceso, la adhesión voluntaria, la participación democrática, la toma de 
decisiones y la participación de los trabajadores en los excedente como lo 
resalta Benavidez (2009), sino que además deja en si un lastre en el sistema 
de pensiones por resolver hacia futuro, como uno de los efectos de las formas 
de tercerización. 
La anomía legal que se presenta entre el desarrollo de los principios 
constitucionales, de los derechos fundamentales y del marco constitucional 
mismo respecto de los derechos económicos, sociales y culturales, tienen tal 
vez incidencia en las disposiciones que subyacen al momento de la opción 
de uno u otro régimen que sin más puede llevar a que el Estado no desarrolle 
los fines propuestos y al contrario priorice esquemas de desarrollo econó-
micos contrarios que acentúan la violación de  los derechos laborales como 
pilares del progreso social.  
La violación a los principios mínimos irrenunciables del trabajo signifi-
có un retroceso en el ejercicio de los derechos individuales, al mínimo vital, a 
las prestaciones sociales, seguridad social, estabilidad laboral, a la protección 
de mujeres gestantes y en lactancia, a la libre asociación sindical, la negocia-
ción colectiva, al fuero sindical y demás derechos colectivos que entrañan 
una relación laboral.
Lo anterior lo hace evidente Pérez & Álvarez (2009) al hacer énfasis a los 
descuentos en la comparación de ingresos netos que reciben los trabajadores 
corteros:
“(…) los dos escenarios para el ingreso bruto mensual analizado ($958.808). 
Así, si el trabajador fuera contratado a través de la Ley 100, ingreso neto reci-
bido mensual, sería de 882 mil pesos a lo cual habría que sumarle el subsidio 
de transporte ($55.000 a 2008), arrojando un ingreso neto de $937 mil. Por el 
contrario, si se encuentra vinculado a una CTA, el ingreso neto mensual recibi-
do será de $519 mil (cifra cercana a 1,0 SMMLV de 2008, ingreso que incluye el 
subsidio de transporte), lo cual y no equivale al salario atractivo señalado por 
Asocaña (…). Bajo esta realidad, el cortero vinculado a las CTA recibe en térmi-
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nos netos un 44, 6% menos de ingreso que el mismo contratado directamente 
por los ingenios o los cultivadores a través de la Ley 100.” (p.51). 
2.2.4 Los Contratos Sindicales y la Tercerización.
El cimiento del derecho de asociación sindical se soporta en los conve-
nios 87 y 98, suscritos y ratificados por el Estado Colombiano con la Orga-
nización Internacional del Trabajo, es decir que sobre la libertad sindical y 
el derecho de asociarse para formar sindicatos además de estar recogidos 
en estos convenios toma una dimensión constitucional que se soporta en el 
artículo 39 como derecho fundamental,  y se desarrolla en otros artículos que 
hacen parte del bloque de derechos económicos sociales y culturales, como 
el artículo 53, 54, 55 y 56 de nuestra Constitución.
En tal sentido, la asociación sindical como lo ha expresado nuestra Ho-
norable Corte Constitucional en sentencia T - 764 de 2005, tiene una triple 
dimensión, una individual, colectiva y la instrumental. La dimensión indi-
vidual se traduce en que los trabajadores tienen la posibilidad de organizar 
sindicatos, a su libre ingreso y retiro, y el de poder pertenecer a la organiza-
ción sindical que deseen de coexistir en una empresa varios sindicatos.
La dimensión colectiva se vincula a la idea básica de libertad sindical, 
la garantía de la autonomía sindical para la conformación de asociaciones 
sindicales, sujetas al orden legal, los principios democráticos, sin la inter-
vención, restricción o intromisión del Estado. Y finalmente la dimensión ins-
trumental se proyecta sobre la base de un vínculo jurídico, necesario para la 
consecución de unos fines que las personas van a desarrollar en el ámbito de 
la formación social, reflejado en la negociación y suscripción de los contratos 
colectivos dimensionados en sus modalidades como convenciones, pactos y 
contratos sindicales, con excepción de los sindicatos de empleados públicos.
Esta figura contractual en principio estuvo regulada por el Decreto 2350 
de 1944, artículos 21 a 23, y al tenor de su redacción, hizo parte del articulado 
que hoy comprenden la regulación de dicho contrato encontrados en los artí-
culos 482, 483 y 484 del C.S.T.  Posteriormente su regulación se da mediante 
el Decreto 567 de 2006, atendiendo a las circunstancias del momento y de la 
voluntad política del gobierno de turno, es regulado como una alternativa de 
generación de empleo para los trabajadores afiliados a un sindicato.
Ahora, en lo que respecta a la definición del contrato sindical, el artículo 
482 del C.S.T., lo describe como aquel que celebra uno o varios sindicatos de 
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trabajadores con uno o varios empleadores para la prestación de servicios o 
la ejecución de una obra por medio de sus afiliados.
Su naturaleza jurídica además de estar determinada por el artículo 482 
del C.S.T, cuyos apartes finales refiere sobre su duración, revisión y extin-
ción, culmina diciendo que “se rigen por las normas del contrato individual 
de trabajo”. En igual sentido el Decreto Reglamentario 1429 de 2010, dispone 
en su artículo 1, que además de ser voluntario es de naturaleza colectivo 
laboral.
Esta definición la establece de forma concreta el Ministerio del Trabajo 
(2010) al colegir que la naturaleza jurídica del contrato sindical es de proge-
nie laboral de la modalidad colectiva.
Las características se encuentran enunciadas en el Decreto Reglamen-
tario 1429 de 2010, que según su artículo 1º, lo denomina como un contrato 
solemne, nominado y principal.
Ahora, la regulación del contrato sindical recientemente se dio a tra-
vés del Decreto 1072 del 26 de mayo de 2015, Titulo 2, Relaciones Laborales 
Colectivas, Capitulo 1, Sindicatos, artículos 2.2.2.1.16 al 2.2.2.1.24, los que 
contienen la definición del contrato sindical, la evaluación prioridad, su con-
tenido, suscripción, reglamento, los efectos en la contabilidad, el depósito y 
constancia del mismo y la solución de controversias.
No obstante lo anterior fue adicionado el anterior Decreto Único Re-
glamentario del Sector Trabajo, con la expedición del Decreto 036 del 12 de 
enero de 2016, que reglamenta los artículos 482, 483 y 484 del C.S.T., enfati-
zando de forma precisa sobre su definición, los afiliados para la ejecución del 
contrato, la adecuación a la ley, autorización para su celebración, responsabi-
lidad, existencia previa y sus afiliados, acciones y representación, garantías 
de cumplimiento, obligaciones de los contratantes, suscripción del contrato, 
requisitos, asamblea anual, reglamento del contrato, contabilidad, solución 
de controversias y su disolución del sindicato o de la empresa.
No en vano, la función económica que cumple todo tipo de contrato 
para este tipo contractual laboral no es la excepción, en tanto que su finali-
dad es la prestación de servicios o la ejecución de obras sin ánimo de lucro 
con sus propios afiliados, enmarcado en el desarrollo del ejercicio de la liber-
tad sindical.
Pero al contraste de lo que se haya en el plano de lo legislado, la realidad 
muestra que las circunstancias ajustadas a un esquema de contratación que 
demanda este tipo de contrato tiene una explicación que debe de ir más allá 
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de las intenciones de que se desarrolle en el plano del ejercicio de la libertad 
sindical y del beneficio que verdaderamente represente para los trabajado-
res, pues como al igual que las CTA, tal forma de asociación libre y volunta-
ria, no representa para este y no represento nunca el espíritu de la voluntad 
de sus asociados así como el que se aportara a la disminución del desempleo; 
por el contrario esta figura fue el detonador de un conflicto laboral que to-
davía tiene eco.
Estas aseveraciones son consistentes si tomamos los datos que suminis-
tran el entonces Ministerio de la Protección Social (2010) información que se-
ñala para el año 2002, solo existían registrados 8 contratos sindicales, y para 
el año 2010 se habían depositado 168 contratos sindicales ante el Ministerio. 
Además de lo anterior, el Ministerio en mención indico que en el sector 
privado se habían celebrado 43 contratos en el área agroindustrial, industrial 
y de servicios, y el sector público había pactado 125 contratos de este tipo, en 
renglones de la electricidad y la salud. Ahora este organismo no señala pro-
piamente en que rama de la agroindustria se desarrollaron estos contratos, 
sin embargo se puede inferir que el tipo contractual tendría acogida por las 
ventajas que representa la triangulación respecto del trabajador, resultando 
considerable que para el año 2010 se produce un incremento de la utilización 
de esta figura en ciertos sectores.
Frente a lo anterior encontramos que desde el 2010 a la fecha, según 
López y D’ Avalos (2015) a partir del año 2010 se incrementó en un numero 
de 30 contratos sindicales, para el año 2011 se elevó a 84, para el año 2012 a 
707, para el año 2013 a 875, y entre enero a abril del 2014 se presentaron 200 
contratos sindicales.
Pero la búsqueda de la implementación de esta figura no tiene otro sen-
tido que la de minimizar los costos laborales, cuyo incremento exagerado 
debe ser objeto de observación por parte del Ministerio del Trabajo, para no 
caer en el error de las CTA, efectos que sin embargo estarán por observarse 
dada inicialmente la relativa reglamentación de la figura, en lo que respecta 
a las obligaciones concernientes al pago de aportes de sus afiliados al sistema 
de seguridad social en pensiones. 
Ahora frente a lo que la relación laboral representa frente al contrato 
sindical, las disposiciones en mención dejan aun un vacío, resultando impe-
rioso el que se ausculte al respecto y se tenga que prender la alarma frente a 
lo que se puede estar dejando como puerta abierta para la vulneración de los 
derechos de los trabajadores.
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2.2.4.1 La imprecisión jurídica de la relación laboral en el contrato sindical.  
La evolución jurisprudencial al respecto muestra como en su momento 
el Tribunal Supremo del Trabajo de Colombia en Sentencia del 8 de octubre 
de 1949, sostuvo la tesis de que el contrato sindical gozaba de las mismas 
características que el contrato individual de trabajo, criterio manejado hasta 
la constitución de la Corte Suprema de Justicia.
Luego en Sentencia del 25 de julio de 1981, proferida por la sala de casa-
ción de la Corte Suprema de Justicia, expresó que: “(…) la organización sin-
dical es verdadero empleador”. Seguidamente en lo sucesivo de la motiva-
ción del fallo repara en la formalidad que debe atender asemejándola a una 
convención colectiva. Y a continuación en sus renglones finales señala que: 
 “(…) Resulta así que la jurisprudencia mayoritaria de la Corte ha reconocido 
la autonomía y validez del contrato sindical, que puede convertir a la organiza-
ción sindical en un verdadero patrono de sus afiliados trabajadores, quienes no 
tendrían un vínculo laboral con e empresario contratante”.
En la interpretación de estas últimas líneas del relacionado fallo,  resulta 
un tanto paradójico que para la época ya la aceptación de la tercerización era 
un hecho que se venía visualizando, sin embargo era claro que en la herme-
néutica, sí se dimensionaba la relación laboral existente entre el sindicato con 
sus afiliados.
Sin embargo frente a la relación de trabajo que se presenta en la juris-
prudencia relacionada, el sindicato es un verdadero empleador con interés 
legítimo en contratar obras o servicios bajo su responsabilidad por interme-
dio de sus afiliados, con quienes se configuraría un contrato de trabajo (Ló-
pez & D’ Avalos: 2015).
Pero el cambio de criterio jurisprudencial emanado de la Corte Suprema 
de Justicia, tendría un giro en cuanto a la existencia del vínculo contractual al 
establecer diferencias entre el contrato de trabajo y el contrato sindical. Así, 
la Sala Laboral de la Corte Suprema en Sentencia del 27 de 1975, se refirió 
al contrato de trabajo como aquel en el que se presta un servicio o ejecuta 
una labor personal, sujeto a la dependencia directa de esta persona quien lo 
remunera, y es esta misma quien se obliga a pagar los salarios y prestaciones 
sociales a que haya derecho. En tanto que el contrato sindical le interesa a 
quien pidió la prestación del servicio o ejecución de la obra a realizarse pac-
tada, indiferentemente de las personas que laboren en el cumplimiento de 
lo contratado, respondiendo frente al sindicato por el pago total del precio 
estipulado como contraprestación.
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En igual sentido la Corte Constitucional en Sentencia T-303 de 2011, con-
cluye diciendo que “(...) cuando se celebra un contrato colectivo sindical las 
condiciones en que se pacta no son de subordinación y dependencia como en 
un contrato individual de trabajo”.  
Esta Honorable Corporación en fallo T – 457 de 2011, preciso que:
 “(…) no existe el elemento de subordinación propio del contrato de trabajo, ya 
que se encuentra en un plano de igualdad, que se ve reflejado en la distribución 
de ingresos provenientes del contrato, al punto que recibe compensaciones y son 
sujetos de ciertas deducciones”.
Ahora el aporte de este estudio se enmarca no solo desde lo que repre-
senta la figura del contrato sindical, sino de otras disposiciones que quedan al 
margen para definir la situación de los trabajadores frente a la relación laboral 
que se gesta frente a esta figura, y dentro del pertinente debate, las aprecia-
ciones que se esbozan a continuación podrían ser significativas para tratar de 
dar luz a la problemática.
Es así como encontramos en el artículo 9º del Código Sustantivo del Tra-
bajo, que el trabajo goza de protección del Estado, y los funcionarios están 
obligados a prestar una debida y oportuna protección a los trabajadores, para 
la garantía y eficacia de sus derechos.
El Artículo 25 del C.S.T., estipula que “aunque el contrato de trabajo se 
presente involucrado, o en concurrencia con otro u otros, no pierde su natura-
leza, y le son aplicables por tanto las normas de este Código.  
En sana hermenéutica, tenemos el 1072 de 2015 y el Decreto 36 de enero 
de 2016, el artículo 2.2.2.1.16, que de igual forma define el contrato sindical y 
lo caracteriza como de “(…) naturaleza colectiva laboral”.  Así mismo el ar-
tículo 2.2.2.1.17, del Decreto 36 de 2016, al referirse a los afiliados vinculados 
para la ejecución del contrato, se regirá por los Artículos 373, 482, 483 y 484 
del C.S.T.
Al contraste, desde el artículo 9º se ha sentado la pauta para que no se 
distorsione el criterio que debe imperar, en tanto que como lo refiere el mismo 
artículo 25, si en un mismo trabajador concurren dos contratos, esto es el de 
ser afiliado del sindicato y el de prestar sus servicios o la de ejecutar una obra, 
y encontrado el que este tipo de figura contractual se regirá por las disposi-
ciones aludidas del C.S.T., no hay donde más escudriñar para tratar de dejar 
indeterminada la situación laboral de los trabajadores que se encuentran bajo 
la modalidad del contrato sindical.
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No obstante riñen los esbozos jurisprudenciales que niegan la relación de 
trabajo, con el criterio que en Sentencia C – 555 de 1994, la Corte Constitucio-
nal hace respecto de que “(…) la prestación efectiva de trabajo, por si sola, es 
suficiente para derivar derechos en favor del trabajador, los cuales son nece-
sarios para asegurar su bienestar, salud y vida (…)”.
En efecto, el cambio de línea jurisprudencial esta en mora para precisar 
esta vaguedad existente frente a la relación laboral que emerge frente a la figu-
ra del contrato sindical, encontrándose que es necesario el cumplimiento del 
principio fundamental de la protección al trabajo, la eficacia y garantía de la 
protección al trabajo conforme la Constitución Política y el Código Sustantivo 
del Trabajo.
Así, frente a las decisiones de los altos tribunales citados, es evidente que 
al parecer estos se han tomado de acuerdo a los momentos de cambios en los 
modelos de producción y económicos, y de la implementación de marcos nor-
mativos que se ajustan al modelo económico imperante, bastando recordar las 
disposiciones proteccionistas que emergieron sobre el derecho del trabajo a 
mediados del siglo, y su posterior flexibilización a partir de la década de 1960. 
Pero la implementación, la imprecisión y el relativo criterio que se acom-
pasa con la realidad, implica para los trabajadores al dejar abierta la posibili-
dad de la adopción de la figura, el estar a merced nuevamente bajo la potes-
tad de la imposición unilateral del esquema contractual desdibujante de la 
relación laboral, que podría devenir de la imposición vertical de la empresa 
contratante.
Basta simplemente con hacer un análisis al soporte argumentativo de 
cada sentencia que niega la existencia de la relación de trabajo, la cual gira 
solo en torno a las disposiciones específicas que regulan el contrato sindi-
cal, las cuales parten de los artículos del Código Sustantivo de Trabajo (Art. 
482,482,484) y de los decretos que lo reglamentan, sin que se ausculte más allá 
de lo que verdaderamente representa el trabajo como derecho dentro de dis-
posiciones internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, los Convenios de la OIT debidamente ratificados, 
que deben de observarse en el ordenamiento interno vía artículo 93 de nuestro 
Estatuto Superior, por la trascendencia y las implicaciones sociales que denota 
el amparo del derecho laboral. 
Así, desde este panorama acudimos nuevamente a los aportes de Arica-
pa (2006) quien señala que para el año 2000 la CGT y la CTC, introdujeron en 
el sector de trabajadores del sector agroindustrial cañero el contrato sindical, 
para fortalecer los sindicatos y como alternativa a la contratación de las CTA.
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Actualmente no se tiene una cifra cierta del número de contratos sin-
dicales suscrito por el sector de trabajadores dedicados al corte de la caña, 
lo cierto es que los datos arrojados por la Escuela Nacional Sindical (2016) 
a junio del año 2016, existirían 1975 contratos sindicales,  con los cuales se 
estarían prestando servicios o ejecutando obras con los afiliados.
Sin más, cabría entonces finalizar afirmándose que la figura del contrato 
sindical no es una modalidad ajena a la tercerización ilegal como lo denomi-
na el Decreto 583 de 2016, o que en su función de simple intermediadora bus-
ca la triangulación en la relación de trabajo, es decir en lo particular, como 
se aludió en otros apartes, la relación existente entre el ingenio azucarero y 
el sindicato de corteros, se enmarca en las relaciones mercantiles como un 
proceso de externalización del proceso productivo de la agroindustria azu-
carera, con las consecuencias además de productivas que benefician a un 
sector, repercute con un efecto jurídico desligado de las garantías laborales, y 
socialmente excluyente sobre una clase trabajadora, que a través del tiempo 
sufrirá contingencias propias del envejecimiento.
Finalmente, la adopción de la reglamentación que flexibiliza las relacio-
nes laborales, como una política encaminada a eliminar barreras de acceso a 
la circulación del capital libremente, a la luz de la firma de tratados de libre 
comercio y al ingreso a comunidades o grupos de países, que reducen las 
barreras arancelarias y del seguimiento a las recomendaciones de la Banca y 
Fondos mundiales, no solo son el resultado de la economía globalizada y de 
la políticas neoliberales, sino que la reducción del margen del éxito social se 
entiende como un logro para las organizaciones nacionales y trasnacionales, 
dejando de lado las políticas sociales concebidas dentro del marco del Estado 
Social de Derecho y que podrían tener en el trabajo el prius para el desarrollo 
social de una  nación.  
2.3 Deslaboralizacion un efecto de la tercerización 
La promoción del trabajo decente así como la generación de oportuni-
dades de trabajo en condiciones de libertad, seguridad y dignidad humana, 
deben ser el enfoque de las políticas laborales de los países que han ratifica-
do los Convenios de la OIT. Dentro de estos presupuestos los objetivos que 
según la Organización Internacional del Trabajo propone, enfocados en el 
trabajo decente, se encuentra la protección y seguridad social, al ser conside-
rada como una de las vías para superar la pobreza y afianzar la gobernabili-
dad democrática (OIT, 2017). 
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Pero frente a estos propósitos  podría encontrarse en una discordancia 
frente a la realidad vivida en nuestro país en las décadas relacionadas en 
apartes, cuando se abordó el tema de las CTA y otras formas de terceriza-
ción, puesto que no se puede considerar estos medios de promoción de las 
asociaciones para irrumpir en escenarios que fomenten la deslaboralizacion.
En nuestro país precisamente, en principio se puede afirmar, que fue la 
insuficiente normatividad y la falta de control, que en el caso de la contrata-
ción indirecta y del modo de establecer la operatividad de las Cooperativas 
de Trabajo Asociado, si bien no limitadas en el ámbito de la discriminación 
o en el caso de despidos, estas alcanzan otras esferas que abarca otras etapas 
de su vida laboral que se hacen evidentes tanto al ingreso como al desarro-
llarse su contrato laboral y con posterioridad.
Al respecto, Rodríguez (2014) hace énfasis en la situación económica 
de los trabajadores como consecuencia del individualismo, donde el Estado 
tenía poca intervención en las decisiones personales. 
Dentro de las consideraciones conceptuales consignadas con la consi-
guiente contextualización de algunas circunstancias fácticas relevantes que 
se avienen como de importancia para este trabajo, resulta imperante el análi-
sis de otros de los efectos que trae consigo las formas de tercerización laboral. 
Aún el cambio económico social de la revolución industrial no reflejaba 
para la época un panorama provechoso para los trabajadores, al contrario el 
trabajo a destajo, salarios irrisorios a través de intermediarios, contratos a 
término fijo a un año (Rodríguez, 2014), eran las situaciones imperantes a las 
que se exponía la clase trabajadora. 
Pero tal vez, estas situaciones salariales, de intermediación y de segre-
gación de una clase trabajadora, simplemente se ha mantenido en el tiempo 
acentuándose en mayor o menor proporción al encontrarse la clase trabaja-
dora inmersa a la constante transformación de la organización de la produc-
ción y de la consecución de la fuerza de trabajo adecuada a las formas del 
mercado. 
Así entonces, la deslaboralizacion se presenta como una transformación 
gradual de las disposiciones del derecho laboral garantista de una clase tra-
bajadora admitiendo la flexibilidad laboral en sus distintas modalidades. Es-
tas transformaciones en el mundo laboral se hacen evidentes en las formas 
de contratos sustituyendo el empleo estable por el temporal, como estrategia 
encaminada a flexibilizar los mercados de trabajo y su reorganización (Pala-
cio, 1994).
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Estas empresas tercerizadoras de la fuerza laboral, vienen a cumplir 
una función que amortiza las fluctuaciones coyunturales, permitiendo con-
tratar y despedir según la evolución de la demanda en tanto que los traba-
jadores frecuentemente quedan sin el ejercicio sindical y la seguridad social 
(Gorz, 1991).
De este modo, es sobre el cimiento de la necesidad organizativa más 
flexible de la estructura empresarial, que se torna conveniente para la eficaz 
consecución de trabajo mediante colaboradores externos no laborales, que el 
empresario paga sus servicios controlando sus resultados, sin que se incor-
poren a la nómina de trabajadores, sin afiliación y si cotizaciones al sistema 
de seguridad social (Bylos, 2007). Por el contrario, la adquisición de derechos 
sociales genera la desmercantilizacion, la cual es indispensable para los indi-
viduos porque refuerza sus capacidades y debilita la autoridad absoluta de 
los empresarios (Esping-Andersen, 1993, p. 42). 
De este modo, los mecanismos o formas que asume el encubrimiento 
de la relación laboral que no reúne los requisitos de la legislación laboral, la 
misma no se aplica o se aplica de forma parcial, existiendo un desplazamien-
to de la aplicación del derecho del trabajo a otros campos jurídicos, general-
mente menos costosos (Reynoso, 2000). 
Sin duda estas consideraciones no son ajenas en los corteros de caña, 
que han soportado y siguen soportando, que contextualizado de alguna for-
ma, al encontrarse inmersos en la organización flexible empresarial y la con-
secuente tercerización del trabajo, situación que no ha cesado, y que quizá 
hacia futuro encontraremos otras denominaciones a las diferentes formas de 
evitar una contratación laboral directa con la empresa principal. 
Así entonces la deslaboralizacion tiende a encubrir las relaciones labo-
rales, y que en exposición de uno u otro caso de los fenómenos de terceriza-
ción, se puede afirmar que las actividades que se realizan para cada figura, 
buscan evitar la aplicación de las disposiciones que amparan el derecho 
laboral. 
De este modo, es necesario discernir dentro del campo de cada figura 
utilizada para cumplir el propósito tercerizador de las relaciones de trabajo, 
que identifiquemos los efectos que se desprenden de este fenómeno, toman-
do como base los conceptos estructurados de varios de los estudiosos del 
tema.
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2.3.1 Deslaboralizacion y Cooperativas de Trabajo Asociado.  
Las irregularidades de las Cooperativas de Trabajo Asociado no solo se 
deben de visualizar desde la simple figura de remisión de trabajadores en 
misión y la distorsión del objeto social desnaturalizando las formas jurídi-
cas, además de estos efectos que de por si son nefastos a los intereses de los 
trabajadores del corte de la caña, lo es con consecuencias aún más profundas 
cuando se ausculta que se presenta el traslado de las cotizaciones de seguri-
dad social al trabajador asociado, la sustracción del pago a cajas de compen-
sación familiar y el pago de aportes parafiscales como aspectos relevantes a 
destacar, dada la pertinencia para este estudio.
La desnaturalización de la esencia del contrato de trabajo al convertirlo 
en un acuerdo cooperativo, como lo señala Benavides (2009):
(…) viola el derecho a la libertad de asociación, la libertad sindical y el derecho 
a la huelga, así como los demás principios del derecho laboral, consagrados 
constitucionalmente como el de favorabilidad, capacitación, adiestramiento, 
descanso necesario, protección especial a la mujer,  la maternidad y el trabajo 
del menor (p.11). 
En igual sentido López y Mora (2006) explican cómo las empresas han 
permeado el espacio del cooperativismo a través de la deslaboralizacion, 
transformándolas en proveedoras de empleo temporal con el consecuente 
abuso para el proceso de tercerización. 
Estos efectos de entrada se acompasan con las formas de organización 
del trabajo o el denominado mercado de trabajo, cuyos efectos no solo son 
medibles en la escala de la relación comercial que se estableció entre contra-
tante y contratista o cooperativa e ingenio azucarero, puesto que en la oferta 
mercantil que imperó, se incluyeron clausulas por medio de las cuales una 
vez aceptada la oferta, quedaba expresamente estipulado y aceptado que la 
empresa (Ingenio) podría declarar unilateralmente por terminada la oferta 
mercantil de servicios y de pleno derecho de forma anticipada, sin requeri-
miento administrativo o judicial (Aricapa, 2006).
Y es que el tipo de contratación no solo generaba la inestabilidad labo-
ral, con la consecuente e inminente terminación de la actividad que realizaba 
el cortero de caña para esa empresa, sino que implicaba además la necesidad 
de ajustar esos propósitos aun cooperativistas, a la razón organizacional pro-
ductiva de la agroindustria de la caña.
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El consecuente efecto de esta práctica antilaboral sustrae a las relacio-
nes de trabajo de la aplicación de las normas de derecho y de las garantías 
consagradas, pero precisamente el auscultar sobre aspectos que van más allá 
del plano de la relación laboral y del contrato de trabajo, es la esencia de la 
problemática suscitada.
Lo anterior lo hace evidente Pérez & Álvarez (2009) al hacer énfasis a los 
descuentos en la comparación de ingresos netos que reciben los trabajadores 
corteros:
“(…) los dos escenarios para el ingreso bruto mensual analizado ($958.808). 
Así, si el trabajador fuera contratado a través de la Ley 100, ingreso neto reci-
bido mensual, seria de 882 mil pesos a lo cual habría que sumarle el subsidio 
de transporte ($55.000 a 2008), arrojando un ingreso neto de $937 mil. Por el 
contrario, si se encuentra vinculado a una CTA, el ingreso neto mensual recibi-
do será de $519 mil (cifra cercana a 1,0 SMMLV de 2008, ingreso que incluye el 
subsidio  de transporte), lo cual y no equivale al salario atractivo  señalado 
por Asocaña (…).Bajo esta  realidad, el cortero vinculado a las CTA recibe en 
términos netos un 44, 6% menos de ingreso que el mismo contratado directa-
mente por los ingenios o los cultivadores a través de la Ley 100.” (p.51).
Este tipo de tercerización no solo expone al trabajador a unas condicio-
nes desfavorables de trabajo, sino que además permite la imposición de cláu-
sulas por parte de la empresa que contrata a las CTA, mediante la cual podría 
terminar anticipadamente la terminación del contrato en cualquier momento 
y sin recurrir a trámite administrativo o judicial alguno, violando no solo las 
disposiciones laborales y dejando a los trabajadores al margen de las garan-
tías laborales, sino que además se violan con tal proceder disposiciones de 
índole civil al terminar de forma unilateral el contrato en ausencia de causal 
alguna, contrario al supuesto jurídico del consenso y de la voluntad de las 
partes (Cisneros, 2006).
Ahora, hasta aquí es evidente que existe ya una situación crítica res-
pecto de la relación de trabajo y del contrato de trabajo, la protección ya 
no comprende estas aristas jurídicas, sino que la desprotección que encarna 
algunos preceptos normativos al permitir estas formas tercerizadoras, per-
mite la creación de figuras asociativas como las CTA, sociedades comercia-
les como las Sociedades Simplificadas por Acciones y la figura del contrato 
sindical, formas de asociarse que pueden no tener ninguna capacidad que 
permitan cumplir patrimonialmente con las obligaciones de tipo laboral que 
se gesten, constituyéndose quizá hacia futuro otra problemática más allá de 
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la que se puede estar abordando en este estudio, puesto que todavía está 
por considerarse, el número de trabajadores del sector de corteros de caña 
afiliados al sistema de seguridad social en pensiones, con las consecuentes 
repercusiones que afrontará al momento de solicitar su pensión de vejez al 
no encontrar realizados sus aportes al sistema.
2.3.2 Deslaboralizacion y Contrato Sindical.
Los aspecto evidenciados frente a las formas de tercerización relaciona-
dos no son diferentes frente al resultado que se puede esperar respecto del 
contrato sindical, como una figura de la deslaboralizacion. 
En efecto, ya en renglones anteriores se hizo un desglose sobre aspectos 
cruciales que ponen las relaciones laborales al margen de la regulación del 
trabajo, al implementarse la contratación de personas para ejecutar servicios 
o ejecutar obras a través del contrato sindical, además de la posición juris-
prudencial de la alta Corporación de la jurisdicción ordinaria.
Ahora, dentro de la generalidad de las formas de tercerización se puede 
encontrar que la deslaboralizacion abarca otros aspectos como el que no se 
pague la remuneración por horas extras, ni trabajo suplementario, que si 
bien en la denominada compensación que reciba el trabajador que por regla 
obligue a una CTA, contrato sindical, u otra forma, a pagar, estos estarán por 
fuera del disfrute de los beneficios que consagra la normativa laboral, puesto 
que el asociado o afiliado, sea el caso, se afilia a estas de forma voluntaria.
Al contraste, pareciere una anomia, en lo que respecta a la voluntad, el 
que, si en el contrato de trabajo no existiese el elemento de la expresión de 
la voluntad para las partes, que edifica el principio de consensualidad, que 
prima en las formas contractuales; por lo que el disentir de cualquier apre-
ciación que busque justificar la negación a que con las relacionadas formas 
de tercerización no se pretenda deslaboralizar las relaciones de trabajo, es 
estar frente al exabrupto de la oblicuidad jurídica y social.
En efecto, el solo hecho de estar frente al pago de un salario que apareja 
y afecta las primas, las vacaciones y la propia liquidación de prestaciones, 
podría entonces representar una significativa estrategia de la reducción de 
costos, en tanto que la compensación económica como figura, deja al margen 
los efectos de los rubros o montos que al constituirse como salarios afecten 
cada prestación.
Y es que como lo refiere el profesor Reynoso (2000) refiriéndose a la 
subcontratación, es la empresa contratada la que asume la responsabilidad y 
obligaciones de tipo laboral, que se pudiesen derivar de sus trabajadores, de-
jando estipulado el que la subcontratante quedare salvo y libre de cualquier 
reclamo judicial.
Desde esta óptica, no se dimensiona otra situación diferente, y en lo que 
respecta a los contratos laborales, es buscar borrar cualquier vestigio de nexo 
o compromiso laboral entre los trabajadores de la subcontratada y la subcon-
tratante (Reynoso, 2000).
Precisamente, al contemplarse la deslaboralizacion y su efecto, se hace 
imperioso enfatizar sobre la preocupante situación a la que se ven abocados 
los trabajadores, por cuanto la reducción de costos es la tendencial apuesta 
de todo empleador, lo que hace crecer en proporción las condiciones preca-
rias de empleo y de paso a la protección social.
Teniendo como referente la generalidad de las formas de tercerización, 
es claro que ya la estabilidad laboral como presupuesto legislativo destinado 
a preservarla, se ha debilitado, por cuanto la antigüedad como factor aumen-
ta el costo laboral de un contrato de trabajo, frente a las demás opciones de 
relación laboral que permiten un ahorro a la empresa (Reynoso, 2016).  
Al parecer las opciones que se encuentran dentro del mercado de traba-
jo, no escapa a la lógica de mercado en si destinado a la circulación de bienes 
y mercancías, en tanto que el trabajador termina siendo objeto de la misma 
lógica, destinada al libre comercio y al debilitamiento de cualquier barrera 
que permita el libre cambio.
De este modo, se hace más efectiva la forma de contratar a través de 
empresas intermediadoras o asociaciones cooperativas, por la resistencia mí-
nima que pudiese representar el trabajador por fuera de las garantías que 
ofrece la legislación laboral protectora, puesto que representa una significati-
va reducción en el costo de la fuerza de trabajo, de atención en negociaciones 
colectivas y de gastos administrativos, siendo eficiente la empresa, enfocada 
únicamente en el negocio medular, evitándose el desgaste en la atención a 
los aspectos relacionados por resultar menos relevantes.  
Esto permite el asentamiento de las formas tercerizadoras estudiadas, 
que inclusive llegan al punto de la institunalizacion de la figura con el refe-
rido Decreto 583 de 2016, que sin más como lo enfatiza Reynoso (2016) para 
el caso que abordamos:
“(…) este tipo de encubrimiento contaría en muchos casos con la  complici-
dad de otras del derecho del trabajo, como la jurisprudencia, la cual actuó en 
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muchos países como la gran cómplice, al ofrecer interpretaciones que permiti-
rían concretar la ruptura de la antigüedad de la relación contractual (p. 5)”.  
Tal consideración puede tener su sustento, toda vez que realizado el 
deslinde conceptual de la flexibilización y tercerización en renglones ante-
riores, cobra mayor importancia el centrar los estudios sobre los efectos que 
produciría la deslaboralizacion frente a otros derechos, que pueden resultar 
más importantes, pero que parten de la relación laboral individual, y que a 
futuro se verán afectados debido a la exigencia de requisitos que comporta 
el sistema pensional.
Finalmente la concreción de la figura del contrato sindical, se puede 
considerar como la reversión ha logrado por las luchas sindicales, por ser 
este el instrumento adecuado puesto a merced del empresariado para for-
talecer su esquema productivo y fragmentar el sindicalismo, herramienta 
ajustada a las formas de tercerización que difumina los intereses de las 
clases trabajadoras.
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3.  TERCERIZACIÓN LABORAL: 
LOS EFECTOS EN LA EXPECTATIVA PENSIONAL PARA LOS 
CORTEROS DE CAÑA
La seguridad social integral y con esta el sistema de seguridad social 
en pensiones, resulta significativa en el avance hacia el desarrollo concreto 
de los postulados constitucionales y legales para la consecución de los fines 
del Estado, y quizá se puede convertir en uno de los pilares de una sociedad 
justa al brindar la posibilidad de la concreción de uno de sus principios como 
el de la dignidad humana.
Desde los esbozos históricos consignados en este estudio, es claro que 
la tardía implementación de un régimen en seguridad social que parte desde 
la colonia hasta la época de la república, podría considerarse como uno de 
los obstáculos que han impedido un desarrollo social equitativo en nuestro 
país, debido a que las implicaciones del desarrollo de la legislación laboral 
estuvo enmarcado dentro un proceso lento y poco eficiente, reformista, in-
clinado más hacia el acrecentamiento de los propósitos empresariales que 
al crecimiento y fortalecimiento eficiente de los derechos de la clase trabaja-
dora, reflejado en un Código Sustantivo del Trabajo con más de 60 años de 
involución hacia al trabajador y de evolución para las empresas.
En efecto, claramente se puede inferir con claridad que la tercerización 
laboral tiene unos efectos tanto jurídicos como sociales, los cuales se ven 
representados en cada una de las figuras adoptadas como medio de realiza-
ción, desarrollo y ejecución de actividades comerciales.
Los diferentes tipos de tercerización evidenciados con la subcontrata-
ción, las Empresas Asociativas de Trabajo, Cooperativas de Trabajo Asociado, 
los Contratos Sindicales y otras formas, no solo buscan dejar por fuera del 
marco legal del trabajo las relaciones laborales que se edifican en la prestación 
personal de un servicio, sino que además esas repercusiones pueden impactar 
directa o indirectamente sobre otros aspectos de la vida de un trabajador. 
Sin embargo cabe destacar la correlación existente entre el derecho al 
trabajo (Art. 25 C.N.) y el derecho a la seguridad social (Art. 48 C.N.); uno 
de rango fundamental y el otro de alcance Económico, Social y Cultural; 
pero finalmente el segundo propósito del Estado se ve afectado por el pri-
mero, siendo necesaria una coordinación de una política social del empleo 
y su estabilidad, para que se alcance los requisitos que exige el sistema 
pensional.
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Así el enfoque de la política social del Estado, y dentro de esta,  la po-
lítica laboral, debe estar dirigida a alcanzar un propósito que permita la ar-
ticulación perfecta entre uno y otro, esto es la generación de empleo formal 
en desarrollo del principio de estabilidad (Art.53 C.N.), para que se dé con-
tinuidad sin trabas a las cotizaciones y alcanzar el número de semanas re-
querido o el ahorro suficiente dependiendo del régimen al que este afiliado, 
y no se vea truncado debido a la deserción o el desempleo, y a la volatilidad 
en las relaciones de trabajo que se suscitan, haciendo imposible alcanzar 
una prestación, debido a aspectos que se desglosaran más adelante.
No obstante la generalidad dada en este capítulo al sistema pensio-
nal, el cual se encuentra integrado por las prestaciones de vejez, invalidez 
y muerte; cabe aclarar que el énfasis se hará respecto del primer régimen 
prestacional, es decir el de vejez, toda vez que el seguro de invalidez y de 
muerte comporta situaciones y presupuestos que ineludiblemente se asu-
men o bien por la aseguradora de riesgos laborales tratándose de accidentes 
de trabajo, o por el fondo de pensiones en el caso de enfermedad común, 
pero que sin embargo se verán afectados por el número mínimo de semanas 
que se hayan aportado al sistema de pensiones.
En tal sentido las variables destacadas, no implica el total desentendi-
miento de las prestaciones que comporta la invalidez y la muerte, por los 
efectos que se pueden estar produciendo en el sistema debido a la terceri-
zación, puesto que tienen como punto de partida la relación de trabajo, el 
tiempo de duración de los contratos de trabajos y la seguridad social, los 
cuales se pueden ver afectados con las modalidades de la tercerización. 
Aun así, los efectos que se podrían suscitar en las eventualidad de una 
invalidez o la muerte por accidente de trabajo, estando el trabajador bajo la 
modalidad de la tercerización tendría sus efectos al momento de identificar-
se el verdadero empleador, lo que podría incidir al estar la relación laboral 
individual expuesta a una conflictividad del pago de las prestaciones socia-
les y las cotizaciones a salud, pensiones y riesgos laborales.
3.1 La relación Trabajo y Seguridad Social 
En los apartes iniciales de este estudio, se sentaron las bases impor-
tantes de cómo la clase obrera cortero de caña, es quien ha aportado a la 
consolidación con su fuerza de trabajo a la agroindustria azucarera con las 
repercusiones regionales, nacionales e internacionales.
En efecto es algo que no admite discusión, pero en lo atinente, como se 
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podría encontrar justificado uno y otro aspecto que se plantea, frente a que 
es tanto trabajo como seguridad social, derechos necesarios para desarrollar 
de forma efectiva los cometidos del verdadero Estado Social de Derecho.
En este sentido, la pertinencia de auscultar como surge la seguridad 
social, es como se podría entender que es el trabajo es un eje que la desarro-
lla, y como lo resalta Arenas Monsalve (2011) citando a Almansa, al hacer 
énfasis inclusive a las antiguas formas de organización como los Collegia 
Romanos, las guildas germano-anglosajonas, las cofradías y las corporacio-
nes de oficios, fueron formas de organización y medidas encaminadas a 
contrarrestar los posibles riesgos que se generaban en las diferentes activi-
dades laborales.
No obstante lo trascendental del trabajo como institución y como este 
se vuelve la columna edificadora del derecho a la seguridad social, se puede 
hacer referencia a aspectos cruciales de como la revolución industrial sienta 
las bases de la seguridad social como derecho, partiendo de antecedentes 
importantes que Arenas (2011) resalta como medidas protectoras de las ne-
cesidades sociales, que van desde la asistencia tanto familiar, luego privada 
y finalmente como pública; para pasar luego a la previsión  con mecanismos 
como el ahorro, las mutuales y el seguro privado; estableciéndose previa-
mente los seguros sociales, para finalmente consolidarse la seguridad social 
como un sistema.
Por lo tanto el sistema general de pensiones como tópico destacable, 
dada la existente connotación que adquiere al ser el trabajador el gestor de 
sus ingresos y quien recibiría de manera indirecta la remuneración al sufrir 
una contingencia al tener la calidad de asegurado frente a los posibles rie-
gos que le depara especialmente la vejez, la invalidez o la muerte, es en sí 
crucial para salir al paso con las contingencias que le son propias generadas 
por los riesgos en las diferentes actividades de los trabajadores, pero en 
especial para el cortero de caña, como a otros sectores, su actividad implica 
necesariamente estar expuestos al envejecimiento y a otros riesgos propios 
de su trabajo.
Y es que siguiendo las líneas del autor Arenas (2011) en lo que respecta 
a seguridad social, hay periodos que se destacan tanto a nivel mundial que 
parten de la revolución industrial, y con esta la evolución de un sistema de 
seguro Alemán, en los tiempos de Bismarck, con el seguro de enfermedades 
en 1883. En igual sentido el origen de la Ley Americana de Seguridad Social 
en 1935, es debido a la gran depresión a causa de la crisis económica, que 
repercutió  particularmente en el desempleo en gran medida; luego resulta 
trascendental del informe Beveridge en Gran Bretaña en 1942, debido a la 
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necesidad de replantear el sistema de seguro establecido que legalmente 
estaba establecido pero no bajo unas verdaderas políticas sociales.  
A nivel nacional, la clase trabajadora atravesó varios estadios en los 
cuales precisamente la seguridad social se fue estableciendo como un pilar 
del desarrollo social, pues los diferentes conflictos suscitados a lo largo del 
siglo XX y los ocurridos en el siglo XXI, no solo se deben de observar desde 
la óptica de las relaciones de trabajo y de los contratos de trabajo, que han 
tenido como óbice esos conflictos individuales y colectivos de trabajo, sino 
por representar de alguna forma implicaciones en el sistema general de 
seguridad social.
Así, el amparo que ofrece la seguridad social se aviene debido a una 
contingencia social, la cual puede afectar a un individuo como trabajador y 
a su grupo familiar, por estar a cargo o por la dependencia frente a él, y que 
repercute en su nivel de vida, debido al incremento de los gastos o por la 
disminución de los ingresos de quien tiene la dirección económica del hogar. 
En efecto, la relevancia jurídica considerada en los sistemas de seguri-
dad social es con el fin de contrarrestar las contingencias que deben afrontar 
las personas en alguna etapa de su vida, no precisamente a fenómenos como 
el desempleo, sino porque son factores incidentes debido al ciclo normal al 
que se ven sujetos los individuos de la especie humana, circunstancias a las 
que se van a ver inmersas este grupo de trabajadores dedicados al corte de 
la caña de azúcar.
En tal sentido, resulta relevante establecer la simbiosis existente entre la 
relación trabajo y seguridad social, toda vez que se derivan efectos de tipo 
social que pueden incidir en la vida de las personas, encontrada en un proce-
so de evolución que no ha obedecido solo ha políticas de los gobiernos, sino 
que se ha tornado un estandarte dentro de las políticas públicas del Estado, 
para sus cometidos y fines que el mismo promueve en su nueva concepción 
como organización política administrativa, bajo la cual se establecen princi-
pios y derechos a favor de los trabajadores.    
Sin duda, que el panorama existente frente al surgimiento de la segu-
ridad social en Colombia tiene un origen identificable tanto político, social, 
como cultural y económico. Pero en general el surgimiento de la seguridad 
social se presenta dentro de un esquema carente de un plan previamente 
establecido, cuya especificidad abarca desde los beneficios asistenciales por 
parte del Estado, beneficios que eran públicos y privados pero que en sus 
inicios no abarcaba a toda la población excluyéndose a aun basto sector.
Tercerización Laboral de los Corteros de Caña en el Sector Agroindustrial del Valle del Cauca 129
Un ejemplo claro es el que inicialmente en la reciente República Colom-
biana, la seguridad social abarcaba al personal civil mediante la pensión de 
jubilación por invalides al cumplir 20 años de servicios conforme la Ley 50 
de 1886, a Magistrados de la Corte Suprema con más de 60 años de edad, a 
civiles con 30 años de servicios y 60 años de edad conforme la Ley 29 de 1905. 
Las disposiciones referidas en el párrafo anterior claramente hacen alu-
sión a actividades laborales relacionadas con funciones del Estado. Empero 
es solo con creación de la Ley 57 de 1915, que se habla ya de accidentes de 
trabajo, pero limitada a empresas conforme lo expresa el Artículo 10.
Luego mediante Ley 37 de 1921, se establece el seguro obligatorio para 
indemnización por accidentes de trabajo y en 1925 se regula la higiene y asis-
tencia social, y la Ley 1 de 1932, establece las pensiones de jubilación a traba-
jadores de empresas ferroviarias y particulares.
Paralelo a esto se erigía ya una industria agraria cañera que como se re-
saltó en apartes tuvo como pilar una fuerza de trabajo, pero que en resumen 
normativo carecía de un sistema específico de seguridad social por que no 
abarcaba a todas las actividades laborales, siendo segregado el trabajador del 
campo y con estos el cortero de caña, quienes fueron excluidos de los bene-
ficios que se podrían tener frente a las contingencias propias de la actividad.
De tal modo que el trabajo como institución y derecho, configura una 
trascendental evolución a favor de la clase trabajadora, no obstante tales con-
quistas logradas por las luchas obreras, está a merced de los fenómenos ya 
descritos como la tercerización y la deslaboralizacion, los cuales se pueden 
identificar como barreras para el acceso a prestaciones como la pensión de 
vejez.
Es entonces desde estas apreciaciones que se puede afirmar que la inse-
guridad en el empleo como efecto de la tercerización, se podría tornar como 
un atentado a la seguridad social, dada la fluctuación del mercado laboral y 
la forma en que se presentan hoy las relaciones laborales.
Luego la deslaboralizacion significa una barrera para la ampliación de la 
protección social de los trabajadores producto de las relaciones encubiertas, 
encaminada en la no aplicación de la legislación laboral, que por consiguiente 
determina la imposición salarial y de paso afecta el acceso a otros derechos, 
dentro de los que se encuentran la seguridad social en pensiones y en riesgos 
laborales, por estar el trabajador frente a contrataciones que circundan las 
esferas de la legislación civil o mercantil, pero si al margen de la legislación 
laboral. 
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De modo alguno, los trabajadores corteros de caña que estuvieron vin-
culados a través de las CTA, o a  través de los contratistas independientes, o 
de las figuras emergentes estudiadas como el contrato sindical, al no haberse 
realizado los respectivos aportes en su oportunidad al sistema, tendrán que 
afrontar los efectos de este tipo de relaciones de trabajo encubiertas, siendo 
evidente que la relación trabajo y seguridad social tienen un efecto impor-
tante, y que en circunstancias ya descritas, el resultado sería adverso a los 
intereses de los trabajadores, al mismo sistema de seguridad social en pen-
siones y a los fines de los cometidos del Estado Social. 
3.2 El Derecho a las Pensiones de los Corteros y la 
Tercerización Laboral
Ahora, el derecho a las pensiones encontrado como derecho que com-
prende el Sistema General de Seguridad Social integral, tiene una especial re-
levancia, sin que se pueda afirmar que es menor la significación que adquieren 
los otros subsistemas como la salud, riesgos profesionales y complementarios. 
De modo tal que como conjunto de normas, procedimientos, y “(…) un 
conjunto de principios lógicamente entrelazados entre sí (…)”, y como “un 
ordenado y armónico conjunto contribuye a una finalidad (Cabanellas, 2008, 
p. 367), en el sentido de la definición del autor, precisamente el régimen le-
gal colombiano establece el sistema de pensiones a través de la Ley 100 de 
1993, enmarcado en unos principios, normas y procedimientos, además de 
un marco que establece unos requisitos, dentro de los cuales está el que la 
afiliación es obligatoria, así como es obligatorio el que se deban realizar las 
cotizaciones por parte del empleador.   
No obstante frente a las definiciones jurídicas existen obligaciones que 
derivan para cada empleador de afiliar a sus trabajadores a la seguridad so-
cial, las cuales representan una expectativa pensional para el empleado, de 
responsabilidad social para el empleador, marco dentro del cual permite al 
Estado alcanzar los propósitos en términos de desarrollo social.
Sin embargo, como se consignó en apartes anteriores referidos al es-
tudio de las figuras y tipos contractuales, estos se verán frustrados dada la 
marginalidad a la que se ven expuestas las relaciones laborales de los corte-
ros con los fenómenos de la tercerización y la deslaboralizacion.
Al respecto la OIT ha sido enfática en persistir en el objetivo de brindar 
protección a los trabajadores bajo el principio de la primacía de la realidad 
sobre las formas, independientemente de la calificación jurídica que se les 
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asigne, y ratifica la necesidad de la eliminación de las relaciones laborales 
encubiertas y de las disposiciones que supongan la implementación y el uso 
de formas encubiertas (OIT, Recomendación Nº 198). 
Es apenas identificable la situación frente a las expectativas de las pen-
siones de este sector de trabajadores, y se hace evidente ya que resulta que 
un porcentaje considerable que no reporta periodos de cotización, en donde 
el 40% de los encuestados afirman reconocer que no aparecen periodos de 
cotización al sistema de pensiones (Encuesta GILMAC, 2017), situación que 
sin duda repercutirá en la expectativa pensional de los trabajadores del corte 
de la caña, obviamente que tal situación se acentuó marcadamente en la dé-
cada de 1990 y 2000.
En el caso de los ingenios azucareros es necesario el análisis de si la 
tercerización de la mano de obra de los trabajadores del corte de la caña 
utilizándose las Cooperativas de Trabajadores Asociados en otrora o como 
actualmente se requiere a través de contratos sindicales, o cualquier otra for-
ma que se ajuste al momento económico, o si es necesaria la externalización 
del servicio entregando a otra empresa la especialidad del proceso de corte 
de la caña.
En efecto dada las circunstancias fácticas en que se han desarrollado las 
relaciones de trabajo de los corteros y de la evolución de la agroindustria de 
la caña, es de considerar que históricamente el trabajador de este sector es 
quien ha sufrido todos los embates de los ajustes de la producción agroin-
dustrial azucarera.
Estas condiciones las resalta Cisneros (2006) al referirse a los corteros 
contratados a través de CTA’s, ya que al no tener horario de trabajo y al verse 
forjados a jornadas diarias de trabajo que superaban las 12 horas, recibían 
menos por el tonelaje que los trabajadores contratados directamente por el 
ingenio, y para quienes la afiliación a seguridad social se veía sometida al 
capricho del contratista, pese al descuento de la nómina.
Se hace entonces necesario establecer si precisamente el acceso a una 
prestación pensional está afectada por la tercerización de forma evidente, 
puesto que el resultado en un sistema de seguridad social regido por las con-
tribuciones que deben realizar los afiliados, es la principal causa para poder 
alcanzar los requisitos de números de semanas como tópico ineludible, sien-
do el envejecimiento un factor común para cualquier ciudadano, la esencia 
está en la estabilidad en el empleo. 
Entonces si la falta del cumplimiento de requisitos para el acceso a una 
pensión de vejez, está determinada por el número de semanas, el resultado 
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de la falta de cotización de ciertos periodos es incidente para acceder a la 
prestación, especialmente en la de vejez, por cuanto es representativo el que 
se deba acumular 1300 semanas a la fecha, o que en el mejor de los casos deba 
de acumular 1000 semanas, si está amparado por el régimen de transición.  
Resulta característica tal consideración, por cuanto el cortero de caña 
es un trabajador que tiene unas condiciones diferentes a los trabajadores del 
sector urbano, es decir hay una condición social en este grupo de trabajado-
res que los hace vulnerables a la tipologías contractuales dado su grado de 
escolaridad y el desconocimiento de los efectos jurídicos de estas, puesto 
que el 40% tienen como grado de escolaridad la primaria, y el 48% de la 
población según la muestra tienen un grado de escolaridad de secundaria 
(Encuesta GILMAC, 2017).
Si sumado a lo anterior, se toma el referente de edad de los trabajadores 
corteros, según la encuesta, el 25% tiene un rango de edad entre 22 a 40 años, 
con un promedio de edad de 45 años, tal aspecto puede ser incidente si se tie-
ne en cuenta que el 48% de los trabajadores tiene a cargo de dos a tres hijos, 
y un número significativo hasta de cinco hijos.
Claramente se pude establecer una necesidad marcada para el provee-
dor de un grupo familiar, pues resulta la premura de la satisfacción de ne-
cesidades que el sistema no podría cubrir, como por ejemplo el acceso a la 
seguridad social en salud, podría estar cubierta con el régimen subsidiado, 
no obstante otras necesidades como la alimenticia y de vestuario, estarían 
insatisfechas por la falta de un ingreso que lo sufrague, resultando ineficaz 
la protección de todas las necesidades al ser escasa la cobertura frente a tales 
contingencias, sino que además si a futuro no existe un ingreso permanente, 
reflejado en una prestación por vejez afectará directamente al grupo familiar.
Aunado a lo anterior las expectativas de un grupo de trabajadores se 
desvanece con el proceso de envejecimiento, al resultar que las enfermeda-
des por riesgo laboral o de riesgo común, acechan como potencializador que 
margina al cortero, resultado de la desgastante tarea que caracteriza esta ac-
tividad laboral.
Tales apreciaciones resultan pertinentes, en el sentido de que las tareas 
repetitivas de la actividad del corte de la caña son físicamente necesarias, 
aspecto que claramente está reflejado en la encuesta realizada, ya que el 93% 
de los encuestados afirman estar expuestos a movimientos repetitivos de 
manos y brazos y movimientos que producen dolor y cansancio, situación 
verificable y relacionada cuando el 92% de los encuestados siempre trabaja 
bajo la misma postura durante el mayor tiempo de la jornada laboral.
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Los trabajadores de este sector afectados, enfrentan desventajas relativas 
a la relación de trabajo y al contrato de trabajo, obstáculos que no son los 
únicos y pueden presentar mayor dificultad de subsanarse, ya sea por las 
condiciones de las personas al encontrarse en una edad donde no le es fácil 
emplearse, o por su condición física que debido a la edad se haya deteriorado.
Este hilo de ideas toma aun mayor consistencia en los aspectos resalta-
bles de la seguridad social, si bien en los apartes conceptuales referentes a 
los tipos de tercerización, y los efectos que representan en la seguridad social 
de la población focalizada, es el que se nota un alto grado de exposición a 
gases, vapores o humo del 85% de los encuestados, frente a solo un 3,4% que 
no lo tiene, condiciones de trabajo que sin duda incidirán en la salud de los 
trabajadores. 
Así entonces, a los riesgos que genera las actividades mismas de los cor-
teros en su centro de trabajo, se debe sumar la que generan las incertidumbre 
en las relaciones laborales, toda vez que el trabajador se expone a la even-
tual relatividad de la estabilidad en el empleo, a la de pauperización salarial 
con esquemas representados en cantidad de producción por día (destajo) así 
como a la incertidumbre de su relación empleado – empleador, que se puede 
generar al usarse las figuras asociativas, de contratación sindical  u otras, 
incidiendo en la indeterminación del verdadero empleador.
Tales aspectos permiten hacer énfasis en que la política socio-laboral 
debe perseguir una integración progresiva frente a lo que representa la se-
guridad social, por lo representativo de alcanzar las metas propuestas en 
la materialización concreta de los fines del Estado, que procure un marco 
inclusivo frente a sectores de población que a lo largo de las décadas como 
se ha reflejado en este estudio aún sigue siendo objeto de marginación social.
3.3 Tercerización y efectos sobre el Sistema de Pensiones 
Desde líneas anteriores se enfatizó sobre las circunstancias que tienen 
como efecto en una población como el cortero de caña cuyas condiciones han 
sido por décadas de marginación, en lo que respecta a educación, vivienda 
digna, y la carencia de otros bienes materiales, la tercerizacion se encumbra 
como otra barrera para alcanzar los beneficios del sistema de seguridad so-
cial en pensiones.
Por lo tanto los subsistemas del régimen de seguridad social en pensio-
nes, comprenden requisitos expresos para el reconocimiento y que un traba-
jador pueda acceder a las prestaciones, característica propia de los regímenes 
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contributivos. Así los efectos sobre los sistemas de pensiones por vejez, ries-
gos laborales y por muertes, se pueden ver reflejados de acuerdo a lo de-
terminante que resulta el tener las cotizaciones suficientes que requiere el 
sistema. Conviene entonces abordar cada sistema para mejor comprensión y 
establecer los efectos resultantes de la tercerización sobre estos.
Sistema de Pensiones por Vejez
La evolución de este régimen esta dado en un sin número de reformas 
que a lo largo del desarrollo del sistema de seguridad social, implica una 
marcada tendencia al incremento de los requisitos para el acceso a dicha 
prestación. No obstante su origen con la creación de la Caja Nacional de 
Previsión Social con la Ley 6ª de 1945, y del Instituto de Seguros Sociales con 
la Ley 90 de 1946. Para las Cajas previsionales que fueron del orden nacional 
y territorial tiene como antecedentes para su financiación los aportes del Es-
tado y los trabajadores públicos; luego para el Instituto de Seguros Sociales 
con la creación de un fondo común, concentraba a trabajadores del sector 
privado, trabajadores por cuenta propia en menor número, aspecto resalta-
ble que limitaba el acceso a la prestación de vejez a un sector de la población.
La reforma a la seguridad social a partir de la Ley 100 de 1993, además 
de incorporar la participación de particulares en la administración de los 
aportes de las pensiones, incorpora un régimen de transición (Art. 36). La re-
forma está sujeta al cumplimiento de requisitos incrementando por un lado 
la edad y por otro los periodos de cotización. 
Para el caso de las mujeres a la entrada en vigencia del régimen de Ley 
100 de 1993, esto es el 1 de abril de 1994, en cuanto a la edad exige que las 
mujeres tuviesen 35 años o más de edad, o 40 años si son hombres, o 15 años 
o más de servicios cotizados, les será aplicable el régimen anterior al cual se 
encuentren afiliados.
Así en cada reforma propuesta son determinantes los factores de incre-
mento de edad y de aumento de los números de semanas de cotización. Si 
bien para el primer factor dada el natural proceso para todo ser humano, al 
cual de forma ineludible se ve expuesto, el segundo factor tiene una especial 
connotación de acuerdo a los tópicos consignados con anterioridad respecto 
de la incidencia que se tiene al estar vinculado a las empresas a través de los 
esquemas de contratación tercerizados.
En efecto si el tiempo de cotización se debe de reflejar en número de se-
manas de cotización, no obstante si la empresa que actúa como tercerizadora 
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no realiza los aportes a las administradoras de pensiones, surge un dilema 
en este sentido para el trabajador, en cuanto a que por desconocimiento o la 
falta de seguimiento solo se percata de tal hecho mucho tiempo después al 
momento de elevar al respectivo fondo de pensiones su solicitud, aspecto 
que está determinado por la falta de elementos probatorios para exigir la 
reclamación o porque la empresa carente de suficiente patrimonio se crea de 
forma temporal para cumplir un objetivo como en el caso de las CTA.  
El primer aspecto sobre el desconocimiento de la obligación del emplea-
dor frente al trabajador de realizar los aporte al sistema de pensiones, se evi-
dencia de la siguiente manera al establecerse que el 67% tiene conocimiento 
de sus aportes al sistema de seguridad social en pensiones (Encuesta GIL-
MAC, 2017), indicador que demuestra un porcentaje restante que no conoce 
de su situación como aportante al sistema.
Luego el ítem especifico de encuesta referido a si conoce sobre periodos 
sin cotizaciones a la seguridad social en pensiones, revela que un 40% de los 
encuestados no las tiene, como se aprecia en la siguiente figura:
Grafica N° 1. Como trabajador sabe si tiene periodos sin cotizaciones a la seguridad 
social en pensiones
Fuente: Encuesta Grupo María Cano GILMAC, 2017
Sin duda que al contrastarse, los ítems de encuesta frente al panorama 
que se alude sobre los periodos de cotización frente a las periodos en que 
estuvo afiliado un trabajador a una CTA, específicamente a que si hubo pa-
gos a la seguridad social por parte de las instituciones asociativas, el 62% 
afirmaron que si hubo pagos de aportes a la seguridad social, mientras que 
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el 17% afirmaron que no se hicieron aportes a la seguridad social; y como se 
aludió anteriormente al relacionarse con el otro ítem existe un porcentaje del 
21% que desconoce de tal situación (Encuesta GILMAC, 2017). Lo anterior se 
hace evidente en el siguiente gráfico.
Gráfica N° 2. La CTA. realizó los pagos a seguridad social. 
Fuente: Encuesta Grupo María Cano GILMAC, 2017
Ahora, en lo que respecta a la mayor etapa en que estuvo vinculado a 
través de una CTA, resulta paradójico la coincidencia encontrada frente a 
otros autores como Farne (2008), que aluden específicamente a esta etapa en-
tre el 2001 y 2010, donde se dio un incremento significativo de la figura aso-
ciativa para vincular trabajadores para la actividad del corte de la caña. Así 
el estudio de campo arroja que un 72% estuvo vinculado a una CTA, frente a 
un 21% que no lo estuvo, mientras que el periodo comprendido entre el 2001 
y 2010, el 53% estuvo vinculado a través de una CTA, como a continuación 
se resumen en el cuadro estadístico.  
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Grafica N° 3. Estuvo vinculado a una CTA. 
Fuente: Encuesta Grupo María Cano GILMAC, 2017
Sin embargo la estadística muestra que un 12% entre el año 2011 a 2015, 
sigue siendo contratado mediante la forma asociativa, es decir que posterior al 
año 2010 la figura sigue siendo utilizada, pese a la existencia de la prohibición 
expresa mediante la Ley 1429 de 2010, así como para aquellas empresas de 
servicios temporales que contraten para actividades misionales permanentes.
Grafica N° 4.
 
Fuente Encuesta GILMAC 2017: Años vinculados a una CTA. Encuesta Grupo María Cano 
GILMAC, 2017
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Lo anterior por supuesto tendrá un efecto negativo sobre esta población 
trabajadora a futuro, jugando un papel importante en el desarrollo social, 
por ser representativo el acceso al disfrute de una prestación económica pos-
tergando la condición de pensionados y la oportunidad de alcanzar la movi-
lidad social, aun pese a que nos referimos a una pensión en este caso, en que 
el cortero estaría en una condición de pérdida de capacidad laboral.
Sistema de riesgos Laborales
El objetivo de este subsistema de seguridad social comprende un con-
junto de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, destina-
dos a prevenir y proteger a los trabajadores de los efectos de las enfermeda-
des y los accidentes que puedan ocurrir con ocasión o como consecuencia del 
trabajo que desarrollan.
En este sentido el marco legislativo vigente a partir de la Ley 1295 de 
1994, Ley 776 de 2002, respecto del sistema de riesgos laborales, establece 
características particulares como el estar dirigido, orientado y vigilado por el 
Estado, el tener a cargo la afiliación obligatoria de empleadores como la de 
trabajadores dependientes e independientes, la administración del mismo y 
de las sanciones por no afiliación, así como  de las prestaciones que otorga 
el régimen; entre otras de sus características está la de la selección libre a las 
entidades por parte del empleador, además el que las cotizaciones deben 
estar a cargo del empleador, lo particularizan frente a otros sistemas. Luego 
se modifica el sistema de riesgos laborales con la Ley 1562 de 2012, particu-
larmente en la denominación como riesgos laborales (antes profesionales), 
y a lo que antes se le llamaba programa de salud ocupacional,  hoy se le 
denomina sistema de gestión de la seguridad y salud en el trabajo, con el 
propósito de establecer procesos basados en etapas para la mejora continua 
en aspectos como la política, organización, planificación, aplicación, evalua-
ción, auditorias y acciones de mejoras, cuyos objetivos son conocer, evaluar 
y controlar los riesgos laborales. 
Desde esta perspectiva normativa es innegable que se está frente a un 
avance considerable en materia de seguridad y salud en el trabajo (antes 
salud ocupacional), pero para contrastarlo con las formas de tercerización a 
las que se ha visto expuesto el cortero de caña, no deja de ser un desacierto 
para el modelo de Estado Social que se proyecta desde el Estatuto Superior 
Colombiano del 91. Así entonces a partir del Decreto 4588 de 2006, que esta-
blece específicamente en su capitulo sexto lo referente a la seguridad social 
integral, no obstante, frente a los resultados investigativos existe un lapso 
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significativo de tiempo, a partir de 1990 a 2006, para su reglamentación y 
establecer responsabilidades y obligaciones frente al sistema de seguridad 
social de riesgos laborales frente a la afiliación de los trabajadores asociados 
a las CTA.
Pero, las implicaciones frente a este sistema de riesgos laborales respec-
to de la tercerización laboral no está dada ya para los trabajadores que hasta 
hoy llevan laborando un tiempo considerable, puesto que los requisitos no 
están enfocados en la edad, sino que se tiene como aspecto considerable el 
cumplimiento de un tiempo de cotización mínimo. 
Para ilustrar lo anterior, el Decreto 1295 de 1994, en su artículo 20, refe-
rente al ingreso base de liquidación, establece para accidentes de trabajo y 
enfermedad laboral, los siguientes:
Tabla 2. Comparativo Accidente de Trabajo y Enfermedad Profesional
ACCIDENTE DE TRABAJO ENFERMEDAD PROFESIONAL
Promedio de los seis meses anteriores o 
fracción de meses, si el tiempo laborado 
en esa empresa fuese inferior a la base 
de cotización declarada e inscrita en 
la entidad administradora de riesgos 
profesionales 
El promedio del último año, o fracción 
de año, de la base de cotización obtenida, 
en la empresa donde se diagnosticó la 
enfermedad, declarada e inscrita en 
la entidad administradora de riesgos 
profesionales a la que se encuentre el 
afiliado.
MONTO DE LA PENSION DE INVALIDEZ POR RIESGOS LABORALES
Invalidez es superior al 50% e inferior al 
66% 60% del ingreso base de liquidación 
Invalidez superior al 66% 75% del ingreso base de liquidación
Invalidez de persona que requiere 
el auxilio de otro para las funciones 
elementales de su vida
Incremento del 15%
Fuente: Elaboración Propia.
Para ambos casos es claro el establecimiento de límites en el tiempo de 
seis meses y el último año correspondientemente, está afectada por la base 
de cotización, luego si en estos lapsos de tiempo no hubo cotizaciones reali-
zadas conforme el salario real que devengaba el trabajador se verá afectado 
140 Gustavo Nixon Delacruz Giraldo, Guillermo Velez R., María Fernanda Caballero
en el monto de su prestación, o en su defecto no realizadas las afiliaciones 
del grupo de trabajadores, dejará en el limbo litigioso la determinación del 
verdadero empleador donde ocurrió el accidente de trabajo o en su caso por 
enfermedad laboral al mediar la figura de la tercerización, no obstante al 
establecerse que el centro de trabajo del trabajador se encontraba físicamente 
en la empresa contratante. En igual sentido, las modificaciones introducidas 
con la Ley 776 de 2002, en su artículo 10, establece el monto de la pensión de 
invalidez a que tiene derecho el afiliado. 
Quedaría por determinarse si a futuro este grupo de trabajadores ex-
puesto a una actividad repetitivita, tendrán afecciones propiamente deriva-
das de la actividad del corte de la caña, en la medida en que si se observa el 
trabajo de campo, arroja un 70% de los encuestados dijeron haberse dedica-
do siempre al corte de la caña, frente a un 24% que la han realizado de for-
ma eventual (Encuesta GILMAC, 2017). Sin duda que el sistema de riesgos 
laborales a través de sus ARL, deberá de tener en cuenta como estos factores 
serán incidentes en la salud de los trabajadores.
No obstante lo anterior, la temporalidad en los contratos laborales a tra-
vés de la figura de tercerización, pueden ser incidentes en un crecimiento del 
número de accidentes laborales, si se relaciona con la escasa o poca forma-
ción del grupo de trabajadores sobre su centro de trabajo, debido a la rota-
ción de la fuerza de trabajo que apareja el fenómeno tercerizador. 
En lo que respecta a que la tercerización es un fenómeno incidente en los 
riesgos laborales, se debe tener en cuenta el que la complejidad del sistema 
de contratación y de subcontratación como lo refiere Alli (2009) respecto del 
trabajador subcontratado al decir que: “La tasa de accidentes de los trabaja-
dores subcontratados duplica, como media, la de los trabajadores de plan-
tilla. Muchos empleadores parecen creer que, mediante la subcontratación 
de ciertas tareas, subcontratan también sus responsabilidades en materia de 
seguridad” (p. 32). 
Pensiones por Enfermedad de Origen Común  
En lo que respecta a la pensión de invalidez por riesgo común la cual 
estará a cargo del fondo de pensiones, el artículo 40 de la Ley 100 de 1993, 
establece como requisitos para acceder a una prestación de tal naturaleza 
como se presenta en el siguiente cuadro: 
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Tabla 3. Características Pensión de Invalidez por Riesgo Común, requisitos y monto
 PENSION DE INVALIDEZ POR RIESGOS COMÚN 
REQUISITOS (Art. 38, L. 100/93) MONTO (Art. 40, L. 100/93)
Personas menores de 20 años de 
edad, haber cotizado 26 semanas en 
el último año, previa a la fecha de la 
estructuración de la invalidez 
• El 45% del ingreso base de 
liquidación, más el 1.5% de dicho 
ingreso por cada cincuenta (50) 
semanas de cotización acreditadas 
con posterioridad a la quinientas 
(500) semanas de cotización, cuando 
la disminución en su capacidad 
laboral sea igual o superior al 50% e 
inferior al 66%.
• El 54% del ingreso base de 
liquidación, más el 2% de dicho 
ingreso por cada cincuenta (50) 
semanas de cotización que el 
afiliado tuviese acreditadas con 
posterioridad a las primeras 
ochocientas (800) semanas de 
cotización, cuando la disminución 
en su capacidad laboral es igual o 
superior al 66%.
• La pensión por invalidez no podrá 
ser superior al 75% del ingreso base 
de liquidación.
• En ningún caso podrá ser inferior al 
salario mínimo legal mensual.
Mayores de 20 años de edad, requiere 
haber cotizado 50 semanas dentro de 
los tres años inmediatamente anteriores 
a la fecha de estructuración.
Cuando el afiliado haya cotizado por lo 
menos el 75% de las semanas mínimas 
requeridas para acceder a la pensione 
de vejez, solo se requerirá que haya 
cotizado 25 semanas en los últimos tres 
años.
Fuente: Elaboración Propia
Ahora, según la encuesta realizada, resulta relevante para este sector de 
trabajadores el que para el subsistema de pensiones por riesgo común cuyos 
requisitos se incrementaron y esto repercute en su monto, claramente está re-
lacionado con el número de semanas cotizadas; lo que resulta desfavorable, 
la no cotización, ya sea en su cuenta individual que administran los fondos 
privado, o el público con el régimen de prima media. Esto se hace visible 
cuando el resultado arroja un dato estadístico en el cual se observa que a 
finales de los noventa y el año 2005, no aparecen cotizaciones. 
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Grafica N° 5. Años más comunes donde no se registraron aportes a pensión. 
Fuente: Encuesta GILMAC 2017
En efecto si no se cumple con los supuestos normativos para el acceso 
a la prestación económica por riesgo común, no se accederá al monto pen-
sional previsto normativamente, puesto que la realidad de los corteros esta 
subsumida en las variables a las que se exponen los trabajadores por la falta 
de control sobre el pago de los aportes al sistema, ya sea por evasión o por 
elusión, situación que desfavorece en todo aspecto al cortero.
Lo anterior se puede verificar aunque hipotéticamente en cuanto a los 
requisitos, en el entendido de que si un trabajador pese a estar vinculado por 
más de veinte años, que para el caso debería tener cotizados el 75% de sema-
nas para acceder a una pensión de vejez, el incremento no estará dado sobre 
las 800 semanas, pero si sobre las 500, lo que le representa un aumento menor 
de solo el 1,5% por cada 50 semanas adicionales a la primeras 500, viéndose 
afectado en un incremento menor por número de semanas, no alcanzando el 
2%,  como efecto del vínculo laboral tercerizado y sus no aportes al sistema, 
y aun en el caso más extremo, el no registro de semana que le signifiquen un 
número mayor a quinientos lo expondría a una pensión con un porcentaje 
de solo el 45%.
Lo anterior tiene sentido, en cuanto el 32% de los encuestados tiene de 
16 a 21 años trabajando en la actividad del corte de la caña, y un 25% lleva 
25 años de labores (Encuesta Gilmac 2017), luego si de este porcentaje estuvo 
en algún momento vinculado a través de una de las modalidades de terceri-
zación en un porcentaje del 72%, donde la mayor periodo de vinculación se 
presentó entre los años 2001 y 2010, muchos de estos trabajadores presenta-
ran vacíos en sus historias laborales, por cuanto el 40% reconocieron saber 
que existen periodos sin cotización al sistema de pensiones.
Pensión de Sobrevivientes
Este subsistema contempla beneficios a favor de la población trabajado-
ra, cuyo marco legal de Ley 100 de 1993, fue modificado por la Ley 797 de 
2003. 
Este aspecto es determinante para el desarrollo social del país, si los 
corteros como población dedicada a una actividad que representa riesgos 
laborales es aún más incidente en los efectos que comporta si no se accede a 
una prestación bien sea por invalidez de origen común, o de origen laboral, 
o en el caso de las pensiones de vejez, dada la dependencia económica del 
conyugue o la compañera permanente, por cuanto el afiliado o pensionado 
es el proveedor del grupo familiar. 
En sí, el régimen de prima media regula la pensión de sobrevivientes 
en sus artículos 46, 47 y 48 de la Ley de 100 de 1993, teniendo derecho a ella 
los familiares del fallecido enlistados así: la cónyuge o compañera (a) perma-
nente, los hijos menores de 18 años, los hijos entre 18 y 25 años que estudien, 
que dependieran económicamente del fallecido, los hijos de cualquier edad 
inválidos o discapacitados con dependencia económica del fallecido, los pa-
dres del fallecido a falta de los beneficiarios mencionados con anterioridad, 
dependientes económicamente del fallecido, los hermanos inválidos a falta 
de todos los anteriores beneficiarios, que dependieran económicamente del 
fallecido. Así mismo, en el régimen de ahorro individual la prestación aludi-
da está regulada en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones presentes en la 
Ley 797 de 2003.
Respecto de los requisitos para acceder a la prestación por sobreviven-
cia, se debe tener en cuenta los siguientes: ser miembro del grupo familiar 
del pensionado por vejez o invalidez y los miembros del grupo familiar del 
cotizante que aún no se ha pensionado siempre y cuando este hubiere coti-
zado 50 (cincuenta) semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente 
anteriores al fallecimiento.
En relación al impacto de los efectos de la tercerización en este régi-
men de sobrevivientes podría representar una desfavorabilidad al quedar 
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expuesto el grupo familiar si no aparecen las 50 semanas de cotización en 
los últimos tres años, claro está que no se necesitan que sean continuas las 
semanas cotizadas dentro de los tres últimos años.
No obstante, quedaría por establecerse en la particularidad del asunto 
a estudiar la situación del causante si esta encaja en los supuesto del acuer-
do 049 de 1990, aprobado mediante Decreto 758 del mismo año, en lo que 
respecta al número de semanas conforme lo establece los artículos 6 y 25, en 
cuanto refiere la adquisición del derecho a la pensión de sobreviviente por 
riesgo común así: 150 cincuenta semanas cotizadas dentro de los 6 años an-
teriores a la muerte o 300 semanas cotizadas en cualquier tiempo de acuerdo 
al principio constitucional de la condición más beneficiosa (Art. 53).
Resulta relevante para cada sistema de pensiones la gestión de los fon-
dos frente a la obligación de la efectiva realización de los aportes de los em-
pleadores y del cobro de estos, situación que se difumina al establecerse las 
relaciones de trabajo por estar frente a marcos flexibles de constitución de 
empresas creadas para una temporalidad frente al cumplimiento del objeti-
vo de una empresa que contrato sus servicios, y al ser súbita su disolución y 
liquidación, deja un irreparable vacío de cotizaciones tanto para el sistema 
de seguridad social en general como un lejano propósito del Estado en el 
cumplimiento de los pisos de protección social y su fuente de financiación, 
así como también para el trabajador afectado particularmente en su conse-
cución prestacional pensional, esta estará postergada por el tránsito de su 
temporalidad laboral con las figuras de tercerización.
Es en si determinante la sustentabilidad del sistema de pensiones al es-
tar basada en políticas económicas de marcos flexibles de las relaciones de 
trabajo, al estar implícito el riesgo de la financiación del sistema con esque-
mas de contratación tercerizada por cuanto son la causa que genera cotiza-
ciones recortadas e intermitentes, cuyos efectos no solo socaban las garantías 
laborales, sino que además pone en riesgo el colapso del sistema pensional.
4. RECOMENDACIONES
• Debe considerarse que los trabajadores vinculados a la agroindustria del 
azúcar sobre todo en la década de 1990 y comienzos de la década del 2000, 
realizaron labores del corte de la caña, con una relativa estabilidad sin 
prestaciones sociales, seguridad social y sin garantías, siendo movilizado 
según la oferta de trabajo, a veces indocumentado, sin formalidades en 
los contratos laborales, sujeto a despidos intempestivos, al abuso y a la 
explotación. Es precisamente este aspecto que debe tenerse en cuenta, 
debido a la relativa condición laboral que enfrentaron los trabajadores 
del corte de la caña, por cuanto los periodos de cotización efectivamente 
afectaran el acceso a una futura prestación económica por vejez, 
connotación relevante para el trabajador individualmente considerado, 
cuando al realizar su trámite pensional encuentra vacíos en su historia 
laboral, obviamente debido a que quince años atrás aproximadamente 
se evidencia la falta o poca regulación que hubo respecto  de las formas 
asociativas. 
• La incidencia no solo trasciende del plano de los aportantes del sistema 
individualmente considerados, al establecerse que los periodos de 
cotización no realizados por los entonces empleadores dejan vacíos en 
las historias laborales, en efecto no le representa una situación jurídica 
particular a la persona que solicita su pensión, puesto que los mecanismos 
legales serian la alternativa, sino que además al ser la seguridad social 
un derecho protegido constitucionalmente, toma especial relevancia en 
cuanto a su sostenibilidad financiera, siendo afectada por la evasión 
y la elusión de los aportes o la no cotización con salarios reales. Tales 
aspecto lo aborda el entonces Ministerio de Protección social a través de 
la Dirección General de Riesgos Laborales, con la circular unificada del 
año 2004, donde alude a la evasión como la omisión del empleador de 
afiliar a sus trabajadores, dentro de las que se encuentra el reporte de 
afiliación de un número inferior de trabajadores al realmente nominado, 
además de que la no cotización en la cantidad correspondiente ofrece 
baja cobertura lo cual debe ser de control y supervisión constante. 
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• La elusión, practica donde la cotización se realiza sobre un valor inferior 
al devengado, o una empresa que realiza diferentes actividades para 
cumplir su objeto social y con exposición al riesgo, cotiza un valor inferior 
al que verdaderamente se exponen los trabajadores con un mayor riesgo 
en su centro de trabajo al ser tercerizados los procesos en una empresa. 
En efecto, las nuevas formas de contratación a través de empresas 
temporales, Cooperativas de Trabajo Asociado y los potencializados 
contratos sindicales son la justificación de la evasión y la elusión en el 
sistema de Seguridad social en pensiones, situaciones que deben ser objeto 
de supervisión y control por parte del Ministerio del Trabajo. Luego en 
el sistema de pensiones por vejez, invalidez y muerte, es el mismo efecto 
que produce la evasión y la elusión, en tanto que la relación individual 
se ve envuelta en las formas contractuales ya referidas desembocando en 
la vertiginosa pérdida de ingresos al sistema, tal y como lo establece la 
Unidad de Gestión y Pagos Fiscales, para el año 2015, la participación en 
la evasión de trabajadores dependientes sobre el total fue de un 29.8%, 
además de las evasión de los trabajadores independientes en total de 
70.1%, son cifras preocupantes que atentan la sostenibilidad financiera 
del sistema, no siendo entonces el problema que comporta el sistema en 
cuanto a la edad para pensionarse ni el número de semanas de cotización. 
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5. CONCLUSIONES
• La condición social del cortero de caña conforme los estudios esbozados 
desde sus orígenes del sector agroindustrial de la caña de azúcar, 
en contraste con la condición actual, no ha cambiado, por cuanto ha 
representado una continuidad en la hegemonía de la imposición del 
empresariado al establecerse las relaciones de trabajo en este campo de la 
producción, lo que hace indispensable la necesidad de una sensibilización 
tanto del empresariado como del grupo de trabajadores, el despertar 
conciencia de responsabilidad social para los primeros, y por parte 
del grupo de trabajadores como grupos contribuyentes del desarrollo 
económico, de la organización constante para el desarrollo personal de 
cada uno a través de las organizaciones sindicales o de otras formas que 
les permita concretizar el objetivo que como clase obrera representan, para 
la superación del estadio de fragmentación laboral con las modalidades 
de tercerización y de unidad como trabajadores. 
• Se hacen evidente dentro del marco histórico esbozado al inicio de este 
trabajo, el que desde el colonizaje existieron formas de aprovechamiento 
de la fuerza de trabajo de los indígenas como la encomienda, infiriéndose 
que el encomendero jugaba un rol importante como intermediador entre 
la corona y los indígenas, facilitando la disposición de fuerza de trabajo 
para las minas y estancias, obteniendo posteriormente la explotación de 
las mercedes de tierras, que en si se relaciona con la propiedad sobre las 
tierras por cuanto este título se ganaba solo con la puesta en producción 
de los suelos, lográndose con la efectiva utilización de la mano de obra 
de los indígenas y esclavos. Luego este aspecto se traslada a la esclavitud 
racial que se hace evidente en la comercialización de fuerza de trabajo 
de los esclavos negros, medio que hizo efectiva la provisión de mano de 
obra para las distintas tareas a realizarse en las labores de la tierra. En sí, 
en lo representativo de este trabajo se puede observar en cada estadio de 
las etapa de evolución de la agroindustria azucarera, el que las formas de 
poner a disposición fuerza de trabajo ha tenido diversas denominaciones, 
luego en cada etapa era una forma institucionalizada de aprovechamiento 
de la mano de obra que no difiere mucho de la tercerización laboral que 
actualmente se experimenta como fenómeno que afecta a parte de la 
población activa laboralmente, cuyas tipologías legitimadas a través de 
la reglamentación legal, terminan siendo el instrumento eficiente para 
el aprovisionamiento de mano de obra con el objeto de satisfacer las 
demandas del conglomerado agroindustrial cañero y la obtención del 
mayor beneficio económico.
• La evidente ausencia legislativa en un periodo determinado en cuanto 
a seguridad social en pensiones de los trabajadores del sector privado 
en las cooperativas de trabajo asociado y la existencia de un marco 
normativo genérico y lapso en la utilización creciente de la figuras 
atípicas a finales de 1990 y década del 2000, tiene incidencia en un grupo 
de trabajadores como los corteros, puesto que no solo está en juego la 
forma de contratación frente a su empleador sino que además existe un 
efecto adverso cuando la empresa tercerizadora a quien por obligación 
le corresponde realizar los pagos a la seguridad social, se sustrae de ello, 
y pese a tal situación, el fondo no hace la gestión necesaria para hacer 
efectivos dichos pagos repercutiendo en la acumulación de numero de 
semanas como requisito necesario en el sistema contributivo pensional.
•  Las formas de contratación con intermediarias, Cooperativas de Trabajo 
Asociado, Empresas Asociativas de Trabajo y los contratos sindicales, 
son fenómenos que configuran la denominada tercerización en el medio 
colombiano, que además sirven como medios eficientes para la evasión y 
la elusión de los aportes y las cotizaciones al sistema de seguridad social, 
que no solo afecta al cortero de caña como trabajador individualmente 
considerado implicándole un mayor riesgo ante las contingencias 
laborales y reduciendo las expectativas de protección en la vejez, que 
además de aumentar la vulnerabilidad económica y física, puede afectar 
el ingreso futuro de las personas incidiendo en la reducción de los índices 
de pobreza, lo que necesariamente debe ser una alerta para este grupo 
de trabajadores en cuanto es necesaria la focalización de esfuerzos y 
sensibilización de la necesidad de concientización del empresariado para 
lograr los cometidos del sistema de seguridad social en pensiones, al 
estar ligados al acceso a los beneficios del sistema y a las cotizaciones 
individuales de los trabajadores.
• La incidencia en los formas de establecer las relaciones de trabajo bajo las 
figuras de la tercerización, tienen un impacto considerable en el sistema 
de pensiones lo que se ve reflejado en un bajo nivel de cobertura como 
lo estableció la Revista Portafolio (2016) al estar Colombia detrás de 
Argentina, Brasil y Chile, alcanzando un 23% de pensionados, que sin 
duda abarca al sector de los corteros de caña, aspectos que determinan a 
largo plazo la efectiva protección social. 
• Si bien todo desarrollo investigativo está sujeto a limitaciones de diversa 
índole, al momento de realizarse el trabajo de campo afloraron las 
dificultades al elevarse las solicitudes a algunas filiales de los ingenios 
azucareros, en donde luego de esperar varios días, se obtiene una negativa 
tajante, lo que fue el común denominador en las respuestas obtenidas de 
parte de las directivas del sector agroindustrial.
• Por otro lado, diferentes Sindicatos permitieron el ingreso para encuestar 
a los corteros en repetidas ocasiones, llevándose esto a cabo en los 
municipios de Rio Frio, Florida, Puerto Tejada, Guacarí y encontrarlos 
reunidos sea en sus oficinas del Sindicato, en reuniones informativas 
sobre algún tema de importancia para ellos o en Centros Recreativos 
en actividades deportivas, sea en sus casas luego de llegar de una larga 
jornada laboral o en los Parques cercanos a las entidades bancarias 
donde cobran sus salarios. Se buscó diferentes espacios inclusive en sus 
hogares, además la realización de las encuestas inclusive a los sembrados 
de la caña de azúcar, como centro de trabajo de los corteros, por ser 
lugares privados, no fue posible ingresar, utilizándose como estrategia 
un encuentro con todos los directivos de los Sindicatos de Ingenios 
Azucareros del Departamento del Valle del Cauca en el Centro Recreativo 
Comfandi Valle de Lili de Cali. 
• Finalmente si bien en inicios fue propósito establecer el número de 
pensionados existentes en este sector de trabajadores, fue imposible 
debido a la escasa información que reposaba en manos de los sindicatos 
referentes al tema, no obstante la sensibilización a las diferentes 
asociaciones sobre la necesidad de consolidar contantemente este tipo 
de información que podría resultar valiosa como medio de información 
para establecer el número de población que accede a una prestación 
económica establecida en el sistema de seguridad social en pensiones, 
fue uno de los aspectos resaltados en las visitas en el trabajo de campo.
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